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CURSO DE DERECHO COMERCIAL I

CUARTA PARTE
OBLIGACIONES Y CONTRATOS MERCANTILES

I.- NORMAS GENERALES.


El tema está tratado en el Título I del Libro II del Código de Comercio, siendo la disposición básica el artículo 96, que dice: “Las prescripciones del Código Civil relativas a las obligaciones y contratos en general son aplicables a los negocios mercantiles, salvas las modificaciones que establece este Código”. Esta norma es concordante con la más general del artículo 2º del Código de Comercio, si bien ésta señala al Código Civil como subsidiario del Código de Comercio; en cambio, la del artículo 96 hace aplicables en plenitud las normas del Código Civil, excluyendo sólo aquello en que esté expresamente modificado por el Código de Comercio.


En consecuencia, la normativa reguladora de las relaciones contractuales y obligaciones mercantiles será la establecida en el Libro Cuarto del Código Civil, salvas las modificaciones establecidas en el Código de Comercio. Y, para entrar al estudio de los temas especialmente reglamentados en este último cuerpo legal, recordaremos la clasificación de los contratos del Código Civil, especialmente la establecida en el artículo 1.443, que aclara: “El contrato es real cuando, para que sea perfecto, es necesaria la tradición de la cosa a que se refiere; es solemne cuando está sujeto a la observancia de ciertas formalidades especiales, de manera que sin ellas no produce ningún efecto civil; y es consensual cuando se perfecciona por el solo consentimiento”.


Debido a que en el Código Civil se omitió toda reglamentación sobre la formación del consentimiento, materia que es indispensable determinar claramente en los contratos consensuales, tan habituales en la actividad mercantil, el Código de Comercio se encarga de salvar esta omisión, lo que pasamos a estudiar.

II.- PERFECCIONAMIENTO DE LOS CONTRATOS CONSENSUALES.-

Para que exista el contrato consensual, según se vio, basta el acuerdo de voluntades relativo a la realización del acto, pudiendo distinguirse claramente dos fases o momentos en el nacimiento del acuerdo, a saber: la oferta y la aceptación. Para que haya consentimiento deben existir siempre ambas fases, si bien algunas veces pasan inadvertidas en los contratos verbales. Sin embargo, es de gran importancia distinguirlos.

A.-
LA OFERTA. 


La oferta, propuesta, proposición o policitación es el acto mediante el cual una persona propone a otra u otras la celebración de determinado contrato.-


La oferta, para que produzca sus efectos jurídicos propios, debe ser dirigida a una o varias personas determinadas. El inciso primero del artículo 105 del Código de Comercio aclara que “las ofertas indeterminadas contenidas en circulares, catálogos, notas de precios corrientes, prospectos, o en cualquiera otra especie de anuncios impresos, no son obligatorias para el que las hace”. Ello no implica de parte del oferente la intención de celebrar un contrato determinado, es simple propaganda.


Esta norma especialísima de nuestro Código de Comercio no existe en otras legislaciones, como la francesa, en donde la doctrina mayoritaria considera que el hecho de que un comerciante exponga en vitrina o anuncie los precios de sus mercaderías es considerado como una oferta al público y podría exigírsele que celebre la compraventa en las condiciones indicadas. Y en Chile, por lo menos desde la creación del Comité de Defensa del Consumidor, hoy Servicio Nacional del Consumidor -SERNAC-, no sólo se ha convertido casi en letra muerta esta disposición, sino que está resultando obligatorio hacer este tipo de oferta y su incumplimiento se traduce en falta sancionable por intermedio del Juzgado de Policía Local.


Ahora bien, si los anuncios tienen como destinatarios personas determinadas, la oferta es válida y produce sus efectos propios, pero siempre en carácter condicional. Así lo dispone en inciso segundo del artículo 105 citado: “Dirigidos los anuncios a personas determinadas, llevan siempre la condición implícita de que al tiempo de la demanda no hayan sido enajenados los efectos ofrecidos, de que no hayan sufrido alteración en su precio, y de que existan en el domicilio del oferente”.


Además de ser determinadas la o las personas a quienes se dirige la oferta, también debe serlo el contrato propuesto.  No constituye oferta la manifestación del deseo de tener relaciones comerciales o hacer negocios con alguna persona específica, sino que la oferta debe determinar el contrato que se propone, señalando todos los elementos del contrato, por lo menos los esenciales. Así, por ejemplo, en la compraventa debe especificarse nítidamente la cosa y el precio.


Por último, es bueno dejar en claro que la oferta puede provenir de cualquiera de los contratantes.  Siguiendo el ejemplo de la compraventa, tanto el vendedor puede ofrecer la venta de sus mercaderías, como el comprador puede proponer comprar mercaderías al comerciante.


Ahora bien, para que la oferta pueda llegar a perfeccionar el contrato es indispensable que la voluntad del oferente se mantenga hasta que se produzca la aceptación. Por consiguiente, si desaparece la voluntad del proponente antes de que se produzca el acuerdo, el contrato no puede llegar a perfeccionarse.  Tales son los casos de:

1) La revocación de la proposición; 

2) La muerte del proponente;

3) La incapacidad sobreviniente del proponente;

4) La quiebra de proponente o, en general, cualquiera circunstancia que lo prive de la administración de sus bienes, y 

5) El transcurso de los plazos para una aceptación válida.

1.-
Revocación de la oferta.-


Es “el acto en virtud del cual la persona que la había formulado retira de un modo expreso su proposición” (Julio Olavarría, Manual de Derecho Comercial, T. II, pág. 301). Mientras existe sólo la voluntad del oferente no hay acuerdo de voluntades, no se ha perfeccionado el contrato, por lo que, del mismo modo que manifestó unilateralmente su propósito de contratar, el proponente puede retirar su oferta.


El artículo 99 del Código de Comercio dispone: “El proponente puede arrepentirse en el tiempo medio entre el envío de la propuesta y la aceptación, salvo que al hacerla se hubiera comprometido a esperar contestación o a no disponer del objeto del contrato, sino después de desechada o de transcurrido un determinado plazo”, y agrega en el inciso segundo: “El arrepentimiento no se presume”.


Del texto de esta disposición se puede inferir que la revocación de la oferta debe cumplir con dos requisitos: 


a.-
Debe ser expresa, (“no se presume”); y


b.-
Debe ser oportuna o tempestiva. Si en la oferta se compromete a esperar un tiempo determinado, o la aceptación o negativa expresa del destinatario, antes de disponer del objeto del contrato, entonces la revocación será inoportuna o intempestiva si se hace antes del vencimiento del plazo o de recibida la respuesta.


Efectos de la revocación.-  La retractación expresa y oportuna impide que el contrato se perfeccione, no existe vínculo jurídico.


Sin embargo, pese a impedir que se perfeccione el contrato, no libera de toda responsabilidad al oferente. Dice el artículo 100 del Código de Comercio: “La retractación tempestiva impone al proponente la obligación de indemnizar los gastos que la persona a quien fue encaminada la propuesta hubiere hecho, y los daños y perjuicios que hubiere sufrido”, agregando en su inciso segundo: “Sin embargo, el proponente podrá exonerarse de la obligación de indemnizar, cumpliendo el contrato propuesto”.


Esta indemnización no proviene de la responsabilidad contractual, puesto que no se perfeccionó contrato alguno, ni tampoco de la responsabilidad delictual (o cuasidelictual) o extracontractual. Es un reconocimiento legal de lo que se denomina “responsabilidad pre-contractual”.


En cuanto a la revocación intempestiva, ella no produce ningún efecto propio, puesto que, aceptada la oferta, el contrato ya se ha perfeccionado y, como dispone el artículo 1.545 del Código Civil, “es una ley para los contratantes”. Por ende, el aceptante podrá exigir a su arbitrio el cumplimiento o la resolución del contrato y, en cualquiera de los dos casos, el resarcimiento de los perjuicios.

2.-
Muerte del oferente.-


Para que se perfeccione el contrato debe existir consentimiento, esto es, acuerdo de voluntades. Al hacerse la oferta existe una sola voluntad, la del oferente, que debe perdurar hasta que se produzca la aceptación, para que efectivamente exista acuerdo de voluntades o consentimiento. Producida la muerte del oferente en el tiempo intermedio entre la oferta y la aceptación, no puede perfeccionarse el contrato por no existir una de las voluntades indispensables para el consentimiento. Por ello el artículo 101 del Código de Comercio dispone que no se perfecciona el contrato cuando antes de darse la respuesta ocurra la muerte del proponente. Existe consenso en la doctrina de que en este caso no representan al oferente sus herederos, porque éstos representan al causante en sus derechos y obligaciones transmisibles, y en este caso no hay derechos ni obligaciones pues no se ha perfeccionado el contrato.


La duda nace cuando el oferente, como lo señala el artículo 99 ya citado, se hubiera comprometido a esperar contestación o a no disponer del objeto del contrato, sino después de desechada la oferta o de transcurrido un determinado plazo. Una parte de la doctrina sostiene que en este caso no hay tampoco obligación del proponente que pueda ser transmitida a sus herederos, porque no significa renuncia a su facultad revocatoria.  Los más, en cambio, opinan que se ajusta más a la nuestra normativa legal considerar que existe la obligación del oferente de mantener su oferta hasta la aceptación o rechazo o el vencimiento del plazo para el pronunciamiento del destinatario de la propuesta, y que, por ende, los herederos representan al causante en esta obligación. En todo caso, el artículo 101 citado no distingue entre una u otra circunstancia, sino que siempre la muerte del proponente antes de la aceptación impediría que se perfeccionara el contrato.

3.-
Incapacidad legal del oferente.-


Esto es algo similar al caso anterior, que puede deducirse de las normas generales sobre los contratos, pero que el artículo 101 del código de Comercio consagra expresamente. El artículo 1.445 del Código Civil es perentorio al establecer que, “para que una persona se obligue a otra por un acto o declaración de voluntad es necesario: 1º que sea legalmente capaz”. En consecuencia, si antes de la aceptación el oferente cae en incapacidad legal, el contrato carecerá de valor o, dicho en otras palabras, la oferta perderá toda su eficacia jurídica.

4.-
Declaración de quiebra del proponente.-


Esta causal no está expresamente enunciada en la ley, sino que es elaboración de la doctrina de los tratadistas, basados en el concepto de quiebra y el texto de la ley que rige dicha materia. Por el hecho de la declaratoria de quiebra se produce lo que se llama el “desasimiento”. Dice así el artículo 64 de la Ley 18.175: “Pronunciada la declaratoria de quiebra, el fallido queda inhibido de pleno derecho de la administración de todos sus bienes presentes, salvo aquellos que sean inembargables”. Y aclara un poco más este concepto el artículo 66 de la ley, al disponer que “la sentencia que declara la quiebra fija irrevocablemente los derechos de todos los acreedores en el estado que tenían el día del pronunciamiento...”


Queda claro, entonces, que no se trata que el fallido sea incapaz, sino que se produce el “desasimiento”, quedando privado de la administración de sus bienes.


Por mi parte, sin querer polemizar ni profundizar excesivamente en el tema, estimo que es discutible que la quiebra pueda dejar sin efecto la oferta, toda vez que, si bien el fallido queda privado de la administración de sus bienes, “la administración de que es privado el fallido pasa de derecho al síndico” (inc. 3º Art. 64), y “el síndico representa los intereses generales de los acreedores, en lo concerniente a la quiebra, y representa también los derechos del fallido...”, correspondiéndole, entre otras funciones, “continuar provisoriamente el giro de los establecimientos del fallido, con conocimiento de éste”. (Art. 27 inc. 1º y Nº 8º).  En virtud de ello, con la aceptación oportuna y válida del destinatario quedaría perfecto el contrato ofrecido.  Lo que sí pudiese suceder sería que, existiendo mala fe, podría pedirse la rescisión  del contrato en los términos establecidos en el artículo 2.468 del Código Civil y 75 y siguientes de la ley 18.175, Ley de Quiebras.

5.-
Expiración del plazo.-


A este respecto hay que distinguir dos tipos de plazos. El voluntario, que puede establecer unilateralmente el oferente o convenirse entre éste y el destinatario de la oferta, y el legal, supletorio del voluntario, que está establecido en el inciso primero del artículo 98 del Código de Comercio: “La propuesta hecha por escrito deberá ser aceptada o desechada dentro de veinticuatro horas, si la persona a quien se ha dirigido residiere en el mismo lugar que el proponente, o a vuelta de correo, si estuviere en otro diverso”.


En todo caso, cualquiera que sea el plazo, su vencimiento acarrea la misma consecuencia: “Vencidos los plazos indicados, la propuesta se tendrá por no hecha, aun cuando hubiese sido aceptada”. (Inc. 2º Art. 98).


Aunque el vencimiento del plazo deja sin efecto la oferta, ipso jure, el proponente no queda eximido de toda obligación ante el recibimiento de una aceptación extemporánea, sino que está obligado en este caso a dar pronto aviso de su intención de no renovar la oferta, mejor dicho de su retractación, so pena de tener que indemnizarle daños y perjuicios al aceptante  extemporáneo, que, si no recibe noticia oportuna puede creer que se perfeccionó el contrato.  Es lo que dispone el inciso tercero del artículo 98 en estudio que señala que:  “En caso de aceptación extemporánea, el proponente será obligado, bajo responsabilidad de daños y perjuicios, a dar pronto aviso de su retractación”.

B.-
LA ACEPTACIÓN.-

La aceptación es el acto mediante el cual la persona a quien va dirigida la oferta manifiesta su voluntad de asentir.

En cuanto a la forma de manifestar la aceptación, ella puede ser expresa o tácita. (Art. 103 del Código de Comercio).


Es expresa, por ejemplo, la comunicada verbalmente, por carta, telegrama, teléfono, fax, etc. Y será tácita la que se manifieste por cualquier hecho que suponga la voluntad de aceptar. El determinar la existencia de una aceptación tácita, será una cuestión de hecho que, en caso de controversia, resolverá el juez de la causa atendiendo las circunstancias del caso. De todas formas el simple silencio del destinatario de la oferta no implica aceptación tácita puesto que en nuestra legislación el silencio jamás podrá considerarse manifestación de voluntad ni, consecuentemente, como fuente de obligaciones, salvo los casos en que la ley le otorgue expresamente tal eficacia, como, por ejemplo, la disposición del inciso primero del artículo 2125 del Código Civil. Por cierto que “la aceptación tácita produce los mismos efectos y está sujeta a las mismas reglas que la expresa”, conforme lo establece el artículo 103 del Código de Comercio.

Requisitos la aceptación.-

En cuanto a los requisitos de fondo de la aceptación, ella debe ser pura y simple. Cualquiera alteración a la oferta que contemple la aceptación, transforma a ésta en una nueva propuesta. Dice el artículo 102 del Código de Comercio: “La aceptación condicional será considerada como una propuesta”, entendiendo la doctrina que la palabra “condicional” no se refiere a una condición propiamente tal, sino a cualquiera circunstancia modificatoria de la oferta, llegando a esta conclusión por los claros términos del artículo que le precede: “Dada la contestación, si en ella se aprobare pura y simplemente la propuesta, el contrato queda en el acto perfeccionado y produce todos sus efectos legales”, y por los conceptos contenidos en el artículo 104, que habla de “la propuesta primitiva o la propuesta modificada”.

Debe agregarse a ello, para que la aceptación produzca todos sus efectos de perfeccionar el contrato, que tal aceptación se preste oportunamente, esto es, dentro de los plazos legales o voluntarios que correspondan.


Por la aceptación se forma el consentimiento y el contrato queda perfeccionado y produce todos sus efectos legales.

III.- MOMENTO DE LA FORMACIÓN DEL CONSENTIMIENTO

Al respecto debemos distinguir si la oferta es verbal o escrita.


Oferta verbal, se entiende que es aquella en que la persona a quien se dirige la oferta está presente ante el oferente, y debiere incluirse en este concepto las ofertas telefónicas. El artículo 97 del Código de Comercio resuelve fácilmente esta inquietud, disponiendo que “para que la propuesta verbal de un negocio imponga al proponente la respectiva obligación, se requiere que sea aceptada en el acto de ser conocida por la persona a quien se dirigiere; y no mediando tal aceptación, queda el proponente libre de todo compromiso”.


En cuanto a la propuesta escrita, dice el artículo 98 del Código de Comercio: “La propuesta hecha por escrito deberá ser aceptada o desechada dentro de veinticuatro horas, si la persona a quien se ha dirigido residiere en el mismo lugar que el proponente, o a vuelta de correo, si estuviere en otro diverso”.


Es en esta situación que surgen discrepancias doctrinales, que pueden sintetizarse en dos: a) sistema de la declaración de voluntad y b): sistema del conocimiento.


a)
Sistema de la declaración.-


Estima que el contrato se perfecciona en el momento en que el destinatario acepta la oferta. Se argumenta que para que exista el consentimiento basta el acuerdo de voluntades. La del oferente existe desde el momento que hace su oferta, por lo que sólo es necesaria la aceptación del destinatario para que coincidan las voluntades del proponente y aceptante, produciéndose el consentimiento y, por ende, perfeccionándose el contrato.


Esta teoría cuenta con el respaldo del artículo 101 del Código de Comercio que señala: “Dada la contestación, si en ella se aprobare pura y simplemente la propuesta, el contrato queda en el acto perfeccionado y produce todos sus efectos legales...”.


Dentro de este sistema pueden considerarse algunas opiniones que van más allá de la simple declaración de la aceptación. Ellas son:


-Sistema de la expedición.- Si bien es la declaración de la aceptación la que sirve para perfeccionar el contrato, el consentimiento no se producirá hasta que el aceptante envía la carta, telegrama, fax, etc., que contiene la aceptación.


-Sistema de la recepción.- Considera insuficiente el envío del documento que contiene la aceptación, sino que requiere que llegue a poder del proponente, aunque éste no se imponga de su contenido. (Lo recibe la secretaria u otro dependiente del proponente). Este sistema tiene algo de mixto, pues si bien le da pleno mérito a la declaración de aceptación, requiere que ello llegue a manos del proponente o sus dependientes para que pueda ser conocida la aceptación, y estaría apoyada en lo dispuesto en el artículo 98 del Código de Comercio, que señala que la propuesta escrita debe ser aceptada “...a vuelta de correo”.


b)
Sistema del conocimiento.- 


El contrato se perfecciona, según esta opinión doctrinaria, solamente cuando el proponente toma real y efectivo conocimiento de la aceptación. No basta que haya acuerdo de voluntades, si éstas están ignoradas, es indispensable el intercambio, pues de otro modo las partes quedarían obligadas sin saberlo y sólo se produce ese intercambio cuando la voluntad del aceptante llega a conocimiento del proponente.


Cuenta a su favor esta doctrina con lo dispuesto en el artículo 1412 del Código Civil, que dice: “Mientras la donación entre vivos no ha sido aceptada y notificada la aceptación al donante, podrá ésta revocarla a su arbitrio”. Pero esta norma es específica de las donaciones entre vivos, que debe aplicarse restrictivamente, sin extenderla por analogía  a otros contratos. En cambio, la norma del artículo 101 del Código de Comercio es de aplicación general, para toda formación del consentimiento.

IV.- LUGAR EN QUE SE PRODUCE LA FORMACIÓN DEL CONSENTIMIENTO

Importa determinar el lugar en que se produjo el consentimiento, al igual que la oportunidad de ello, para establecer la legislación aplicable, específicamente cuando se trata de países distintos. Felizmente nuestro Código de Comercio resuelve cualquiera duda al respecto, al disponer su artículo 104 lo siguiente: “Residiendo los interesados en distintos lugares, se entenderá celebrado el contrato, para todos los efectos legales, en la residencia del que hubiere aceptado la propuesta primitiva o la propuesta modificada”. La claridad del texto ahorra todo comentario.

V.- EJECUCIÓN DE LOS CONTRATOS MERCANTILES.- 

Respecto de este tema, reiteramos que las prescripciones del Código Civil relativas a las obligaciones y contratos en general son aplicables a los negocios mercantiles, salvas las modificaciones que establece el Código de Comercio.


Por consiguiente, todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales, debiendo ejecutarse de buena fe, por lo que obliga a las partes a cumplirlo, no sólo en lo que en dichos contratos se expresa, sino en todo aquello que emana precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por la ley o la costumbre pertenecen a ella.


Veamos, entonces, algunos aspectos en que el Código de Comercio modifica las normas del Código Civil.


-LAS ARRAS.- El concepto de arras emana de lo dispuesto en el artículo 1.803 del Código Civil, esto es: dar una cosa en prenda de la celebración o ejecución del contrato.


Tenemos pues que distinguir entre las arras dadas en prenda de la celebración del contrato y las dadas para garantizar la ejecución del contrato.


El Código Civil, que trata el tema al reglamentar la compraventa, si bien hace la distinción al definir las arras, no distingue en cuanto a los efectos, al disponer que “si se vende con arras, esto es, dando una cosa en prenda de la celebración o ejecución del contrato, se entiende que cada uno de los contratantes podrá retractarse; el que ha dado las arras perdiéndolas; y el que las ha recibido, restituyéndolas dobladas”.


En cambio, el Código de Comercio no contiene ninguna modificación al Código Civil respecto de las arras dadas en prenda de la celebración del contrato, pero si en relación a la ejecución del mismo, al disponer su artículo 107 lo siguiente: “La dación de arras no importa reserva del derecho de arrepentirse del contrato ya perfecto, a menos que se hubiere estipulado lo contrario”. Y agrega el artículo 108: “La oferta de abandonar las arras o devolverlas dobladas no exonera a los contratantes de la obligación de cumplir el contrato perfecto o de pagar los daños y perjuicios”. Como consecuencia de lo anterior, el artículo siguiente aclara: “Cumplido el contrato o pagada una indemnización, las arras serán devueltas, sea cual fuere la parte que hubiere rehusado el cumplimiento del contrato”. 


Ahora bien, a pesar que la norma general del artículo 1.803 del Código Civil, ya transcrito, no distingue entre los efectos de las arras dadas en garantía de celebración y las dadas en prenda de la ejecución del contrato, en los artículos siguientes existen disposiciones en algo similares a las del Código de Comercio, al decir que “no habrá lugar a la retractación... después de otorgada escritura pública de venta o de principiada la entrega”, o sea, después de perfeccionado el contrato mediante escritura pública o de haberse iniciado el cumplimiento del mismo. Tampoco procederá la retractación, salvo que el contrato fuere solemne, “si expresamente se dieren arras como parte del precio, o como señal de quedar convenidos los contratantes...”, situaciones en que quedará perfecto el contrato.


-PLAZOS MERCANTILES.- El plazo es la época que se fija para el cumplimiento de una obligación, y puede ser expreso o tácito. Es tácito el indispensable para cumplirla.


En el Código Civil el plazo está concebido en beneficio del deudor, por lo que, salvo situaciones como quiebra o insolvencia del deudor o extinción o disminución de cauciones, “el pago de la obligación no puede exigirse antes de expirar el plazo”, (artículo 1.496 del Código Civil), y “el deudor puede renunciar al plazo a menos que el testador haya dispuesto o las partes estipulado lo contrario, o que la anticipación del pago acarree al acreedor un perjuicio que por medio del plazo se propuso manifiestamente evitar”. (Artículo 1.497 del Código Civil). Una aplicación práctica de estas normas generales la vemos en el artículo 2.204 del Código Civil, que dispone: “Podrá el mutuario pagar toda la suma prestada, aún antes del término estipulado, salvo que se hayan pactado intereses”. 

En cambio, en el derecho mercantil se entiende que el plazo está establecido tanto en beneficio del deudor como del acreedor. Así, el artículo 117 del Código de Comercio dispone: “El acreedor no está obligado a aceptar el pago antes del vencimiento de la obligación”. Aunque aparentemente esta norma sufriría una excepción en relación al pago anticipado de las letras de cambio, pagarés y operaciones de crédito en general, la verdad es que dichas excepciones no son tales, pues velan también por el beneficio del acreedor. Dice el artículo 55 de la Ley 18.092 que “el pago de las letras de cambio (y, por ende, de los pagarés) antes de su vencimiento se regirá por las normas sobre operaciones de crédito de dinero, vigentes a la época de emisión de la letra”. Por su parte, la Ley 18.010, que establece normas para operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero, dispone en su artículo 10 lo siguiente: “Los pagos anticipados de una operación de crédito de dinero, serán convenidos libremente entre acreedor y deudor.


Sin embargo, en las operaciones de crédito de dinero cuyo importe en capital no supere el equivalente a 5.000 unidades de fomento, el deudor que no sea una institución fiscalizada por la Superintendencia de Bancos o el Fisco o el Banco Central de Chile, podrá anticipar su pago, aun contra la voluntad de su acreedor, siempre que:


a) Tratándose de operaciones no reajustables, pagar el capital que se anticipa y los intereses calculados hasta la fecha de pago efectivo, más la comisión de prepago. Dicha comisión, a falta de acuerdo, no podrá exceder el valor de un mes de intereses calculados sobre el capital que se prepaga. No se podrá convenir una comisión que exceda del valor de dos meses de intereses calculados sobre dicho capital.


b) Tratándose de operaciones reajustables, pague el capital que se anticipa y los intereses calculados hasta la fecha de pago efectivo, más la comisión de prepago. Dicha comisión, a falta de acuerdo, no podrá exceder el valor de un mes y medio de intereses calculados sobre el capital que se prepaga. No se podrá convenir una comisión que exceda del valor de tres meses de intereses calculados sobre dicho capital.


Los pagos anticipados que sean inferiores al 25% del saldo de la obligación, requerirán siempre del consentimiento del acreedor.


El derecho a pagar anticipadamente en los términos de este artículo, es irrenunciable”.


Como vemos, a pesar de su aparente beneficio para el deudor, de hecho esta disposición salvaguarda plenamente los intereses del acreedor.


En cuanto al cómputo de los plazos, rigen plenamente las normas del Código Civil, incluso por remisión expresa del artículo 110 del Código de Comercio, que dispone: “En la computación de los plazos de días, meses y años, se observarán las reglas contenidas en los artículos 48 y 49 del Código Civil, a no ser que la ley o la convención dispongan otra cosa”. Solamente el artículo 111 del Código de Comercio establece una norma especial sobre la prórroga del plazo, al decir: “La obligación que vence en día domingo o en otro día festivo, es pagadera al siguiente.


La misma regla se aplicará a las obligaciones que venzan los días sábados de cada semana”.


Aunque la disposición no lo dice expresamente, debe entenderse que se refiere al día siguiente “útil” o “hábil”.


Los plazos para el cumplimiento de las obligaciones suelen clasificarse en las siguientes categorías: legales, que son los establecidos en la ley; convencionales, que son los que estipulan los contratantes, y de gracia, que son los que, por sobre los anteriores, pueden derivarse de la costumbre o que, en ciertos casos determinados en que la ley los faculte para ello, puede establecer el juez. A este último se refiere el artículo 1.494 del Código Civil, plenamente aplicable en materia mercantil, declarando lo siguiente: “No podrá el juez, sino en casos especiales que las leyes designen (Por ej., artículo 2.201 del Código Civil) señalar plazo para el cumplimiento de una obligación: sólo podrá interpretar el concebido en términos vagos u oscuros, sobre cuya inteligencia y aplicación discuerden las partes”. Y en cuanto a los plazos de gracia consuetudinarios dispone así  el artículo 112 del Código de Comercio: “No se reconocen términos de gracia o uso que difieran el cumplimiento de las obligaciones más allá del plazo que señale la convención o la ley”. (Este es un ejemplo en que la propia ley desconoce la vigencia de los usos o costumbres mercantiles).
VI.- EXTINCION DE LAS OBLIGACIONES MERCANTILES.-


Respecto a la extinción de las obligaciones, deben aplicarse en su totalidad las normas del Código Civil, especialmente las contenidas en los Títulos XIV al XX, ambos inclusive, del Libro IV del Código Civil. Sin embargo, el Código de Comercio contiene algunas disposiciones especiales que corroboran, aclaran o modifican dichas normas, a las que nos referiremos a continuación.

Imputación del pago.-

La norma del artículo 1.596 del Código Civil, que básicamente dispone que, “si hay diferentes deudas, puede el deudor imputar el pago a la que elija; pero sin el consentimiento del acreedor no podrá preferir la deuda no devengada a la que lo está; y si el deudor no imputa el pago a ninguna en particular, el acreedor podrá hacer la imputación en la carta de pago”, está ratificada en el artículo 121 del Código de Comercio en los siguientes términos: “El acreedor que tiene varios créditos vencidos contra un deudor, puede imputar el pago a cualquiera de las deudas, cuando el deudor no hubiere hecho la imputación al tiempo de hacer el pago”. La única diferencia estriba en que la norma del Código Civil, al referirse a la imputación del acreedor en la carta de pago, agrega una condición: “...y si el deudor la acepta, no le será licito reclamar después”; en cambio en materia mercantil, si el deudor no ejerció su derecho de hacer oportunamente la imputación, carece de toda posibilidad de alterar, aceptar o impugnar la decisión del acreedor.

Prueba del pago.-

Rige al respecto la norma general de que pueden utilizarse todos los medios de prueba legal, incluso “la prueba de testigos es admisible en negocios mercantiles, cualquiera que sea la cantidad que importe la obligación que se trate de probar, salvo los casos en que la ley exija escritura pública”. (Art. 128 del Código de Comercio).


Pero el mismo Código decreta la norma básica para que el deudor pueda acreditar su pago, al decir en su artículo 119 que “el deudor que paga tiene derecho de exigir un recibo, y no está obligado a contentarse con la devolución o  entrega  del  titulo  de  la  deuda.  El  recibo prueba la liberación de la deuda”. Y establece además una presunción en el artículo siguiente: “El finiquito de una cuenta hará presumir el de las anteriores, cuando el comerciante que lo ha dado arregla sus cuentas en períodos fijos”. En materia de operaciones de crédito de dinero, “el recibo por los intereses correspondientes a tres períodos consecutivos de pago hace presumir que los anteriores han sido cubiertos”, y lo mismo “se aplicará también a los recibos por el capital cuando éste se deba pagar en cuotas”. Y, “si el acreedor otorga recibo del capital, se presumen pagados los intereses y el reajuste, en su caso”. (Arts. 17 y 18 de la ley 18.010).


En toda esta materia de prueba, especialmente en lo relativo a la documental, el Código de Comercio establece una salvedad muy importante: “El comerciante que al recibir una cuenta paga o da finiquito, no pierde el derecho de solicitar la rectificación de los errores, omisiones, partidas duplicadas u otros vicios que aquélla contenga". (Art. 122 del Código de Comercio). No se trata de discutir la existencia de la obligación, sino su monto, errores de cálculo, especificaciones u otros que puedan incidir en el cálculo real del crédito o de la deuda.

Novación.-

En todo lo referente a este modo de extinguir obligaciones, rige lo dispuesto en el Título XV del Libro IV del Código Civil, entre ello, la definición contenida en el artículo 1.628, que dice: “La novación es la substitución de una nueva obligación a otra anterior, la cual queda por tanto extinguida”.

Para que haya novación, es necesario que lo declaren las partes, o que aparezca indudablemente que su intención ha sido novar, porque la nueva obligación envuelve la extinción de la antigua. La substitución de un nuevo deudor a otro no produce novación, si el acreedor no expresa su voluntad de dar por libre al primitivo deudor.

Estas normas del Código Civil resultan alteradas por lo dispuesto en el artículo 125 del Código de Comercio, pues dice: “Si se dieren en pago documentos al portador, se causará novación si el acreedor al recibirlos no hubiere hecho formal reserva de sus derechos para el caso de no ser pagados”. Sin embargo, pese a lo categórico de esta norma, existen disposiciones legales expresas que alteran su contenido respecto de los documentos de mayor circulación, los cheques y las letras de cambio y pagarés. Dice el artículo 37 del D.F.L. 707 de 1982: “El cheque girado en pago de obligaciones no produce la novación de éstas cuando no es pagado”; y el inciso primero del artículo 12 de la ley 18.092 dispone: “El giro, aceptación o transferencia de una letra no extinguen, salvo pacto expreso, las relaciones jurídicas que les dieron origen, no producen novación”, lo que es también aplicable al pagaré, conforme al artículo 107 de la misma ley. En todo caso es bueno aclarar que, si bien estos títulos pueden emitirse o transformarse (mediante endoso en blanco) en documentos “al portador”, lo usual es que lo sean “a la orden” o “nominativos”. Por consiguiente, quedan pocos documentos a los que les sería aplicable la norma del artículo 125 transcrito (algunos bonos o debentures).

Nulidad y rescisión.-

Está contemplado como un modo de extinguir obligaciones en el Nº 8º del artículo 1.567 del Código Civil, y reglamentado en el Título XX del Libro IV de dicho Código, a lo que nos remitimos.

Sin embargo, al tratar la compraventa, en el párrafo 13 del Título XXIII del mismo Libro IV, artículos 1.888 a 1896, el Código Civil se refiere a la rescisión por lesión enorme, que, a pesar de ser tratada en la compraventa es posible aplicarla por analogía a otros contratos onerosos.

El artículo 126 del Código de Comercio declara enfáticamente: “No hay rescisión por causa de lesión enorme en los contratos mercantiles”. Esta disposición resulta innecesaria, puesto que los actos mercantiles sólo tienen por objeto cosas muebles, (los bienes referidos en el Nº 20 del Art. 3º del Código de Comercio son muebles por naturaleza, que pasan a ser inmuebles por adherencia), y el artículo 1.891 del Código Civil ya ordenaba perentoriamente que “no habrá lugar a la acción rescisoria por lesión enorme en la ventas de bienes muebles...”.

VII.- PRUEBA DE LOS CONTRATOS Y OBLIGACIONES MERCANTILES.-

Rigen también a este respecto las normas del Código Civil, o sea, el Título XXI del Libro IV del Código Civil, a lo  que  nos  remitimos,  con  las  salvedades que pasamos a exponer:


En primer lugar, recordemos lo ya expuesto respecto del valor probatorio de los libros que están obligados a llevar los comerciantes, que se da por reiterado en este acápite. Sólo agregaremos que “las escrituras privadas que guarden uniformidad con los libros de los comerciantes hacen fe de su fecha respecto de terceros, aun fuera de los casos que enumera el artículo 1.703 del Código Civil”. (Art. 127 del Código de Comercio).

Otra modificación a las normas del Código Civil, y muy importante, es la que ya vimos que establecía el artículo 128 del Código de Comercio sobre la admisión de la prueba testifical: “La prueba de testigos es admisible en negocios mercantiles, cualquiera sea la cantidad que importe la obligación que se trate de probar, salvo los casos en que la ley exija escritura pública”. Incluso puede dársele valor probatorio en pugna con escrituras públicas. Dice así el artículo 129 del Código de Comercio: “Los juzgados de comercio podrán, atendidas las circunstancias de la causa, admitir prueba testimonial aun cuando altere o adicione el contenido de las escrituras públicas”.

Salvo lo expuesto precedentemente, la prueba en materia mercantil se rige por las normas del Código Civil y, en lo procedimental, del Código de Procedimiento Civil.

COMPRAVENTA MERCANTIL

En esta materia, repetimos, rige la norma del artículo 96 del Código de Comercio, esto es: “Las prescripciones del Código Civil relativas a las obligaciones y contratos en general son aplicables a los negocios mercantiles, salvas las modificaciones que establece este Código”.


Por consiguiente, nos limitaremos a tratar aquellos aspectos del contrato en que el Código de Comercio contiene disposiciones especiales, aunque en algunos casos sean coincidentes con las del Código Civil, y sólo recurriremos a este Código en aquello que sea necesario para una mejor explicación o comprensión del tema.

a)
Definición.

Ella está contemplada en el artículo 1.793 del Código Civil, que dispone: “La compraventa es un contrato en que una de las partes se obliga a dar una cosa y la otra a pagarla en dinero. Aquélla se dice vender y ésta comprar. El dinero que el comprador da por la cosa vendida, se llama precio”. A ello debemos agregar, para completar el concepto de compraventa mercantil, que el objeto del contrato sea un bien mueble o establecimiento de comercio, y que el ánimo de a lo menos uno de los contratantes sea coincidente con lo exigido por el Nº 1º del artículo 3º del Código de Comercio.


Veamos ahora la normativa especial del Código de Comercio, que tiene relación principalmente con el objeto del contrato, el precio y los efectos del contrato.

b)
Normas especiales sobre el objeto del contrato.
Esta reglamentación especial se refiere a las cosas que se tienen a la vista y se designan por su especie al contratar; a las cosas que se acostumbra a comprar al gusto; las que se compran según muestra, y las que se compran por orden.


Compras a la vista.- En esta materia hay que distinguir si la cosa es o no de aquellas que se acostumbra a comprar “al gusto”, y si, además de la especie, se determina la calidad de la cosa que se vende.

Compra en que se designa sólo la especie al contratar.- El artículo 130 del Código de Comercio señala que: “en la venta de una cosa que se tiene a la vista y es designada al tiempo del contrato sólo por su especie, no se entiende que el comprador se reserva la facultad de probarla”.

Dicho en otras palabras, el contrato se perfecciona y produce sus efectos de inmediato al convenirse el precio y el objeto que se compra, pues se subentiende que, al haberlo tenido a la vista, ha podido examinarlo, por lo que el comprador carece del derecho de desistirse del contrato si posteriormente la cosa no es de su gusto.

Compra en que se determina, además de la especie, su calidad.- Si el contrato determina simultáneamente la especie y calidad de  la cosa que se vende, se entiende que dicho contrato se celebró bajo la condición suspensiva casual de que la cosa sea de la especie y calidad convenidas. O sea, el comprador puede negarse a aceptar la cosa si no es de la calidad o especie convenida. Este derecho debe ejercerlo el comprador al tiempo de serle entregada la cosa materia del contrato, y la controversia que se suscitare entre comprador y vendedor sobre el tema, será resuelta previo reconocimiento por peritos. (Art. 133 del C. de Comercio).

Compra al gusto.- La norma de que la venta a la vista en que la cosa sólo se designa por su especie no contempla la facultad de probarla, tiene su salvedad en el inciso segundo del mismo artículo 130, que dispone: “Esta disposición no es extensiva a las cosas que se acostumbra comprar al gusto”. En efecto, conforme al artículo 132, “siempre que la cosa vendida a la vista sea de las que se acostumbra comprar al gusto, la reserva de la prueba se presume, y esta prueba implica la condición suspensiva de si la  cosa fuere sana y de regular calidad”. En caso de discusión será el juez de la causa quien determine si la cosa es o no de aquellas que se acostumbra a comprar al gusto, y será también necesario el informe de peritos para determinar si la cosa es “sana y de regular calidad”.
Pero, además del origen consuetudinario de la posibilidad de prueba por el comprador, también éste puede exigir o reservarse expresamente tal facultad: “cuando el comprador de una cosa a la vista se reserva expresamente la prueba sin fijar plazo para hacerla, la compra se reputa verificada bajo condición suspensiva potestativa durante el término de tres días”. “Este término se contará desde el día en que el vendedor requiera al comprador para que verifique la prueba, y si el comprador no la hiciere dentro de él, se tendrá por desistido del contrato”.

Compras por orden y según muestra.- En este tipo de compras el objeto del contrato no está a la vista del comprador y éste no puede examinarlo.

Aquí también existen matices que derivan de si se designa sólo la especie, o la especie y calidad. En el primer caso, “la compra por orden de una cosa designada sólo por su especie, y que el vendedor debe remitir al comprador, implica de parte de éste la facultad de resolver el contrato, si la cosa no fuere sana y de regular calidad”. (Art. 134, inc. 1º, Código de Comercio).

“Siendo la cosa designada a la vez por su especie y calidad, el comprador tendrá también la facultad de resolver el contrato si la cosa no fuere de la calidad estipulada”. (Art. 134, inc. 22, Código de Comercio).

“Habiendo desacuerdo entre las partes en los dos casos propuestos, se ordenará que la cosa sea reconocida por peritos”. (Art. 134, inc. 3º, Código de Comercio).

El mismo principio informa la compra efectuada teniendo a la vista solamente muestras del objeto del contrato. “Cuando la compra fuere ejecutada sobre muestras, lleva implícita la condición de resolverse el contrato si las mercaderías no resultaren conformes con las muestras”. (Art. 135 del Código de Comercio). Del mismo modo, “vendida una cosa durante su transporte por mar, tierra, ríos o canales navegables, el comprador podrá disolver el contrato toda vez que la cosa no fuere de recibo o de la especie y calidad convenidas”. (Art. 136 del Código de Comercio).

Llama la atención que el legislador, para todas las compras por orden, sobre muestra o durante el transporte de las mercaderías, establezca una condición resolutoria del contrato ante la no correspondencia de la especie o calidad pactadas; en cambio, en las compras a la vista sean condiciones suspensivas. Ello se explica porque en éstas realmente queda en suspenso la voluntad del comprador, mientras que en las compras por orden o sobre muestra el consentimiento se produjo, pero no hubo por parte del vendedor un cumplimiento cabal de su obligación, lo que, conforme a las normas generales, permite la resolución del contrato.

En cambio, “comprada y expedida por orden la cosa vendida bajo condición de entregarla en un lugar determinado, se entiende que la compra ha sido verificada bajo la condición suspensiva casual de que la cosa llegue a su destino”. “Cumplida la condición, el comprador no podrá disolver el contrato, salvo que la cosa no fuere de recibo o de la especie y calidad estipulados”. (Art. 137 del Código de Comercio). En esto hay una condición suspensiva, consistente en que las cosas lleguen a su destino, y si no llegan no nacen las obligaciones del comprador. Pero si ellas llegan, sólo el incumplimiento del vendedor en cuanto al recibo o la especie o calidad de lo comprado permite resolver el contrato, o sea, sería una condición resolutoria, que de ser tácita conforme a las normas generales, pasa a ser expresamente establecida en esta disposición legal.

Compra de cosa inexistente.- Conforme a las normas generales del Código Civil, la venta de una cosa que al tiempo de perfeccionarse el contrato se supone existente y no existe, no produce efecto alguno. Asimismo, la venta de cosas que no existen, pero se espera que existan, se entenderá hecha bajo la condición de existir, salvo que se exprese lo contrario, o que por la naturaleza del contrato aparezca que se compró la suerte. (Arts. 1.813 y 1.814 del C. Civil).

El Código de Comercio corrobora estos principios, al disponer en su artículo 138 lo siguiente: “La compra de un buque o de cualquier otro objeto que no existe y se supone existente, no vale”; “pero si tal compra fuere hecha tomando en cuenta los riesgos que corre el objeto vendido, el contrato se reputa puro, si al celebrarlo ignoraba el vendedor la pérdida de este objeto”. Ahora bien, si el vendedor hubiere actuado de mala fe, esto es, sabiendo la pérdida del objeto, no sólo no vale el contrato de compraventa, sino que podría incurrir en sanciones penales, ya que el artículo 470 Nº 6º del Código Penal castiga con las penas de la estafa “a los que con datos falsos u ocultando antecedentes que les son conocidos celebren dolosamente contratos aleatorios, basados en dichos datos o antecedentes”.

c)
Normas especiales sobre el precio.-

Además de la cosa objeto del contrato, el precio es el otro elemento esencial del contrato de compraventa, puesto que, conforme lo señala el inciso primero del artículo 1.801 del Código Civil, “la venta se reputa perfecta desde que las partes han convenido en la cosa y en el precio”. El precio de la venta debe ser determinado por los contratantes, pudiendo hacerse esta determinación por cualesquiera medios o indicaciones que lo fijen, incluso puede dejarse el precio al arbitrio de un tercero; pero en ningún caso puede faltar. El artículo 139 del Código de Comercio lo dice expresamente: “No hay compraventa si los contratantes no convienen en el precio o en la manera de determinarlo”.

Precisamente por ello, puesto que la compraventa es consensual y podría haber dificultades para probar el precio, “si la cosa vendida fuere entregada, se presumirá que las partes han aceptado el precio corriente que tenga en el día y lugar en que se hubiere celebrado el contrato”; “habiendo diversidad de precios en el mismo día y lugar, el comprador deberá pagar el precio medio”. (Art. 139 del Código de Comercio).

El mismo criterio establece el Código para el evento de haberse dejado el precio al arbitro de un tercero y éste no lo señalare; si el objeto vendido hubiere sido entregado, el contrato se llevará a efecto por el precio que tuviere la cosa el día de su celebración, y en caso de variedad de precios, por el precio medio. (Art. 140 del Código de Comercio).

d)
Efectos del contrato de compraventa.-

Sabemos que el contrato de compraventa no transfiere el dominio del bien objeto del contrato, sino que de él nacen derechos personales o créditos para los contratantes: principalmente para el vendedor el de percibir el precio y para el comprador el de recibir la cosa comprada. Por ello, uno pensaría que lo lógico sería que los riesgos de la cosa serían de cargo del vendedor hasta su entrega al comprador. Sin embargo, el artículo 142 del Código de Comercio dispone que “la pérdida, deterioro o mejora de la cosa, después de perfeccionado el contrato, son de cuenta del comprador, salvo el caso de estipulación en contrario, o de que la pérdida o deterioro hayan ocurrido por fraude o culpa del vendedor o por vicio interno de la cosa vendida”. Entonces resulta que esta norma general se aplica más bien a las mejoras de la cosa, puesto que en lo que se refiere a la pérdida o deterioro, existen muchas excepciones. En primer lugar la estipulación en contrario; en segundo, el fraude o culpa del vendedor; en tercero, los vicios internos de la cosa vendida, y, por último, las excepciones contenidas en el artículo 143 del Código de Comercio, que dice:

“Aunque la pérdida o deterioro sobrevinientes a la perfección del contrato provengan de caso fortuito, serán de cargo del vendedor:”

“1º
Cuando el objeto vendido sea un cuerpo cierto y determinado, con marcas, números o cualesquiera otras señales que establezcan su identidad y lo diferencien de otro de la misma especie;”

“2º
Si teniendo el comprador, por la convención, el uso o la ley, la facultad de examinar y probar la cosa, pereciere ésta o se deteriorare antes que el comprador manifieste quedar contento con ella;”

“3º
Cuando las mercaderías, debiendo ser entregadas por peso, número o medida, perecieren o se deterioraren antes de pesarse, contarse o medirse, a no ser que fueren compradas a la vista y por un precio alzado, o que el comprador hubiere incurrido en mora de concurrir al peso, numeración o medida”.

“Esta regla se aplicará también a la venta alternativa de dos o más cosas fungibles que deban ser entregadas por número, peso o medida”;


“4º
Siempre que la venta se hubiere verificado a condición de no entregarse la cosa hasta vencido un plazo determinado, o hasta que se encuentre en estado de ser entregado con arreglo a las estipulaciones del contrato”;


“5º
Si estando dispuesto el comprador a recibir la cosa, el vendedor incurriere en mora de entregarla, a no ser que hubiera debido perecer igualmente en poder del comprador si éste la hubiera recibido;”

º
“6º
Si en las obligaciones alternativas pereciere fortuitamente una de las cosas vendidas”.


“Pereciendo las dos, y una de ellas por hecho del vendedor, éste deberá el precio corriente de la última que pereció, siempre que le corresponda la elección”.


“Si la elección no perteneciere al vendedor, y una de las cosas hubiere perecido por caso fortuito, el comprador deberá contentarse con la que exista; mas si hubiere perecido por  culpa  del  vendedor, podrá exigir la entrega de la existente o el precio de la perdida”.


La acuciosidad del legislador al reglamentar esta materia nos ahorra mayores comentarios. Por ello, pasamos a analizar las normas especiales relativas a los demás efectos del contrato de compraventa mercantil.


Obligaciones del vendedor.- Como en todo, rigen a este respecto las normas generales del Código Civil, donde se señala que ellas se reducen en general a dos: “la entrega o tradición, y el saneamiento de la cosa vendida”. (Art. 1.824 del Código Civil).


-La entrega.- “El vendedor es obligado a entregar lo que reza el contrato”. (Art. 1.828 del Código Civil). Al igual que lo estudiado respecto del objeto del contrato, a lo que nos remitimos, “si las mercaderías vendidas no hubieren sido individualizadas, el vendedor cumplirá su obligación entregándolas sanas y de regular calidad”. (Art. 145 del C Código de Comercio).


Para asegurar el cabal cumplimiento de esta obligación, “en el acto de la entrega puede el vendedor exigir del comprador el reconocimiento íntegro de la calidad y cantidad de las mercaderías”. “Si el comprador no hiciere el reconocimiento, se entenderá que renuncia todo ulterior reclamo por falta de cantidad o defecto de calidad”. (Art. 146 del Código de Comercio).


Estas mercaderías, deben entregarse en el lugar convenido en el contrato. Si no hubiere convención al respecto, si se trata de un cuerpo cierto, debe hacerse la entrega en el lugar en que el cuerpo cierto existía al momento de celebrarse la convención (Arts. 1.588 inc. 1º del Código Civil y Art. 144 inc. 3º del Código de Comercio), y si se trata de una obligación de género, la entrega deberá hacerse en el domicilio del vendedor existente a la fecha la celebración del contrato. (Arts. 1.588 inc. 2º y 1.589 del Código Civil).


La entrega que el vendedor dueño de las mercaderías hace de ellas al comprador, habiendo por una parte facultad e intención de transferir el dominio, y por la otra la capacidad e intención de adquirirlo, constituye el modo de adquirir el dominio denominado “tradición”. Esta tradición puede hacerse mediante la entrega efectiva o mediante actos a los que la ley les da la misma significación. (Arts. 670 y 684 del Código Civil).


Aplicando estos conceptos, el Código de Comercio establece que “el envío de las mercaderías hecho por el vendedor al domicilio del comprador o a cualquiera otro lugar convenido, importa la tradición efectiva de ellas”, pero luego aclara: “El envío no implicará entrega cuando fuera efectuado sin ánimo de transferir la propiedad...” (Art. 148). Y el artículo 149 del mismo Código de Comercio señala otras formas de entrega o tradición simbólicas, al decir: “La entrega de la cosa vendida se entiende verificada: 1º Por la trasmisión del conocimiento, carta de porte o factura en los casos de venta de mercaderías que vienen en tránsito por mar o por tierra; 2º Por el hecho de fijar su marca el comprador, con consentimiento del vendedor, en las mercaderías compradas; 3º por cualquier otro medio autorizado por el uso constante del comercio”.


En cuanto a la oportunidad de la entrega, nuevamente será la que hayan estipulado las partes y, “no estando señalado el plazo, el vendedor deberá tener las mercaderías vendidas a disposición del comprador dentro de las veinticuatro horas siguientes a la celebración del contrato”. (Art. 144 inc. 2º del Código de Comercio).


Excepciones a la obligación de entregar.- El vendedor podrá eximirse de efectuar la entrega de lo vendido si, en el tiempo medio entre el contrato y la entrega, hubieren decaído las facultades del comprador, a menos que le rindiere una caución que le dé una seguridad satisfactoria. Y, estando en su poder las mercaderías, podrá retenerlas hasta el entero pago del precio y los intereses correspondientes.


Si el comprador rehúsa sin justa causa la recepción de las mercaderías compradas, el vendedor podrá pedir la resolución del contrato con indemnización de perjuicios o su cumplimiento, esto es, el pago del precio, para lo cual podrá poner las mercaderías vendidas a disposición del juzgado para que ordene su depósito y venta en martillero; lo que podría calificarse como una prenda tácita sobre las mercaderías vendidas. Pero si el comprador no rehúsa, sino que retarda la recepción, el vendedor dispone de una especie de pago de su obligación de entregar por consignación, solicitando al juzgado de comercio la entrega de las mercaderías en depósito, siendo de cargo del comprador los gastos de traslado y conservación del depósito (Ver Arts. 1.489 y 1.598 y siguientes del Código Civil y 153 del Código de Comercio).


Responsabilidad del vendedor.- Mientras el comprador no retire y traslade las mercaderías, es responsable el vendedor de su custodia y conservación, pero sólo hasta la culpa lata o dolo. Pero, si después de perfeccionado el contrato, el vendedor consume, altera, enajena o entrega a otra persona distinta del comprador las mercaderías vendidas, queda obligado a entregar al comprador otras mercaderías equivalentes en especie, cantidad y calidad, o abonarle su valor (según apreciación pericial), más indemnización de perjuicios.


-Obligación de sanear.- Como en  todo contrato de compraventa, el vendedor responde del saneamiento de evicción, esto es, cuando el comprador es privado del todo o parte de lo comprado, por sentencia judicial, y del saneamiento por vicios redhibitorios. Me remito a este respecto a lo establecido en los párrafos 7 y 8 del Título XXIII del Libro IV del Código Civil. (Arts. 1.837 a 1870, ambos inclusive).


Sólo hay una salvedad a dichas normas en el Código de Comercio, el inciso segundo del artículo 154, que señala que “las acciones redhibitorias prescribirán por el lapso de seis meses contados desde el día de la entrega real de la cosa”. Se diferencia de lo preceptuado en el Código Civil, en que éste distingue entre la acción redhibitoria de rescisión, que para las cosas muebles también dura seis meses desde la entrega real, y la acción para pedir rebaja del precio que en este Código prescribe en un año para los bienes muebles. En cambio, en el Código de Comercio todas las acciones redhibitorias, sea de rescisión o rebaja, prescriben en seis meses.


Obligaciones del comprador.- Aunque peque de majadero, reitero que rigen en esta materia las disposiciones correspondientes del Código Civil, salvas las modificaciones establecidas en el Código de Comercio.


-Pagar el precio.- Dice el artículo 155 del Código de Comercio “Puesta la cosa a disposición del comprador, y dándose éste por satisfecho de ella, deberá pagar el precio en el lugar y tiempo estipulados”.


“No habiendo término ni lugar señalados para el pago del precio, el comprador deberá hacerlo en el lugar y tiempo de la entrega, y no podrá exigir que ésta se efectúe sino pagando el precio en el acto”.


-Recibir las mercaderías.- Ya vimos las consecuencias y actitudes que podía adoptar el vendedor si el comprador rehúsa o retarda la recepción de mercaderías. Pero además de recibirlas, el comprador debe reconocerlas y manifestar su conformidad, porque “entregadas las mercaderías vendidas, el comprador no será oído sobre defecto de calidad o falta de cantidad, siempre que las hubiere examinado al tiempo de la entrega y recibídolas sin previo protesto”. (Art. 158 del Código de Comercio).


Concordando con lo dispuesto en el  artículo 131 respecto de la expresa reserva de prueba de las cosas que se compran a la vista, el artículo 159 del Código de Comercio dispone que “cuando las mercaderías  fueren entregadas  en fardos o bajo cubierta que impidan su reconocimiento, y el comprador hiciere una formal y expresa reserva del derecho de examinarlas, podrá reclamar en los tres días inmediatos al de la entrega las faltas de cantidad o defecto de calidad, acreditando en el primer caso que los cabos de las piezas se encuentran  intactos, y en el segundo que  las averías o defectos son de tal especie que no han podido ocurrir en su almacén por caso fortuito, y que no habrían podido ser causados  dolosamente sin que aparecieren vestigios del fraude”. Aunque el Código no lo dice, parece lógico que la formal y expresa reserva para examinar los bultos debería estamparse en  la guía de despacho,  recibo o factura,  al momento de recibir los bultos.


La Factura.-


Es un documento que deja constancia de la compraventa y que, además, tiene extraordinaria importancia en materia de control tributario. Por ello, el artículo 69 del Reglamento de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda Nº 55 de 1.977, se preocupó de señalar sus características, a saber: debe emitirse en triplicado; deben estar numeradas correlativamente y timbradas por el Servicio de Tesorerías; debe individualizar al contribuyente emisor (vendedor) y al comprador; indicar su fecha de emisión; detalle de las mercaderías transferidas y su precio; indicar condiciones de la venta (precio contado o crédito, lugar de entrega u otros antecedentes), guía de despacho, etc.


Por su parte, el artículo 160 del Código de Comercio dispone que “el comprador tiene derecho a exigir del vendedor que forme y le entregue una factura de las mercaderías vendidas, y que ponga al pie de ellas el recibo del precio total o de la parte que se le hubiere entregado”. O sea, es un documento que sirve para acreditar la cosa y el precio objetos de la compraventa y de recibo o comprobante del cumplimiento de las obligaciones que emanan del contrato para comprador y vendedor. Y la disposición citada agrega: “No reclamándose contra el contenido de la factura dentro de los ocho días siguientes a la entrega de ella, se tendrá por irrevocablemente aceptada”.

LA PERMUTACION MERCANTIL


Conforme a la definición del artículo 1.897 del Código Civil, la permutación o cambio es un contrato en que las partes se obligan mutuamente a dar una especie o cuerpo cierto por otro. Se diferencia, entonces, de la compraventa en que, en vez de dar dinero por la cosa, se da otra especie o cuerpo cierto. Y para que sea mercantil, el trueque debe recaer sobre cosas muebles y que la intención de adquirir mediante la permuta sea para vender, permutar o arrendar la especie en la misma forma o en otra distinta, o que ya se hubiera adquirido la especie con tal intención mediante su compra o permuta.


La reglamentación de este contrato en el Código de Comercio se limita al artículo 161, que dice: “La permutación mercantil se califica y rige por las mismas reglas que gobiernan la compraventa, en cuanto no se opongan a la naturaleza de aquel contrato”.

LA CESION DE CREDITOS MERCANTILES


La palabra crédito tiene varias acepciones, pero en este caso es la empleada en el artículo 578 del Código Civil, que dice: “Derechos personales o créditos son los que sólo pueden reclamarse de ciertas personas, que, por un hecho suyo o la sola disposición de la ley, han contraído las obligaciones correlativas”.

Debemos distinguir entre créditos nominativos o no endosables, a la orden y al portador. Y también estudiar la cesión en relación al cedente y el cesionario y respecto del deudor.


a)
La cesión de derechos personales nominativos, se rige por las normas establecidas en el párrafo 1º del Título XXV del Libro IV del Código Civil. En efecto, el inciso primero del artículo 162 del Código de Comercio dispone que “la cesión de un crédito no endosable se sujetará a las reglas establecidas en el Título “De la cesión de derechos” del Código Civil”. O sea, “la cesión de un crédito personal, a cualquier título que se haga, no tendrá efecto entre el cedente y el cesionario sino en virtud de la entrega del título”. (Art. 1.901 del Código Civil).

Respecto del deudor, el artículo 1.902 del Código Civil dispone que “la cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste”. Esta aceptación puede ser expresa o tácita, pues el artículo 1.904 del Código citado aclara: “La aceptación consistirá en un hecho que la suponga, como la litis contestación con el cesionario, un principio de pago al cesionario, etc.”. Y en cuanto a la notificación, los incisos segundo y tercero del artículo 162 del Código de Comercio ordenan: “La notificación de la cesión se hará por un ministro de fe, con exhibición del respectivo título”. “Para que se haga bastará el simple requerimiento del cesionario”.

Ahora bien, podría ocurrir que el deudor tuviera excepciones personales que hacer valer contra el cedente, que no constaran del título y, por ende, que no podría oponer al cesionario. El artículo 163 del Código de Comercio resuelve el tema de la forma siguiente:

“El deudor a quien se notifique la cesión y que tenga que oponer excepciones que no resulten del título cedido, deberá hacerlas presentes en el acto de la notificación, o dentro de tercero día a más tardar, so pena de que más adelante no serán admitidas”.


“Las  excepciones que aparezcan a la vista del documento o que nazcan del contrato, podrán oponerse contra el cesionario en la misma forma que habrían podido oponerse contra el cedente".


b)
La cesión de documentos a la orden, entre los que pueden considerarse las letras de cambio, pagarés, cheques, conocimientos de embarque, cartas de porte o cartas guía, certificados de depósito Warrants, etc., se hará por medio del endoso, que, conforme al concepto contenido en lo dispuesto por el artículo 17 de la ley 18.092, es el escrito, firmado por el endosante, por el cual el tenedor legítimo transfiere el dominio del documento y que debe estamparse al dorso del título o de una hoja de prolongación adherida a él. Por el mero endoso queda perfecta la cesión respecto del deudor, no se requiere de una notificación formal distinta de la que el cesionario efectúe al exigir el cumplimiento de la obligación.

c)
La cesión de documentos al portador se hará por la mera tradición manual del título.

d)
La cesión de efectos públicos negociables, por último, se rige por lo dispuesto en el artículo 165 del Código de Comercio que dice: “la cesión de efectos públicos negociables se hará en la forma que determinen las leyes de su creación o los decretos que autoricen su emisión”.

ARRENDAMIENTO MERCANTIL


Este contrato no contiene en el Código de Comercio ninguna disposición que altere la normativa contenida en el Código Civil. Por ende, debemos remitirnos a lo establecido en el Título XXVI del Libro IV del último Código citado. Debe excluirse todo lo relativo al arrendamiento de inmuebles, puesto que ello no cabe dentro del Derecho Comercial. Por su parte, el arrendamiento de transporte, que si está suficientemente tratado en forma especial en el Código de Comercio, se tratará más adelante, como asimismo lo que concierne al arrendamiento de servicios, materia relacionada con el mandato.

Se define el arrendamiento como “un contrato en que las dos partes se obligan recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o prestar un servicio, y la otra a pagar por este goce, obra o servicio un precio determinado”. En cuanto al arrendamiento de cosas, deberá atenderse al ánimo con que se adquirió o arrendó, conforme a los números 1º y 3º del artículo 3º del Código de Comercio, y tratarse siempre de cosas muebles. En cuanto a la ejecución de obras o prestación de servicios, aparte de la naturaleza de los mismos, deberá atenderse a la teoría de lo accesorio para establecer su mercantilidad. Y en lo demás, para no reiterar lo ya estudiado en el curso de Derecho Civil, nos remitiremos a los conocimientos adquiridos, por ser de común aplicación en ambos ramos.

Ahora bien, por estar vinculados con el arrendamiento y la compraventa mercantil, daremos algunas nociones sobre:

OPERACIÓN DE LEASING.- Se utiliza el término “operación”, porque lo que constituye el leasing es una serie de contratos vinculados.

En esta operación participan diversos empresarios que celebran normalmente varios contratos o actos jurídicos. Sin embargo, como la vinculación principal y duradera es la de la empresa de leasing con su cliente, se ha definido como “un contrato en virtud del cual la compañía de leasing adquiere, a petición expresa del cliente, determinados bienes para entregárselos en arrendamiento, mediante una renta mensual y con opción para el arrendatario de adquirirlos bajo ciertas condiciones”. (Víctor Granifo, “Leasing Financiero” citado ,por Ricardo Sandoval López en Derecho Comercial Tomo IV, Operaciones Mercantiles, Col. Manuales jurídicos Edit. Jur. de Chile, Edic. 1994, pág. 106). El mismo profesor Sandoval da una definición muy acertada, al decir que “el leasing es una operación financiera mediante la cual la empresa de leasing adquiere de un fabricante o proveedor, ciertos bienes de capital productivo, elegidos por un usuario determinado, con la finalidad de ceder su uso, por un plazo determinado, a éste último, mediante un pago periódico y facultándolo para optar, al término del mismo, por la compra de los bienes a un precio determinado, por la renovación del uso bajo otras condiciones, por la devolución de los bienes u otra opción que se estipule”. (Ob. cit. pág. 106).

En ambas definiciones se trasluce que la operación es netamente mercantil para la empresa de leasing, puesto que compra con la intención de arrendar y eventualmente vender.

Simplificando el modus operandi, podemos señalar que una persona necesitada de bienes productivos solicita a una empresa de leasing que los adquiera, para entregárselos a su vez en arrendamiento para ser empleados en las funciones productivas para las que los necesitaba. Son varios los contratos y cada uno deja una serie de inquietudes que solamente dejaré planteadas.

a) La compra de los bienes.- Hemos visto que la compraventa se perfecciona cuando comprador y vendedor se ponen de acuerdo en la cosa y en el precio. Sin embargo, por lo menos en la cosa, en la operación de leasing se ponen de acuerdo el vendedor con la persona que será arrendataria de los bienes, pero el precio lo pagará la empresa de leasing que se hará dueña de los mismos.

b) El arrendamiento posterior no es un contrato que se celebre libre y espontáneo por las partes, sino que tanto la empresa de leasing como el arrendatario están obligados a celebrarlo.

c) La empresa de leasing, que no es productora sino financiera, debe adquirir capital productivo y, si el arrendatario no opta por su compra, quedará con un capital gastado por el uso e improductivo.


No obstante todos estos riesgos, esta operación es de ordinaria ocurrencia y facilita enormemente al productor la obtención  y uso de los bienes productivos que su empresa necesita. Veamos ahora someramente, los principales efectos jurídicos del leasing.


Obligaciones de la empresa de leasing.- Son fundamentalmente tres: comprar, arrendar y respetar la opción.


1.-
Comprar.- La empresa deberá comprar al fabricante o proveedor el o los bienes que escogió el usuario, quien es precisamente quien sabe lo que necesita y pacta las modalidades de entrega e instalación en sus faenas. Por ello se ha dicho que la compra de otros bienes distintos, aunque fueran mejores, permitiría al usuario pedir la resolución del leasing por incumplimiento de la empresa.


2.-
Ceder el uso.- Hemos visto que ceder el uso de una cosa por la contraprestación de un precio, constituye el contrato de arrendamiento. La empresa leasing que compra el bien no lo hace para su propio servicio, sino que está obligada a entregar su uso a quien contrató el leasing para solucionar su necesidad productiva. Esta obligación de la empresa de leasing importa todas las obligaciones propias del arrendador, es decir, además de entregar la cosa al arrendatario, mantenerla en estado de servir para el fin que ha sido arrendada y librar al arrendatario de toda turbación o embarazo en el goce de la cosa arrendada.


3.-
Respetar la opción.- Hemos visto que al término del plazo estipulado, el arrendatario tiene la opción de adquirir la cosa por el precio predeterminado, renovar el arrendamiento en las mismas u otras condiciones, devolver el bien u otra posibilidad que se estipule.


Esta opción debe ser respetada y cumplida por la empresa de leasing.


Obligaciones del usuario.- Convenida la operación de leasing, el usuario obviamente contrae obligaciones, a saber:


1.-
Elegir los bienes.- La operación de leasing requiere de la compra de los bienes a usarse, pues si se cediera el uso y goce de los bienes de propiedad de la empresa, estaríamos en un simple contrato de arrendamiento, en que el arrendatario sólo puede elegir entre los bienes existentes en stock. Entonces, el usuario está obligado a elegir los bienes que pretende que compre la empresa de leasing para posteriormente le ceda su uso.


2.-
Pagar  la renta.- Obligación esencial de todo arrendatario, obligación de tracto sucesivo, cuyo incumplimiento puede acarrear la resolución del contrato. (Ver Arts. 1.942  y sgtes. del Código Civil).


3.-
Usar el bien en los términos convenidos.- Es una obligación propia de la naturaleza del contrato, conforme a los artículos 1.938 y 1939 del Código Civil.


4.-
Mantención y reparación.- También es una obligación de la naturaleza del contrato. (Art. 1940 del Código Civil).


5.-
Obligación de restituir.- Esta obligación tendría lugar solamente si el usuario renunciara a su opción de adquirir los bienes al precio estipulado, al término del leasing.


6.-
Obligaciones accidentales.- Aunque no son ni esenciales ni conforme a la naturaleza de la operación, suele estipularse que el usuario deba contratar un seguro por los riesgos a que están expuestos los bienes y que se obligue además a instalar señales distintivas que informen que los bienes no son de su propiedad, sino de la empresa de leasing.


7.-
Ejercer su opción.- Al término del período de arrendamiento, el usuario debe optar entre la compra, restitución u otra alternativa que se hubiese estipulado.

TRANSPORTE TERRESTRE
La actividad mercantil, desde sus orígenes, está estrechamente ligada al transporte, pues resulta indispensable que las mercaderías o las personas que ejercen el comercio se trasladen de un lugar a otro. Por ello es que una de las primera manifestaciones del comercio haya sido precisamente el transporte. Y este traslado de mercaderías o personas se ha llevado a cabo por mar, dando lugar al transporte marítimo; o por tierra, canales, lagos o ríos navegables, lo que se ha englobado en el concepto de transporte terrestre, y en los últimos tiempos por aire, dando lugar al transporte aéreo. Del primero nos ocuparemos en otro curso, al conocer el Derecho Marítimo. El transporte aéreo, salvo las normas específicas del Decreto con Fuerza de Ley 221, Sobre Navegación Aérea, se rige principalmente por las disposiciones del transporte terrestre, puesto que recordemos que el artículo 41 de dicho compendio legal establece que “el  transporte aéreo se ceñirá a las disposiciones del Código de Comercio, relativas al transporte por tierra, lagos, canales o ríos navegables y a las leyes especiales que existan al respecto, salvo en lo que estuviere en contradicción con lo que dispone la ley de aeronavegación”. Nos limitamos pues a estudiar ahora el transporte terrestre.

a)
Definición.-

Está contenida en el inciso primero del artículo 166 del Código de Comercio: “El transporte es un contrato en virtud del cual uno se obliga por cierto precio a conducir de un lugar a otro, por tierra, canales, lagos o ríos navegables, pasajeros o mercaderías ajenas, y a entregar éstas a la persona a quien vayan dirigidas”.


Se suele distinguir entre el contrato de transporte propiamente tal, en que lo que se traslada son cosas, y el contrato de pasaje, en que lo transportado son personas.

b)
Personas que intervienen.-


La misma disposición legal se encarga de fijar la denominación de las personas que intervienen en este contrato a saber: 

-Porteador, es el que contrae la obligación de conducir. Si esta conducción se hace por agua, canales, lagos o ríos navegables, el porteador toma el nombre de patrón o barquero.

Como ya se dijo al esbozar un concepto de empresa, “el que ejerce la industria de hacer transportar personas o mercaderías por sus dependientes asalariados y en vehículos propios o que se hallen a su servicio, se llama empresario de transportes, aunque algunas veces ejecute el transporte por sí mismo”. (Art. 166 inc. final Código de Comercio).


“Hay empresarios particulares y empresarios públicos de conducciones”.

"Son empresarios particulares los que, ejerciendo la industria de conductor, no han ofrecido al público sus servicios y se encargan libremente de la conducción de personas o mercaderías a precios convenidos”.


“Son empresarios públicos los que tienen anunciado y abierto al público un establecimiento de conducciones, y las ejecutan en los períodos, por el precio y las condiciones que prefijan sus anuncios”;


-Cargador, remitente o consignante, es la persona que, por cuenta propia o ajena, encarga la conducción, y

-Consignatario, que es la persona a quien se envían las mercaderías. En la práctica es bastante frecuente que sea una misma persona el cargador y el consignatario, como por ejemplo el caso de empresas que envían sus mercaderías desde la casa matriz a sus diversas agencias o sucursales, o viceversa.

c)
Características del contrato.-

El artículo 167 del Código de Comercio señala que “El transporte participa a la vez del arrendamiento de servicios y del depósito”, y, de hecho, el párrafo 10 del Título XXVI del Libro IV del Código Civil, artículos 2.013 al 2.021, tratan “del arrendamiento de transporte”. Sin embargo, lo cierto es que el transporte es un contrato especialmente reglamentado como tal, pero esta asimilación legal permite interpretar mejor los pasajes oscuros de las convenciones de las partes o de las disposiciones legales supletorias.

Es un contrato consensual, pues no importa una solemnidad la “carta de porte o carta guía” que la ley obliga a otorgar, sino un simple medio probatorio.

Es un contrato bilateral, puesto que nacen obligaciones para el porteador: efectuar la conducción, y para el cargador: pagar el precio o porte convenido.  Eventualmente, el obligado a pagar el porte o precio puede ser el consignatario.

Es oneroso, porque tiene por objeto la utilidad de los contratantes, gravándose cada uno en beneficio del otro.

Una característica muy especial, que requirió de una norma expresa para establecerla, es que, a pesar de que la obligación del porteador es una obligación de hacer, conducir personas o mercaderías, puede encargar la conducción a un tercero bajo su responsabilidad. “En este caso el que primitivamente ha tomado sobre sí la obligación de conducir conserva su carácter de porteador respecto del cargador con quien ha tratado, y toma el carácter de cargador respecto del que efectivamente haga la conducción de las personas o mercaderías”.

Otra característica sui géneris de este contrato es que “el transporte es rescindible, a voluntad del cargador, antes o después de comenzado el viaje”. “En el primer caso, el cargador pagará al portador la mitad, y en el segundo la totalidad del porte estipulado”. Estos pagos reciben la denominación de “falso flete” (conforme a la definición de arrendamiento de transporte del artículo 2.013 del Código Civil, el precio por la conducción se llama también “flete”).

Carta de porte o carta guía.-
Antes de adentramos en el estudio de este documento, es bueno aclarar que “la cantidad que el cargador o , en un caso, el consignatario, están obligados a pagar por la conducción se llama porte”. (Art. 166 inc. 6º del Código de Comercio).

Definición.- “Llámase carta de porte el documento que las partes otorgan para acreditar  la existencia y condiciones del contrato, y la entrega de las mercaderías al porteador”. (Art. 173 Código de Comercio).

Los contratantes “deberán extenderla y firmarla por duplicado”. (En esto se diferenciaría del Derecho francés, en que no se exigiría la firma del porteador). “La carta de porte puede ser nominativa, a la orden o al portador”, por ende, “el cesionario, endosatario o portador de la carta de porte se subroga en todas las obligaciones y derechos del cargador”. (Arts. 174 y 176 del Código de Comercio).

Menciones.- Ellas están señaladas en el artículo 175 del Código de Comercio, que dispone:

“La carta de porte debe expresar:

1º
El nombre, apellido y domicilio del cargador, porteador y consignatario;

2º
La calidad genérica de las mercaderías, su peso y las marcas y número de los bultos que las contengan;

3º
El lugar de la entrega;

4º
El precio de la conducción y la designación de obligado al pago;

5º
El plazo en que debe hacerse entrega de la carga;

6º
El lugar, día , mes y año del otorgamiento;

7º
El nombre apellidos y firma de las personas que concurren a su otorgamiento, presumiéndose que éstas representan al cargador y al portador, y

8º
Cualesquiera otros pactos o condiciones que acordaren los contratantes.

La omisión de algunas de estas enunciaciones no destruye el mérito probatorio de la carta de porte, y las designaciones omitidas podrán ser suplidas por cualquiera especie de prueba legal. Y si no se otorgare carta de porte, la entrega de la carga hecha por el cargador al porteador podrá acreditarse por cualquier medio probatorio.

En cambio, “no se admitirán contra el tenor de la carta de porte otras excepciones que las de falsedad, omisión y error involuntario”. (Art. 178 del Código de Comercio).

En todo caso, la carta de parte en que consta el recibo de mercaderías por el consignatario, constituirá título ejecutivo en contra de los obligados a su pago cuando, puesta en su conocimiento por notificación judicial, no se alegue en ese mismo acto o dentro de tercero día, que el documento ha sido falsificado materialmente, o cuando, opuesta la tacha, ésta fuere rechazada por resolución judicial.  Esta impugnación se tramitará como incidente y en contra de la resolución que la deniegue no procederá recurso alguno.

Asimismo, la carta parte en que conste el recibo de la mercadería por el consignatario será trasferible por endoso, constituyéndose el endosante en codeudor solidario del pago del valor que se establezca en ella.  El endoso deberá contener el nombre, apellidos y domicilio del endosante y endosatario y la firma del endosante, y se perfecciona por la entrega de la carta parte.

Por último, es bueno recordar lo dicho estudiar el contrato de compraventa mercantil, en el sentido que, conforme al Nº1 del artículo 149 del Código de Comercio, la obligación del vendedor de entregar la casa vendida puede entenderse verificada con la transferencia de la carta de parte.

Obligaciones del cargador.-

Siendo la persona que encarga la conducción, sus obligaciones fundamentales serán pagar el porte (precio o flete) y colocar al porteador en condiciones de poder cumplir su encargo. O sea:

1º
Debe entregar la carga en el lugar y oportunidad convenidos. Además, debe entregarlas bien acondicionadas. (Art. 180 inc. 1º Código de Comercio).


2º
Debe entregar al porteador los documentos necesarios para el libre tránsito de las mercaderías. Los comisos, multas y, en general, los daños y perjuicios que sufriere el porteador por esta omisión documentaria, serán de exclusiva responsabilidad del cargador.

3º
Pagar el porte estipulado.

Derechos del cargador.-

Fundamentalmente tiene el derecho de exigir del porteador el cumplimiento de sus obligaciones y de ser indemnizado de los daños y perjuicios que sufriere. “El cargador tiene preferencia sobre todos los acreedores del porteador para ser pagado del importe de las indemnizaciones a que tenga derecho por causa de retardo, pérdidas, faltas o averías, con el valor de las bestias, carruajes, barcas, aparejos y demás instrumentos principales o accesorios del transporte”. (Art. 190 Código de Comercio).

Otro derecho es el establecido en el artículo 187 del Código de Comercio, que dispone: “El cargador puede variar el destino y consignación de las mercaderías mientras estuvieren en camino, siempre que no las hubiere negociado con el consignatario u otro tercero; y el porteador deberá cumplir la orden que para este efecto recibiere, con tal que al impartírsela se le devuelva el duplicado de la carta de porte”. “Cumpliendo la orden sin este requisito, el porteador será responsable de los daños y perjuicios que acredite la persona damnificada por el cambio de destino o consignación”.

Obligaciones del porteador.-

Siendo la persona que se obliga a ejecutar la conducción, pesan sobre él las obligaciones principales del contrato, especialmente la de efectuar el transporte, y otras relativas a la conservación de la carga y su entrega.

1º
Está obligado a recibir las mercaderías en el tiempo y lugar convenidos. Su responsabilidad principia desde el momento en que las mercaderías quedan a su disposición o de sus dependientes, y concluye con la entrega hecha a satisfacción del consignatario.

2º
Está obligado a conducir las mercaderías “en el primer viaje” que emprenda al lugar al que fueron destinadas.

Existiendo dos o más rutas posibles y no habiéndose designado específicamente ninguna, el porteador puede elegir la que más le acomode, con tal que la elegida se dirija vía recta al punto en que debe entregar las mercaderías. Si se hubiere convenido una ruta, su variación voluntaria hace responsable al porteador de las pérdidas, faltas o averías, sea cual fuere la causa de que provengan, y de la multa, si se hubiere estipulado.

Si durante el viaje sobreviniere un obstáculo de fuerza mayor, el porteador puede optar:

a) Rescindir el contrato, y en esta opción, también con dos alternativas: a)1.- Depositar la carga en el lugar más próximo al de su destino; y a)2.- Retornar la carga al lugar de su procedencia, cobrándose el porte a prorrata del camino que se hubiere andado, tanto de ida como de vuelta, no pudiendo pasar en ningún caso del porte íntegro.

b) Continuar el viaje tan pronto como se haya removido el obstáculo, también con dos alternativas: b)1.- Por otra ruta más larga y dispendiosa que la designada, en cuyo caso el porteador tendrá derecho a un aumento de porte, o b)2.- Por la ruta convenida, no pudiendo entonces exigir indemnización alguna por el retardo sufrido.

3º
Está obligado a custodiar y conservar la carga, respondiendo de la culpa leve.

4º
El porteador está obligado a entregar la carga al consignatario tan luego como hubiera llegado con ellas a su destino, so pena de responder de los daños y perjuicios. Si la carta de porte hubiere sido cedida, entonces deberá entregar la carga al cesionario.

Recibiendo las mercaderías encajonadas, enfardadas, embarricadas o embaladas, el porteador cumple con entregarlos sin lesión alguna exterior.

Responsabilidad del porteador.-

En términos generales, el porteador responde de la culpa leve, por lo siguiente:

a)
Si no recibe las mercaderías en el tiempo y lugar convenidos; no las carga según el uso de personas inteligentes, y no emprende y concluye el viaje en el plazo y por el camino que señale el contrato. Responde de los daños y perjuicios causados al cargador.

Estipulada una multa por indemnización del retardo, se podrá hacer efectiva por el mero hecho de la demora, deduciendo su importe del precio convenido,  además de las indemnizaciones por los perjuicios que el interesado en el arribo de las mercaderías hubiere sufrido por efecto directo o inmediato del retardo.

b)
Si la carga sufre averías o se pierde.- El inciso segundo del artículo 207 del Código de Comercio dispone que “se presume que la pérdida, avería o retardo ocurre por culpa del porteador”.

c)
También responde solidariamente con el o los obligados al pago del parte, si endosare la carta de parte en la que consta el recibo de las mercaderías por el consignatario.

Exenciones de responsabilidad.-

Son de riesgo del cargador, del consignatario o de la persona que invistiere el carácter de propietario de las mercaderías, las pérdidas o averías que sufran durante la conducción por caso fortuito o vicio propio de las mismas mercaderías (ver Art. 552 inc. 3º Código de Comercio), salvo:

1º
Si un hecho o culpa del porteador hubiere contribuido al advenimiento del caso fortuito;

2º
Si el porteador no hubiere empleado toda la diligencia y pericia necesarias para cortar o atenuar los efectos del accidente que hubiere causado la pérdida o avería, y

3º
Si en la carga, conducción y conservación de las mercaderías no hubiere puesto la diligencia y cuidado que acostumbran los porteadores inteligentes y precavidos.

Tampoco responde el porteador por los hechos del cargador, así, aun cuando el cargador no sea propietario de las mercaderías, sufrirá las pérdidas y averías de ellas siempre que en la redacción de la carta de porte no se contemplaron los efectos dañados o perdidos o les hubiere atribuido una distinta calidad genérica de la que realmente tuvieren.

Extinción de responsabilidad.-

Por expresa disposición legal, son causales de extinción de la responsabilidad del porteador las siguientes:

1.-
La recepción de las mercaderías y el pago del porte y gastos salvo que cualquiera de estos actos se ejecutare bajo la reserva pertinente;

2.-
La recepción de bultos que presenten señales externas de faltas o averías, si el consignatario no protestare en el acto;

3.-
La recepción de mercaderías que al tiempo de abrir los bultos se notare sustracción o daño, pero el consignatario no hiciere reclamación alguna dentro de las 24 horas siguientes a la recepción, y

4.-
Por prescripción.- El plazo se cuenta, en caso de pérdida desde el día en que debió ser cumplida la conducción, y en caso de avería desde la fecha de la entrega de las mercaderías. Este plazo es de seis meses en los transportes dentro de la República, y de un año en las expediciones dirigidas a territorio extranjero.

Derechos del porteador

Fundamentalmente tiene el derecho a cobrar el porte o precio de la conducción y las expensas que hubiese hecho para la conservación de las mercaderías. Naturalmente, el obligado al pago es el cargador, pero también podría serlo el consignatario.

El monto, forma y oportunidad del pago dependerá de lo que hayan estipulado las partes. A falta de estipulación sobre la oportunidad, el inciso primero del artículo 211 del Código de Comercio dispone: “Pasadas veinticuatro horas desde la entrega de las mercaderías, el porteador puede cobrar el porte convenido y las expensas que hubiere hecho para la conservación de ellas”.

Recordemos que las carta de parte, tras la gestión judicial pertinente de notificación, constituye título ejecutivo respecto del obligado al pago. Y el que en dicha gestión impugnare maliciosamente de falsedad el documento y tal impugnación fuere rechazada en el incidente respectivo, incurrirá en la pena de presidio menor en su grado mínimo.

Además, sobre los efectos que el porteador conduzca, goza de privilegio para ser pagado, con preferencias a todos los demás acreedores que el propietario tenga, del porte y gastos que hubiere hecho; privilegio que se trasmite de un porteador a otro hasta el último que verifique la entrega.

No obteniendo el pago, podrá solicitar el depósito y venta en martillo de las mercaderías que considere suficientes para cubrirse de su crédito.

Derechos y obligaciones del consignatario.-

En realidad el consignatario no es parte del contrato de transporte, pero, por ser el destinatario de las mercaderías, tiene algunas obligaciones y derechos. En cuanto a éstos, el artículo 218 del Código de Comercio señala que tiene los derechos correlativos a las obligaciones del cargador y porteador, con la salvedad de no poder hacer dación en pago al porteador, por el porte o gastos, de las mercaderías conducidas.

En cuanto a sus obligaciones, son también las correlativas a los derechos del porteador y además:

1º
Otorgar al porteador en la carta de parte, en la carta de parte, recibo de las mercaderías que le entregue.- Se presume que representa al consignatario la persona adulta que recibe a su nombre la mercadería en el recinto indicado para ello en la carta de parte.

2º
Pagar en su caso el porte y gastos, pasadas las 24 horas desde la entrega de las mercaderías, cuando correspondiere.

Transporte celebrado con empresarios públicos.-

Ya vimos que son empresarios de transporte público los que tienen anunciado y abierto al público un establecimiento de conducciones, y ejecutan éstas en los períodos, por el precio y las condiciones que prefijan sus anuncios. En términos generales están sujetos a las mismas disposiciones que los privados y también a los reglamentos que regularizan el ejercicio de su actividad.

Destacamos lo dispuesto en el artículo 222 del Código de Comercio, que obliga a los empresarios públicos de transporte:

“1º
A llevar un registro en que se asienten por orden progresivo de números el dinero, efectos, cofres, valijas y paquetes que conduzcan;”

“2º
A dar a los pasajeros billetes de asiento, y otorgar recibos o conocimientos de los objetos que se obligan a conducir”; (“Los pasajeros no están obligados a hacer registrar los sacos de noche, valijas o maletas que según la costumbre no pagan porte; pero si se entregaren a los conductores en los momentos de la partida, los empresarios quedan obligados a su restitución”).”

“3º
A emprender y concluir sus viajes en los días y horas que fijaren sus anuncios, aun cuando no estén tomados todos los asientos, ni tengan los efectos necesarios para completar la carga”.

En lo demás, en términos generales debe considerarse responsable al porteador del cuidado y seguridad de carga y pasajeros, correspondiendo acreditar la entrega e importe de las especies transportadas al cargador.

En cuanto a las cláusulas limitativas de responsabilidad del empresario de transporte público, el artículo 230 del Código de Comercio aclara: “Los billetes impresos que entreguen los empresarios con cláusulas limitativas de su responsabilidad a una determinada cantidad, no los eximen de indemnizar a los pasajeros y cargadores, con arreglo a los artículos precedentes, las pérdidas que justificaren haber sufrido”.

MANDATO COMERCIAL


REPRESENTACIÓN.- Esta institución jurídica es de extraordinaria aplicación en todo tipo de actos jurídicos y muy especialmente en los negocios mercantiles. El principio de la representación, consistente en que los derechos y obligaciones derivados de los actos jurídicos realizados por el representante quedan radicados en el patrimonio del representado, está establecido en el artículo 1.448 de Código Civil, al disponer que “lo que una persona ejecuta a nombre de otra, estando facultada por ella o por la ley para representarla, produce respecto del representado iguales efectos que si hubiese contratado él mismo”.


Tenemos, entonces, que la fuente de la representación puede ser legal o convencional. La facultad de representar, sea legal, como la del padre o madre respecto de su hijo sujeto a patria potestad, o convencional, como en el mandato (Art. 2116 del Código Civil), requiere ser ejercida “contemplatio domine”, es decir, reconociéndose que la actuación del representante es a nombre del representado. El artículo 2.151 del Código Civil, refiriéndose al mandatario, aclara que “si contrata a su propio nombre, no obliga respecto de terceros al mandante”, que es el mismo criterio sustentado en los artículos 254 y siguientes del Código de Comercio.


MANDATO COMERCIAL.- Está definido expresamente por el artículo 233 del Código de Comercio: “El mandato comercial es un contrato por el cual una persona encarga la ejecución de uno o más negocios lícitos de comercio a otra que se obliga a administrarlos gratuitamente o mediante una retribución y a dar cuenta de su desempeño”.

La mayoría de los autores critican esta definición porque da a entender que el contrato de mandato comercial pudiera ser gratuito, siendo que la actividad mercantil es esencialmente lucrativa y el articulado posterior del mismo Código de Comercio desmiente esa posibilidad. Así, el artículo 239 establece que “la comisión es por su naturaleza asalariada”, y respecto de los factores y dependientes de comercio, el artículo 336 Nº 1º les reconoce como principal derecho su “salario estipulado...”, y constituye causal de rescisión del contrato por parte de los factores o dependientes, conforme al Nº 3º del artículo 334, “la retención de sus salarios en dos plazos continuos”. Sin embargo, del mismo artículo 239 transcrito puede colegirse que  la remuneración del mandato es un elemento de la naturaleza del contrato, no esencial, por lo que puede ser alterado por los contratantes, y, conforme a lo dispuesto por los artículos 4º y 20 del Código Civil y 1º, 2º y 96 del Código de Comercio, debe darse al mandato comercial la significación establecida en el artículo 233 del Código del ramo, aunque en la práctica sea casi imposible encontrar un contrato de mandato comercial gratuito.


Clasificación.-


Podemos distinguir entre mandato civil y mandato comercial. El primero tendrá por objeto la ejecución actos que no revisten la calidad de comerciales, y lo define el artículo 2116  del Código Civil  como  "un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de  la primera".  El segundo ya ha sido definido, por lo que me remito al artículo 233 de Código de Comercio.


El mandato civil puede clasificarse a su vez, conforme al  articulo 2.130 del Código Civil, en especial y general.- Se llama “especial” si el mandato comprende uno o más negocios específicamente determinados, y se llama “general” si el mandato se otorga para todos los negocios del  mandante, aunque se establezcan una o más excepciones determinadas.


Por su parte, el artículo 234 del Código de Comercio señala que “hay tres especies de mandato comercial: La comisión, el mandato de los factores y mancebos o dependientes de comercio, la correduría...”.


Esta clasificación ha sido criticada por los tratadistas por considerar la correduría como una forma de mandato, no siéndolo, puesto que el corredor es un simple intermediario, no un mandatario, y porque se omite el mandato de los martilleros.

Respecto de la omisión de los martilleros, la crítica estaba fundada seriamente en textos legales expresos, especialmente al artículo 94 del Código de Comercio, pero desde la dictación de la ley 18.118, en cuyo artículo 27 se derogó el Título IV del Libro I del Código de Comercio, ha perdido la fuerza del argumento del texto legal expreso, sobre todo porque el inciso primero del artículo 17 de la ley citada dispone expresamente que “los martilleros servirán únicamente de intermediarios para las ventas en martillo...”. Sin embargo, a pesar de esta clara disposición legal,  estimo que no se ha alterado la verdadera naturaleza jurídica de las ventas al martillo, la que sigue constituyendo un mandato especial para vender o comisión para vender. Uno de los objetivos de la ley citada fue terminar con el vicio de transformar las casas de martillo en mueblerías, evitando que el martillero interviniere en otro tipo de negocio que no fuera la venta en martillo de bienes de terceros. Pero de hecho sigue siendo una comisión para vender, en que el vendedor comitente encarga al martillero comisionista la ejecución del negocio lícito de comercio de vender bienes muebles en la forma especial de pública subasta, por lo cual el martillero recibe una retribución, comisión, y debe rendir cuenta. Es más, a pesar de clasificarlo de intermediario, la propia ley llama comisión a la retribución del martillero y comitente al que le encarga la venta y al que debe rendirle cuenta (Arts. 16, 21 inc. 22, 22 y 25 de la ley 18.118). En todo caso, en mi opinión la actividad de los martilleros esta comprendida en la “comisión”, esto es: una “comisión para vender”.

Entonces, conforme a su verdadera naturaleza, podemos clasificar el mandato comercial en: comisión, mandato de factores y mandato de mancebos o dependientes de comercio.

COMISION.-

La comisión es un mandato “especial”. El artículo 235 del Código de Comercio señala: “El mandato comercial toma el nombre de “comisión” cuando versa sobre una o más operaciones individualmente determinadas”.

El mandante en este caso se llama “comitente” y el artículo 236 del Código de Comercio se encarga de aclarar que la persona que desempeña una comisión se llama “comisionista”, subclasificando a continuación este mandato especial, declarando:

“Hay cuatro clases de comisionistas:


Comisionistas para comprar,


Comisionistas para vender, (entre  los que estimo debe considerarse a los martilleros),


Comisionistas de transporte por tierra, lagos, ríos o canales navegables,


Comisionistas para ejecutar operaciones de Banco.”


Este último tipo de comisionistas, pese a la promesa contenida en el inciso final del artículo citado, no está tratada en el Código de Comercio.


Perfeccionamiento del contrato.-


La comisión es un contrato consensual. La oferta, conforme al artículo 2.123, puede hacerse de diversos modos, salvo que, conforme a la ley, el acto jurídico encomendado requiera de instrumento auténtico, en cuyo caso se requerirá de él. (Por ejemplo, si se encarga la obtención de un crédito hipotecario, deberá constar por escritura pública, porque la hipoteca sólo puede constituirse por escritura pública). Así, conforme a la disposición citada, “el encargo que es objeto del mandato puede hacerse por escritura pública o privada, por carta, verbalmente o de cualquier otro modo inteligible, y aún por la aquiescencia tácita de una persona a la gestión de sus negocios por otra...”.


Siendo consensual, como lo reconoce el artículo 2.124 del Código Civil, “el contrato de mandato se reputa perfecto por la aceptación del mandatario. La aceptación puede ser expresa o tácita”. Y, aclarando esto último, agrega: “Aceptación tácita es todo acto en ejecución del mandato”.


Respecto de la aceptación del mandatario, en este caso comisionista, existe una norma que altera la regla general de que el silencio no tiene ningún valor jurídico. Dispone el artículo 2.125 del Código Civil: “Las personas que por su profesión u oficio se encargan de negocios ajenos, están obligados a declarar lo más pronto posible si aceptan o no el encargo que una persona ausente les hace; y transcurrido un término razonable, su silencio se mirará como aceptación”. Concordante con ello, el artículo 243 del Código de Comercio establece que “el comisionista puede o no aceptar a su arbitrio el encargo que se le hace, pero rehusándolo quedará obligado bajo responsabilidad de daños y perjuicios: 1º A dar aviso al comitente de su repulsa en primera oportunidad; 2º A tomar, mientras no llegue el aviso al comitente, las medidas conservativas que la naturaleza del negocio requiera, como son las conducentes a impedir la pérdida o deterioro de las mercaderías consignadas, la caducidad de un título, una prescripción o cualquier otro daño inminente”. Es bueno aclarar que esta disposición del Código de Comercio es para todo tipo de comisionista, se encargue o no por su profesión u oficio de negocios ajenos.


Obligaciones del comisionista.-


Todas las obligaciones tienden a asegurar el debido cumplimiento del negocio encomendado, pero, conforme al principio de la autonomía de la voluntad, algunas de ellas pueden ser eximidas por el comitente o de común acuerdo por los contratantes.


Ya vimos la primera, de manifestar su repulsa en la primera oportunidad y tomar las medidas conservatorias necesarias. Las otras son:


-Ejecutar el mandato.- Aceptada la comisión, la primera obligación del comisionista es, obviamente, ejecutar el mandato. Ordena expresamente el artículo 245 del Código de Comercio: “Aceptada expresa o tácitamente la comisión, el comisionista deberá ejecutarla y concluirla, y no haciéndolo sin causa legal, responderá al comitente de los daños y perjuicios que le sobrevinieren”.


En términos generales, el mandatario debe ceñirse a las instrucciones del mandante (Arts. 2.131, 2.134, 2.147 y 2.150 del C. Civil). Específicamente el artículo 268 del Código de Comercio dispone: “El comisionista deberá someterse estrictamente en el desempeño de la comisión a las órdenes o instrucciones que hubiere recibido de su comitente. Pero si creyere que cumpliéndolas a la letra debe resultar un daño grave a su comitente, será de su deber suspender la ejecución y darle aviso en primera oportunidad. En ningún caso podrá obrar contra las disposiciones expresas y claras de su comitente”. Recalcando el mismo principio respecto del comisionista para comprar, el artículo 291 del Código de Comercio dispone: “El comisionista encargado de comprar deberá observar estrictamente las instrucciones que tenga en cuanto a la especie, calidad, cantidad, precio y demás circunstancias de las mercaderías que su comitente le pidiere”. Y respecto del comisionista para vender, el artículo 305 reitera: “En cuanto al precio, lugar, época, modo y demás circunstancias de la venta encomendada, el comisionista se conformará rigurosamente a sus instrucciones”.


Bien pudiera suceder, por otra parte, que circunstancias urgentes obligaren a actuar sin previa consulta al comitente, o, lo que es más habitual, que el mandante no haya dado instrucciones especificas sobre la ejecución del mandato. Ello lo resuelve el inciso segundo del artículo 269 del Código de Comercio: “Si la urgencia y estado del negocio no permiten demora alguna o si estuviere autorizado para obrar a su arbitrio, el comisionista podrá hacer lo que le dicte su prudencia y sea más conforme a los usos y procedimiento de los comerciantes entendidos y diligentes”. Esta disposición debe completarse y aclararse con lo dispuesto en el artículo 2.133 del Código Civil, en el sentido que el comisionista que actúa conforme a lo que su prudencia le dicte, “no por eso se entenderá autorizado para alterar la substancia del mandato, ni para los actos que exigen poderes o cláusulas especiales”.


-Custodiar y conservar los efectos sobre que versa la comisión.- Ya vimos que, aunque rehúse, el comisionista debe tomar las medidas conservativas que la naturaleza del negocio requiera, mientras no llegue el aviso al comitente. A ello agrega el artículo 246 que “el comisionista es responsable de la custodia y conservación de los efectos sobre que versa la comisión, cualquiera que sea el objeto con que se le hayan entregado”.


-Comunicar el estado de las negociaciones.- En realidad no es sólo comunicar, sino también consultar sobre las diversas circunstancias que aparecen en el curso de su cometido. Dice el artículo 250 del Código de Comercio: “El comisionista debe comunicar oportunamente al interesado todas las noticias relativas a la negociación de que estuviere encargado que puedan inducir a su comitente a confirmar, revocar o modificar sus instrucciones”. El mismo Código aplica el principio sustentado en esta disposición, por ejemplo en los artículos 243,263, 267, 268, 269, 273, 302, 311, etc..


-Aviso y rendición de cuenta.- Obligación que está establecida en la propia definición del mandato mercantil que da el Código de Comercio. Está establecida también en el artículo 2.155 del Código Civil, y, en lo pertinente, el artículo 279 del Código de Comercio dispone: “Evacuada la negociación encomendada,  el comisionista está obligado: 1º A dar inmediatamente aviso a su comitente; 2º A poner en manos del mismo, a la mayor brevedad posible, una cuenta detallada y justificada de su administración, devolviéndole los títulos y demás piezas que el comitente le hubiere entregado, salvo las cartas misivas”.


Cualquier retardo en la rendición de cuentas lo obliga a pagar intereses corrientes al comitente y le impide por su parte cobrarlos respecto de los anticipos que él hubiera efectuado.


Pudiera el comisionista haber sido o ser eximido de la obligación de rendir cuenta, pero aun así no queda exonerado de los cargos que contra él justifique el mandante (Art. 2.155 inc. 3º del Código Civil).


-Remitir el saldo a favor del comitente.- Evacuada la negociación encomendada, el comisionista está obligado “a reintegrar al comitente el saldo que resulte a favor de él, debiendo valerse para ello de los medios que el mismo comitente hubiere designado, o en su defecto, de los que fueren de uso general en el comercio”. (Art. 279 Nº 3º del C. de Comercio).


Obviamente, deberá intereses corrientes desde el retardo, “aunque no preceda interpelación”, como lo dispone el artículo 281 del Código de Comercio. 


Derechos del comisionista.-

1) Derecho a remuneración (Art. 275 inc. 12 del Código de Comercio).

2) Devolución de los anticipos que haya hecho más los intereses.- (Art. 274 del Código de Comercio).-


El comisionista puede exigir que se le paguen los anticipos, intereses corrientes y costos, aun cuando no haya evacuado cumplidamente el negocio cometido.


Anticipos son desembolsos en dinero o especie hechos por el comisionista al cumplir el encargo del comitente.

3) Derecho a provisión de fondos: Consiste en que el mandante coloque al mandatario en situación de poder cumplir su cometido, entregándole los medios económicos necesarios. Si no lo hace, el comisionista puede renunciar a la comisión.

4) Derecho legal de retención: De acuerdo con el artículo 284 del Código de Comercio, el comisionista tiene derecho para retener las mercaderías consignadas hasta el preferente y efectivo pago de sus anticipaciones, intereses, costos y salarios siempre que concurran dos circunstancias:

a) Que las mercaderías le hayan sido remitidas de una plaza a otra.

b) Que hayan sido entregadas real o virtualmente al comisionista.- (Artículo 286 del Código de Comercio).-

El derecho legal de retención se extiende al producto de las mercadería (Artículo 287 del Código de Comercio).

Si no hay expedición de una plaza a otra el comisionista goza únicamente del derecho real de prenda (en este caso el comisionista queda en mejores condiciones ya que el derecho real de prenda puede perseguirse contra cualquiera persona).

5) Solidaridad pasiva de todos los que confirieron colectivamente una comisión (Artículo 290 del Código de Comercio).


Delegación.-

Según el artículo 261 del Código de Comercio, el comisionista debe desempeñar por sí mismo la comisión, y no podrá delegaría sin previa autorización explícita o implícita de su comitente.


No necesita autorización para la ejecución de actos subalternos que según la costumbre del comercio se confían a los dependientes (Artículo 262 del Código de Comercio).


La autorización explícita puede ser:

a) Designando la persona.- Si el comitente le ha designado la persona sólo puede delegar el encargo en ella. En este caso nace un nuevo contrato entre el comitente y el delegado (Artículo 263 inciso 1º y 266 del Código de Comercio).

b) 
No designando a la persona.- Si el comisionista delega sigue siendo responsable ante su comitente de la gestión que se le ha encomendado (265 y 266 del Código de Comercio).- El comisionista responde de daños y perjuicios si el delegado no fuere notoriamente capaz y solvente o si altera de algún modo la comisión.

Autorización implícita o tácita: Se presume esta autorización cuando el comisionista estuviere impedido de obrar por sí mismo y hubiere peligro en la demora.

Formas de actuar del comisionista.-

El comisionista puede actuar en nombre propio o a nombre de sus comitentes.-

1)
A su propio nombre.- Se obliga personal y exclusivamente en favor de las personas que contraten con él (Artículo 255 del Código de Comercio). Pero el comitente puede declarar a los terceros que han contratado con el comisionista que el contrato le pertenece y que toma sobre sí su cumplimiento. En este caso quedan subsistentes las relaciones establecidas entre el comisionista y terceros, quedando el comitente como fiador de los negocios celebrados por el comisionista. (Artículo 258 del Código de Comercio).

Si el comisionista se reserva el derecho de declarar más tarde por cuenta de qué persona celebró el contrato, ésta queda en lugar del comisionista, retroactivamente, en todos los derechos y obligaciones resultantes del contrato. (Artículo 256 del Código de Comercio).

En caso de duda se presume que el comisionista ha contratado a su nombre. (Artículo 259 del Código de Comercio).

2)
A nombre de su comitente.- El comitente será el único responsable de los efectos del contrato. (Artículo 260 inciso 1º del Código de Comercio).

La consignación.- Es la entrega de mercaderías en poder del comisionista que se encarga de venderla. En virtud de esta modalidad el comerciante acepta condicionalmente la mercadería que retiene durante un plazo, al término del cual devuelve las que no han tenido salida y abona al consignante el precio fijado por lo que haya vendido.

Prohibiciones del comisionista.-

1) Prohibición de representar intereses incompatibles. Artículo 271 del Código de Comercio.

2) Prohibición de lucrar con el mandato: esto es, emplear en un negocio propio los fondos que hubiere recibido para evacuar el encargo.

La infracción estaría penada como apropiación indebida y, en caso de quiebra, será tratado como fallido fraudulento. Además, abonará al comitente el interés corriente del dinero desde que éste llegó a su poder y lo indemnizará de los perjuicios resultantes.

También se le prohíbe dar en prenda de sus propias obligaciones las mercaderías del comitente que tuviere en consignación. (Artículo 252 inciso 12 del Código de Comercio).

3) Prohibición de delegar.- Salvo autorización como ya vimos.


Término de comisión.-


La cesación de la comisión se rige por las mismas reglas del mandato civil establecidas en el artículo 2163 del Código Civil, salvo las siguientes modificaciones.

1) Respecto de la muerte del comitente.- La comisión no se acaba con la muerte del comitente, sus derechos y obligaciones pasan a sus herederos. (Artículo 240 Código de Comercio).

Si muere el comisionista concluye el mandato.

2) Respecto a la revocación.- El comitente no puede revocar a su arbitrio la comisión aceptada cuando su ejecución interesa al comisionista (esta es, por naturaleza, asalariada) o a terceros. (Artículo 241 del Código de Comercio).

3) En lo tocante a la renuncia del comisionista.- La renuncia no pone término a la comisión cuando cause al comitente un perjuicio irreparable, sea porque no puede proveer por sí mismo las necesidades del negocio cometido, sea por la dificultad de sustituir al comisionista. (Artículo 242 del Código de Comercio).


Obligaciones del comisionista al término de la comisión.-


Aunque ya nos hemos referido a ellas al tratar las obligaciones en general, es bueno recordarlas. Ellas son:

1) Dar aviso a su comitente (Artículo 269 Nº 1 del Código de Comercio).

2) Rendir cuenta documentada y detallada al comitente. Esta debe concordar con los asientos de sus libros de contabilidad. De lo contrario cometerá el delito de estafa. (Arts. 280 del Código de Comercio y 469 Código Penal).

3) Remesar el saldo a favor al comitente salvo estipulación en contrario.

LOS FACTORES O GERENTES DE COMERCIO

El factor es un mandatario con poder general de administración y está definido en el artículo 237 inciso 1º Código de Comercio como “el gerente de un negocio o de un establecimiento comercial o fabril, o parte de él, que lo dirige o administra según su prudencia por cuenta del mandante”.

Nombramiento del factor.-

Debe ser investido de un poder especial otorgado por el propietario del establecimiento cuya administración se le encomienda, poder que debe inscribirse en Registro de Comercio. NO SE EXIGE ESCRITURA PUBLICA, pero es habitual y conveniente que se emplee tal instrumento publico para el otorgamiento del mandato, el que debe ser tomado razón en el Registro de Comercio, conforme al Nº 5º del artículo 22 y artículo 24 del Código de Comercio.

Capacidad para ser factor.-
El artículo 338 del Código de Comercio señala: “Puede ser factor toda persona que tenga la libre administración de sus bienes.


Sin embargo, pueden serlo el hijo de familia, el menor emancipado y la mujer casada que hubieren cumplido diecisiete años, siendo autorizados expresamente por su padre, curador o marido para contratar con el comitente y desempeñar la factoría”.

Facultades del factor.-

Se entiende autorizado para realizar todos los actos que comprenda la administración del establecimiento que se le confiare, pudiendo usar de todas las facultades necesarias para el buen desempeño de su encargo, salvo las que el mandante le restringiere expresamente en el poder que le otorgare, ni podrá llevar a cabo aquellos actos para los cuales la ley exige poder especial. (Por ejemplo: transigir, hipotecar o vender los inmuebles).


Derechos del factor.-


El artículo 336 del Código de Comercio señala:


“Los factores y dependientes de comercio tienen derecho:


1º
Al salario estipulado, aun cuando por algún accidente inculpable no prestaren sus servicios durante dos meses continuos; salvo el caso en que, según convenio, se les pagare por jornales;


2º
A la indemnización de las pérdidas y gastos extraordinarios que hicieren por consecuencia inmediata del servicio que prestaren”.

Obligaciones del factor.-

1) Cumplir el encargo hasta su término.

2) Ceñirse a las instrucciones que reciba.

3) Rendir cuentas.

4) Entregar al mandante lo que haya recibido en cumplimiento de su misión.

5) Llevar la contabilidad del establecimiento que administra. (Artículo 341 del Código de Comercio).

LOS MANCEBOS O DEPENDIENTES DE COMERCIO


Están definidos en el artículo 237 inciso 2º del Código de Comercio. Esto es: “los empleados subalternos que el comerciante tiene a su lado para que le auxilien en las diversas operaciones de su giro, obrando bajo su dirección inmediata”. 

Capacidad.-

El Código de Comercio, en su artículo 342, se remite en esta materia a las mismas normas que los factores. (Artículo 338). Sin embargo, por ser una relación de directa dependencia de mandante, la verdad es que la norma aplicable sería el artículo 13 del Código del Trabajo.


Derecho a recibir remuneración.-

Este derecho se establece, al igual que para los factores, en el artículo 336 del Código de Comercio. Sin embargo, debido a su naturaleza laboral, serían aplicables también las normas del Código del Trabajo.

Forma y prueba del contrato.-

Se aplican las normas del Código de Comercio, en lo relativo al mandato. Si existiere además un contrato de trabajo, éste se regiría en plenitud por el Código del Trabajo.

Facultades del dependiente.-


En términos generales, los dependientes no representan al dueño del negocio ni lo obligan, salvo que se les otorgue poder expreso. (Artículo 343 del Código de Comercio).

Poder expreso: Existen dos posibilidades contempladas en la ley: 


a)
Para la suscripción de efectos de comercio, cobrar y recibir dinero, y firmar otros documentos importantes deberá otorgarse por escritura pública, con especificación de los actos y negociaciones a que se extienda el encargo (Artículo 344 inciso 1º del Código de Comercio). Dicha escritura deberá inscribirse en el Registro de Comercio.


b)
Actos relativos al giro ordinario. Este poder se otorga mediante circulares que el principal envía a las personas con quienes el dependiente contrate.


Estos actos, al igual que los que el dependiente contraiga por carta (si se le ha autorizado para firmar correspondencia anunciándolo por circulares) obligan al principal a cumplir las obligaciones que emanan de esos contratos. (Artículo 345 del Código de Comercio).


Autorización presunta.-


a)
Los encargados de vender al por menor se reputan autorizados para cobrar el producto de las ventas que hicieren.


b)
Igualmente ocurre con los que venden por mayor, si las ventas se hacen al contado y el pago se verifica en el mismo almacén que administren. Los recibos que otorgaren deben expedirlos a nombre del comitente o principal.


c)
Si las ventas se hicieren al fiado o si debieren verificarse los pagos fuera del almacén, los recibos deberán ser firmados por el comitente o por una persona autorizada para cobrar.


d)
Respecto de los libros de contabilidad los asientos que en ellos hicieren los dependientes obligan a sus comitentes como si ellos mismos lo hubieren verificado.


Disposiciones comunes a factores y dependientes

1)
Prohibiciones.
a) Delegación total.- A los factores y dependientes les está prohibido delegar la totalidad de  las  funciones de su cargo. (Artículo 330 del Código de Comercio).

b) Hacer competencia desleal al comitente. (Artículo 331 del Código de Comercio).

2)
Como deben actuar.

a) 
Deben actuar por poder. Cuando ejecuten un negocio a nombre de su comitente deben expresar en la ante firma de los documentos que otorguen que los suscriben por poder de la persona o sociedad que representan. Así estos actos obligan al comitente sin responsabilidad para ellos. (Artículo 325 y 326 del Código de Comercio).

b) 
Si obraren a su propio nombre quedan personalmente obligados a cumplir con los contratos celebrados.


Sin embargo, aun cuando hayan actuado a su nombre, la ley presume que igualmente han celebrado el contrato por cuenta de su comitente, en los siguientes casos:

1) Cuando el contrato corresponde al giro del establecimiento que administran.

2) Si hubiese sido celebrado por orden del comitente, aun cuando no está comprendido en el giro ordinario del establecimiento.

3) Si el comitente hubiere ratificado expresa o tácitamente el contrato aun cuando haya sido celebrado sin su orden, y

4) Si el resultado de la negociación hubiere aprovechado el comitente.


Según el artículo 329 del Código de Comercio, los terceros que contraten con un factor o dependiente pueden, a su elección, dirigir sus acciones contrataren estos o contra sus comitentes pero no contra ambos.

Terminación del mandato del factor y dependientes.-


Como todo mandato, el de los factores y dependientes de comercio expira por las causales establecidas en el artículo 2.163 del Código Civil, y, además, “por su absoluta inhabilidad para el servicio estipulado” y “por la enajenación del establecimiento en que sirvieren”.

Respecto de las causales de término del mandato establecidas en los números 3º y 4º del artículo 2.163 del Código Civil, aplicables cuando no exista plazo o condición de que dependa la terminación, el Código de Comercio contiene normas especiales, a saber: 


-“No teniendo plazo determinado el empeño de los factores o dependientes con sus principales, cualquiera de ellos podrá darlo por concluido, avisando al otro con un mes de anticipación”.  (Artículo 335 inc. 1º del Código de Comercio).

Ahora bien, aunque existiere plazo o condición,  e incluso si no lo hubiere, el Código de Comercio restringe a las partes la facultad de rescindir el contrato, en los siguientes términos:

a) Por parte del principal: Señala el artículo 333 del Código del Comercio:

“Sólo son causas legales de rescisión por parte del principal:

1ª
Todo acto de fraude o abuso de confianza que cometa el factor o dependiente;

2ª
la ejecución de algunas de las negociaciones prohibidas al factor o dependiente;

3ª
Las injurias o actos que, a juicio del juzgado de comercio, comprometan la seguridad personal, el honor o los intereses del comitente.”

b) Por parte del factor o dependiente: Señala el artículo 334 del Código del Comercio:

“Sólo son causas legales de rescisión por parte de los factores o dependientes:

1ª
Las injurias o actos de que habla el número 3º del precedente artículo;

2ª
El maltratamiento inferido por el principal y calificado de bastante por el juzgado de comercio;

3ª
La retención de sus salarios en dos plazos continuos.

Además del mandato comercial a que nos hemos estado refiriendo, normalmente existe entre las partes un contrato de trabajo, especialmente respecto de los mancebos o dependientes, que está regido en su totalidad por el Código del Trabajo.

SEGURO

Este contrato está definido en el artículo 512 del Código de Comercio, que dispones: “El seguro es un contrato bilateral, condicional y aleatorio por el cual una persona natural o jurídica toma sobre sí por un determinado tiempo todos o alguno de los riesgos de pérdida o deterioro que corren ciertos objetos pertenecientes a otra persona, obligándose, mediante una retribución convenida, a indemnizarle la pérdida o cualquier otro daño estimable que sufran los objetos asegurados”. A las características del seguro definido en esta disposición legal hay que agregarle que es un contrato solemne, puesto que el artículo 514 del Código citado dispone: “El seguro se perfecciona y prueba por escritura pública, privada u oficial, que es la autorizada por un corredor o por un cónsul chileno en su caso”. “El documento justificativo del seguro se llama póliza”, la que puede ser nominativamente extendida a favor del asegurado, a su orden o al portador.


A la definición del Código, además, debe suprimírsele la posibilidad de que el asegurador sea una persona natural, puesto que el artículo 4º del Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, modificado por la ley 18.660 de 1987, es enfático al establecer que “el comercio de asegurar y reasegurar riesgos a base de primas, sólo podrá hacerse en Chile por sociedades anónimas nacionales de seguros y reaseguros, que tengan por objeto exclusivo el desarrollo de dicho giro y actividades que sean afines o complementarias a éste”.


Asegurador es la persona que toma de su cuenta el riesgo, que, como vimos, sólo puede ser una sociedad anónima de seguros y reaseguros.


Asegurado es la persona que queda libre del riesgo.


Prima es la retribución o precio del riesgo que toma sobre sí el asegurador.


Riesgo es la eventualidad de todo caso fortuito que puede causar la pérdida o deterioro de los objetos asegurados.


Siniestro es la pérdida o el daño de las cosas aseguradas, denominándose “siniestro mayor” la pérdida total o casi total, y “siniestro menor” el simple daño de la cosa asegurada.


Póliza ya se dijo que es el documento justificativo del seguro, y deberá contener: 


“1º
Los nombres y apellidos del asegurador y asegurado y domicilio de ambos”.- Se vio que en Chile el asegurador sólo puede ser una sociedad anónima cuyo giro sea precisamente asegurar y reasegurar y actividades que sean afines o complementarias de esa.


En cuanto al asegurado, puede celebrarlo toda persona hábil para obligarse. Pero además se requiere que tenga al tiempo del contrato un interés real en evitar los riesgos; sea en calidad de propietario, copartícipe, fideicomisario, usufructuario, arrendatario, acreedor o administrador de bienes ajenos, sea en cualquiera otra que lo constituya interesado en la conservación del objeto asegurado. “El seguro en que falte este interés es nulo y de ningún valor”. (Art. 518 Código de Comercio).-


“2º
La declaración de la calidad que toma el asegurado al contratar el seguro”.- El seguro puede ser contratado por cuenta propia, por la de un tercero en virtud de un poder especial o general, y aún sin su conocimiento y autorización. Se entiende que el seguro corresponde al que lo ha contratado, si la póliza no expresa que es por cuenta de un tercero.


Es de ningún valor el seguro contratado por un agente oficioso, si el beneficiario, ignorando la existencia de este contrato, hubiese hecho asegurar el mismo objeto.


“3º
La designación clara y precisa del valor y naturaleza de los objetos asegurados”.- Pueden ser aseguradas todas las cosas corporales o incorporales, con tal que existan al tiempo contrato o en la época en que principien a correr los riesgos por cuenta del asegurador, tengan un valor estimable en dinero, puedan ser objeto de una especulación lícita, y se hallen expuestas a perderse por el riesgo que tome sobre sí el asegurador. El seguro de cosas que no reúnan todas estas condiciones es nulo de pleno derecho. (Art. 522 Código de Comercio).


Los establecimientos de comercio, como almacenes, bazares, tiendas, fábricas y otros, y los cargamentos terrestres o marítimos pueden ser asegurados con o sin designación específica de las mercaderías y otros objetos que contengan. Del mismo modo pueden ser asegurados los muebles que constituyen el menaje de una casa, salvo los que tengan un gran precio, como alhajas, cuadros de familia, objetos de arte u otros análogos, los que deben ser asegurados con designación. Contratado el seguro sin individualización de los objetos de la casa o establecimiento, el asegurado deberá individualizar los objetos asegurados y justificar su existencia y valor al tiempo de siniestro.


Omitiéndose en la póliza la determinación del valor de las cosas aseguradas, el asegurado podrá establecerlo por todos los medios que admite el Código de Comercio.


“4º
La cantidad asegurada”.- Es bueno transcribir al efecto el principio establecido por el artículo 517 del Código de Comercio: “Respecto del asegurado, el seguro es un contrato de mera indemnización, y jamás puede ser para él la ocasión de una ganancia”.

Aplicación de este principio es la carencia de valor del contrato celebrado por un agente oficioso, cuando el interesado contrató otro seguro para el mismo objeto (Art. 521); o la prohibición del artículo 522 de que “no pueden ser materia de seguro... 3º Las cosas íntegramente aseguradas, a no ser que el último seguro se refiera a un tiempo diverso o a riesgos de distinta naturaleza que los que comprenda el anterior, y 4º Las cosas que han corrido ya el riesgo, háyanse salvado o perecido en él”; o la disposición del artículo 525 de que “habiendo muchos seguros sucesivos celebrados de buena fe en diferentes fechas, sólo valdrá el primero, siempre que cubra el valor íntegro del objeto asegurado. No cubriéndolo, los aseguradores posteriores responderán del valor insoluto según el orden de las fechas de los respectivos contratos”. No es eficaz el seguro sino hasta la concurrencia del verdadero valor del objeto asegurado, aún cuando el asegurador se haya constituido responsable de una suma que lo exceda. En todo caso, la responsabilidad del asegurador no podrá exceder en ningún caso de la cantidad asegurada.


Si la póliza no contiene la designación expresa o tácita de la cantidad asegurada, se entiende que el asegurador se obliga a indemnizar la pérdida o deterioro hasta la concurrencia del valor de la cosa asegurada al tiempo del siniestro. Hay designación expresa también cuando el asegurador se obliga a pagar el todo o parte del valor del objeto asegurado según la estimación que de él se haga el tiempo del siniestro, o cuando se establece en la póliza el medio de fijar la suma asegurada; y hay designación tácita siempre que la póliza contenga la valuación del objeto asegurado, la fijación de la prima, o algún dato que baste para determinar la suma asegurada.


“5º
Los riesgos que el asegurador toma sobre sí”.-  El asegurador puede tomar sobre sí todos o algunos de los riesgos a que está expuesta la cosa asegurada. No estando expresamente limitado el seguro a determinados riesgos, el asegurador responde de todos, salvas las excepciones legales. En la práctica, suele señalarse genéricamente los riesgos asegurados y especificarse determinadamente aquellos sobre los cuales no responde el asegurador.-


“6º
La época en que principia y concluye el riesgo para el asegurador”.- En defecto de estipulación, los riesgos principiarán a correr por cuenta del asegurador desde que las partes suscriban la póliza, a no ser que la ley disponga otra cosa. Y en cuanto a su duración o fecha de conclusión del riesgo, serán los tribunales quienes la determinen, tomando en consideración las cláusulas de la póliza, los usos locales y las demás circunstancias del caso.


“7º
La prima del seguro, y el tiempo, lugar y forma en que haya de ser pagada”.- "El seguro contratado sin estipulación de prima es nulo y de ningún valor" (Art. 541).-


El artículo 10 del Decreto con Fuerza de Ley 251, modificado por el Decreto Ley 3.057 de 1981, dispone al respecto lo siguiente: “El monto de los seguros, de las primas, y de las indemnizaciones, se expresarán en unidades de fomento, a menos que los contratos respectivos se pacten en moneda extranjera con arreglo a las disposiciones legales vigentes. Sin perjuicio de lo anterior, podrán pactarse otros sistemas de reajustabilidad siempre que hubieren sido autorizados por la Superintendencia. El valor de la unidad de fomento que se considerará par el pago de las primas e indemnizaciones será el vigente al momento del pago efectivo de las mismas”. Por consiguiente, debe entenderse modificado el artículo 543 del Código de Comercio, en el sentido que la prima solamente puede consistir en una cantidad de dinero, conforme a su equivalencia de la unidad de fomento o moneda extranjera pactada al momento del pago. Puede pagarse la prima toda a la vez, o parcialmente por meses o por años, y será exigible desde que el asegurador empiece a correr con los riesgos, ganando el asegurador irrevocablemente su valor desde que los riesgos comienzan a correr por su cuenta.


“8º
La fecha, con expresión de la hora.”.-


“9º
La enunciación de todas las circunstancias que puedan suministra al asegurador un conocimiento exacto y completo de los riesgos, y la de todas las demás estipulaciones que hiciesen las partes”.- En este rubro puede considerarse, por ejemplo, el lugar o lugares donde exista el riesgo que el asegurador toma sobre sí. Y el asegurado no puede variar por sí solo el lugar del riesgo ni cualquiera otra de las circunstancias que se hayan tenido en vista para estimarlo. La variación ejecutada sin consentimiento del asegurador autoriza la rescisión del contrato si, a juicio del tribunal, extendiere o agravare los riesgos.

OBLIGACIONES DEL ASEGURADOR.-

El asegurador contrae principalmente la obligación de pagar al asegurado la suma asegurada o parte de ella, siempre que el objeto asegurado se pierda total o parcialmente, o sufra algún daño por efecto del caso fortuito. Esta responsabilidad nace si el siniestro se produce durante la época en que se estipuló que el asegurador asumía el riesgo, incluso cuando el accidente se produce durante dicha época y continúa después del término del seguro, consumándose fuera del plazo la pérdida o deterioro de lo asegurado. En cambio, si el accidente ocurriere antes de iniciada la época del seguro, los aseguradores no serán responsables del siniestro aunque continuare después que los riesgos hubieren principiado a correr por su cuenta.


Al asegurador le está prohibido constituirse responsable de los hechos personales del asegurado. Y no está obligado a indemnizar la pérdida o deterioro procedentes de vicio propio de la cosa o de un hecho ajeno que afecte civilmente la responsabilidad del asegurado. Sin embargo, en virtud de una estipulación expresa, el asegurador puede tomar sobre sí los riesgos provenientes de vicio propio de la cosa.


Se entiende por vicio propio “el germen de destrucción o deterioro que lleven en sí las cosas por su propia naturaleza o destino, aunque se las suponga de las más perfecta calidad en su especie”. (Artículo. 552 inciso 3º Código de Comercio).


Por el hecho del pago, el asegurador se subroga al asegurado en los derechos y acciones que éste tenga en contra de terceros en razón del siniestro.

OBLIGACIONES DEL ASEGURADO.-

Están establecidas principalmente en el artículo 556 del Código de Comercio.


1º
Declarar sinceramente todas las circunstancias necesarias para identificar la cosa asegurada y apreciar la extensión de los riesgos;


2º
A pagar la prima en la forma y época convenidas;


3º
A emplear todo el cuidado y celo de un diligente padre de familia para prevenir el siniestro;


4º
A tomar todas las providencias necesarias para salvar o recobrar la cosa asegurada, o para conservar sus restos;


5º
A notificar al asegurador, dentro de los tres días siguientes a la recepción de la noticia, el advenimiento de cualquier accidente que afecte su responsabilidad, haciendo en la notificación una enunciación clara de las causas y circunstancias del accidente ocurrido;


6º
A declarar al tiempo de exigir el pago del siniestro los seguros que haya hecho o mandado hacer sobre el objeto asegurado;


7º
A probar la coexistencia de todas las circunstancias necesarias para establecer la responsabilidad del asegurador.

RESCISIÓN DEL SEGURO.-

El artículo 557 del Código de Comercio dispone que el seguro se rescinde:

1º
Por las declaraciones falsas o erróneas o por las reticencias del asegurado acerca de aquellas circunstancias que, conocidas por el asegurador, pudieran retraerle de la celebración del contrato o producir alguna modificación sustancial en sus condiciones.


Pronunciada la nulidad o rescisión del seguro por dolo o fraude del asegurado, el asegurador podrá demandar el pago de la prima o retenerla, sin perjuicio de la acción criminal, aunque no haya corrido riesgo alguno.


2º
Por inobservancia de las obligaciones contraídas.


3º
Por falta absoluta o extinción de los riesgos.


Si la falta o extinción de los riesgos fuere parcial, el seguro se rescindirá parcialmente.


A ello hay que agregar la causal de rescisión  de la quiebra del asegurador o asegurado. Dice el artículo 559 del Código de Comercio que, declarada la quiebra del asegurador pendientes los riesgos, el asegurado podrá solicitar la rescisión del seguro o exigir que el concurso afiance el cumplimiento de las obligaciones del fallido, y que  el asegurador goza de la misma opción si ocurriere la quiebra del asegurado antes de pagarse la prima.  Si el fallido o el administrador de la quiebra no otorgare fianza dentro de los tres días siguientes al de la notificación de la  demanda, el seguro quedará rescindido.-

PRINCIPALES SEGUROS TERRESTRES.-

El artículo 562 del Código de Comercio declara que los seguros terrestres a prima tienen ordinariamente por objeto asegurar: 1º La duración de la vida de una o más personas: 2º Los riesgos de incendio; 3º Los riesgos de las cosechas pendientes o realizadas; 4º Los riesgos de transporte por tierra, lagos, ríos y canales navegables. Se omitió en esta enumeración los riesgos de pérdida, deterioro, hurto o robo de todo tipo de bienes, que siguen las reglas generales de los seguros.


SEGURO DE VIDA.-


La vida de una persona puede ser asegurada por ella misma o por un tercero que tenga interés actual y efectivo en su conservación.  En este último caso, el asegurado es el tercero en cuyo beneficio cede el seguro y que se obliga a pagar la prima, y puede celebrarse el contrato sin noticia y consentimiento de la persona cuya vida es asegurada.


Estimo que pueden asegurarse dentro de las normas del seguro de vida los riesgos de pérdida o deterioro de miembros o de aptitudes físicas especiales de las personas.


El seguro puede ser “temporal” o “vitalicio”. Si se omitiere en la póliza el tiempo  que debe durar, el seguro se reputará vitalicio.


El riesgo que el asegurador toma sobre sí puede ser el de muerte del asegurado dentro de un determinado tiempo o en ciertas circunstancias previstas por las partes, o el de la prolongación de la vida más allá de la época fijada por la convención. Obviamente que en la póliza debe enunciarse, además de lo exigido para todo tipo de seguros, la edad, profesión y estado de salud de la persona cuya vida se asegura.

El seguro de vida se rescinde:


1º
Si el que ha hecho asegurar su vida la perdiere por suicidio o por condenación capital, o si la perdiere en duelo o en otra empresa criminal, o si fuere muerto por sus herederos, salvo que el seguro hubiese sido contratado por un tercero, y


2º
Si el que reclama la cantidad asegurada fuere autor o cómplice de la muerte de la persona cuya vida ha sido asegurada.-


SEGURO DE INCENDIO.


Salvo estipulación expresa en el contrato, el seguro de incendio de un edificio no comprende las indemnizaciones que el propietario debiere a los vecinos por los daños que les causare el incendio. Y habiéndose estipulado, no podrá reclamarse la indemnización convenida sino contra presentación de sentencia ejecutoriada que declare al asegurado responsable de la comunicación del fuego a los vecinos.


La póliza, además de las enunciaciones de todo seguro, deberá expresar:


1º La situación de los inmuebles asegurados y la designación específica de sus deslindes;


2º El destino y uso de los inmuebles asegurados;


3º El destino y uso de los edificios colindantes, en cuanto estas circunstancias puedan influir en la estimación de los riesgos;


4º Los lugares en que se encuentren colocados o almacenados los muebles objeto del seguro.


El artículo 579 del Código de Comercio agrega como Nº 5º “La duración del seguro”, pero ello está comprendido en el Nº 6º del artículo 516 para todo tipo de póliza, por lo que no deja de ser una redundancia.


Celebrado el contrato, el asegurador debe responder de: 1º todas las pérdidas y deterioros causados por la acción directa del incendio, aunque este accidente proceda de culpa leve o levísima del asegurado, o de hecho ajeno del cual éste sería en otro caso civilmente responsable; y, 2º las pérdidas o deterioros que sean una consecuencia inmediata del incendio, como los causados por el calor, el humo o el vapor, los medios empleados para extinguir o contener el fuego, la remoción de muebles y las demoliciones ejecutadas en virtud de orden de autoridad competente.


Cesa la responsabilidad del asegurador, si el edificio asegurado fuere destinado después del contrato a un uso que agrave los riesgos de incendio, de modo que pueda presumirse que el asegurador no lo habría asegurado, o lo habría asegurado bajo distintas condiciones. La misma regla es aplicable a los muebles que el asegurado cambie del lugar donde se encontraban al tiempo de celebrarse el seguro.


También cesa la responsabilidad del asegurador cuando el incendio provenga de haberse infringido por el asegurado las leyes o los reglamentos de policía destinados a prevenir ese tipo de accidentes.


SEGURO DE RIESGOS DE PRODUCTOS AGRÍCOLAS.-


El objeto que se asegura es la cosecha, pendiente o realizada, y el asegurador responde de la pérdida o daño de los frutos, pero no de que las viñas, arboledas, sementeras o plantaciones hayan de producir cierta cantidad de frutos. En otras palabras, no se asegura el éxito de la cosecha, sino los daños o pérdida de los frutos producidos o por producirse.


La póliza, independientemente de las estipulaciones de todo seguro, deberá expresar: 1º La situación, cabida y deslindes de los terrenos, viñas, prados artificiales o arboledas cuyos productos sean asegurados; 2º La clase de siembras o plantaciones a que estén destinados los terrenos, y si están hechas o por hacerse; 3º El lugar del depósito, si el seguro es de frutos ya recogidos; 4º El valor medio de los frutos asegurados.


Como ya vimos, la indemnización a que se obliga el asegurador se determina, dentro de los límites de la convención, sobre la base del valor que tenga el objeto asegurado al tiempo del siniestro, y en la regulación pericial del siniestro se tomará en consideración si, atendida la época en que haya ocurrido el desastre, es o no posible hacer una segunda siembra o plantación, o si por el estado de los frutos se puede esperar alguna cosecha.


Este seguro puede ser contratado por uno o más años, pero, a falta de estipulación, se entenderá que el seguro debe durar sólo el año rural a que corresponda la cosecha asegurada.


SEGURO DE TRANSPORTE TERRESTRE.-


Pueden contratar el seguro tanto el cargador, como el porteador o consignatario. El conductor puede asegurar por cuenta propia, puesto que responde de las especies que transporta. Los riesgos principian a correr para el asegurador desde que las mercaderías quedan a disposición del portador o sus dependientes, y concluyen con la entrega hecha a satisfacción del consignatario.


Además de las enunciaciones exigidas para todo seguro, la póliza  deberá contener:


1º
El nombre y domicilio del conductor,


2º
La indicación del punto donde deben ser recibidos los efectos para la carga y la del lugar donde ha de hacerse la entrega;


3º
El viaje por el que se aseguran, y la ruta que deben seguir los porteadores.


Si los efectos debieran ser transportados alternativamente por tierra o por agua, el asegurador no será responsable de los daños que sufran, siempre que la conducción se verifique sin necesidad por vías inusitadas o de una manera no acostumbrada.


4º
La forma en que deba hacerse el transporte.

Si en el curso del viaje convenido los efectos fuesen descargados, almacenados y vueltos a cargar en otros vehículos, los riesgos continuarán de cuenta del asegurador, salvo el caso que se haya estipulado expresamente que el transporte se realizará en un determinado buque; pero aún  entonces el asegurador responderá de los riesgos del trasbordo ejecutado para hacer flotar el buque.


El asegurador responde también de los daños causado por culpa o dolo de los encargados de la recepción, transporte o entrega  de los efectos asegurados. Si el asegurador quisiere exonerarse de algún pago, aduciendo la existencia de daños exceptuados del seguro, le corresponderá a él justificarlos debidamente.


En este tipo de seguro, el asegurado puede hacer dejación de los efectos asegurados a favor del asegurador, dentro del mes siguiente al día en que tuvo noticia del siniestro. No verificándola dentro de dicho plazo, no podrá hacerlo después.


La dejación es la cesión o abandono voluntario de los bienes asegurados al asegurador, reclamando la pérdida total de ellos, aunque los daños no correspondan a esa pérdida total. El asegurado deberá comunicar por escrito al asegurador su intención de hacer dejación, debiendo indicar en forma inequívoca la intención de hacer dejación incondicional del objeto asegurado al asegurador. La aceptación de la dejación, que puede ser expresa o inferirse de la conducta del asegurador, tendrá el carácter de irrevocable y significará que el asegurador reconoce su responsabilidad por el monto total asegurado.


En lo no previsto en párrafo 7 del Título VIII del libro II del Código de Comercio, se aplicarán al seguro de transporte terrestre las disposiciones del seguro marítimo.

CUENTA CORRIENTE MERCANTIL

Este contrato está definido en el artículo 602 del Código de Comercio, en los siguientes términos: “La cuenta corriente es un contrato bilateral y conmutativo por el cual una de las partes remite a otra o recibe de ella en propiedad cantidades de dinero u otros valores, sin aplicación a un empleo determinado ni obligación de tener a la orden una cantidad o un valor equivalente, pero a cargo de "acreditar" al remitente por sus remesas, liquidarlas en las épocas convenidas, compensarlas de una sola vez hasta la concurrencia del "débito" y "crédito" y pagar el saldo”. Las cuentas que no reúnan todas estas condiciones son cuentas simples de gestión.


Todas las negociaciones entre comerciantes o entre un comerciante y otro que no lo es, y todos los valores transmisibles en propiedad, pueden ser materia de la cuenta corriente.


Es de la naturaleza de la cuenta corriente lo siguiente:


1º
Que el crédito concedido por remesas en efectos de comercio lleve la condición de que éstos serán pagados a su vencimiento.


2º
Que todos los valores del débito y crédito produzcan intereses corrientes o los que las partes hubieren estipulado.


3º
Que, a más del interés de la cuenta corriente, los contratantes tengan derecho a una comisión sobre el importe de todas las remesas cuya realización reclamare la ejecución de actos de verdadera gestión, cuya tasa será fijada por convenio de las partes o por el uso.


4º
Que el saldo definitivo sea exigible desde el momento de su aceptación, a no ser que se hayan llevado al crédito de la parte que lo hubiera obtenido sumas eventuales que igualen o excedan la del saldo, o que los interesados hayan convenido en pasarlo a una nueva cuenta.


La cuenta corriente se concluye por la llegada del plazo fijado en el contrato, o antes por el consentimiento de las partes. Termina también por la muerte, interdicción, demencia, quiebra o cualquier otro suceso legal que prive a alguno de los contratantes de la libre disposición de sus bienes. La conclusión puede ser “definitiva” cuando no debe ser seguida de ninguna operación de negocios, o “parcial” en caso contrario.


El saldo definitivo o parcial será considerado como un capital productivo de intereses, los que pueden capitalizarse. Las obligaciones de pagar el saldo como los intereses y comisiones son susceptibles de todo tipo de cauciones.


El plazo de prescripción de las acciones proveniente del contrato de cuenta corriente mercantil es de cuatro años.

DEPOSITO MERCANTIL


En términos generales, se llama depósito al contrato en que se confía una cosa corporal a una persona que se encarga de guardarla y de restituirla en especie. La ley común distingue entre depósito propiamente dicho, depósito necesario y secuestro. Y, según el objeto sobre que recae, se distingue entre depósito regular e irregular.


Según la definición del artículo 2215 del Código Civil, el depósito propiamente dicho es un contrato en que una de las partes entrega a la otra una cosa corporal y mueble para que la guarde y la restituya en especie a voluntad del depositante. Es un contrato real, que se perfecciona por la entrega de la especie al depositario, es gratuito, y si se estipulare remuneración degenera en arrendamiento de servicio. Por el mero depósito no se confiere al depositario la facultad de usar la cosa depositada sin el permiso del depositante.


El depósito “regular” es aquél en que el depositario debe restituir en especie la cosa depositada. En cambio, en el depósito de dinero, si no es en arca cerrada cuya llave tiene el depositante, o con otras precauciones que hagan imposible tomarlo sin fractura, se presumirá que se permite emplearlo, y el depositario será obligado a restituir otro tanto en la misma moneda, tomando en este caso al depósito el apelativo de “irregular”.


Esta reglamentación común ha sido alterada en el Código de Comercio, donde el depósito deja de ser contrato real y pasa a ser consensual y se trata en realidad de una especie de comisión, puesto que, en el Título XIV del Libro II de dicho Código, se dispone que “el depósito mercantil se constituye en la misma forma que la comisión”. “Los derechos y obligaciones del depositante y depositario de mercaderías son los mismos que otorga e impone este Código a los comitentes y comisionistas”. Y, al contrario de lo preceptuado en el Código Civil, lo que es obvio, pues se trata de una especie de comisión, el depositario tiene derecho a exigir una retribución por sus servicios, la que será fijada por las partes o por el uso de cada plaza en defecto de estipulación, retribución que perderá el depositario que hace uso de la cosa depositada, aún en los casos que lo permita la ley o la convención.


Queda claro, entonces, que las obligaciones del depositario son las propias de un comisionista, considerándose entre ellas la conservación y custodia de las mercaderías depositadas y su restitución en especie al término del contrato, con la correspondiente rendición de cuenta. Si el depósito consiste en documentos de crédito que devenguen intereses, el depositario está obligado a cobrarlos y a practicar todas las diligencias necesarias para conservar los derechos del depositante.

CAUCIONES

Aunque es una materia que se pasa preferentemente en Derecho Civil, debido a su uso frecuente en materia mercantil, especialmente en operaciones bancarias, es bueno que nos refiramos a ella, aunque sea sucintamente.


El artículo 46 del Código Civil la define en los siguientes términos: “Caución significa generalmente cualquiera obligación que se contrae para la seguridad de otra obligación propia o ajena. Son especies de caución la fianza, la hipoteca y la prenda”.


Clases de cauciones. Se clasifican las cauciones en dos rubros fundamentales: Personales (fianza, solidaridad pasiva...) y Reales (prenda, hipoteca).

CAUCIONES PERSONALES.-


Son aquéllas en que la obligación contraída para seguridad de otra, es una obligación personal o crédito.


-FIANZA.- “La fianza es una obligación accesoria, en virtud de la cual una o más personas responden de una obligación ajena, comprometiéndose para con el acreedor a cumplirla en todo o parte, si el deudor principal no la cumple.  La fianza puede constituirse, no sólo a favor del deudor principal, sino de otro fiador”.(Art. 2.335 del C. Civil.) En general, la fianza es un contrato consensual, pero para su prueba rigen las normas generales. Sin embargo, la fianza comercial es solemne: “La fianza deberá otorgarse por escrito, y sin esta circunstancia será de ningún valor ni efecto”. (Art. 820 C. Comercio).


Extensión de la fianza.


El fiador no puede obligarse a más de lo que debe el deudor, pero puede obligarse a menos. No puede obligarse en términos más gravosos que el principal deudor, no sólo respecto a la cuantía, sino al tiempo, al lugar, a la condición o al modo del pago, o a la pena impuesta por la inejecución del contrato a que acceda la fianza; pero puede obligarse en términos menos gravosos.


Puede, sin embargo, obligarse de un modo más eficaz, por ejemplo garantizando su propia obligación con una caución real como la prenda o hipoteca. La fianza que en algo resultaré más gravosa, deberá reducirse a los términos de la obligación principal.


En términos generales, como ya se ha dicho, el fiador se obliga a lo mismo que el deudor principal, pero bien puede obligarse a pagar una suma de dinero en lugar de otra cosa de valor igual o mayor.  En cambio, la obligación de pagar una cosa que no sea dinero en lugar de otra cosa o de una suma de dinero, no constituye fianza. En otras palabras, la novación por cambio de objeto, que no sea el pago de una suma de dinero, no puede obligar a un fiador.


Ahora bien, si la obligación principal es una obligación de hacer o no hacer, se afianza solamente la indemnización que resulte por la inejecución del hecho, o la ejecución del hecho prohibido. (Arts. 2.343 y 2.344 del C. Civil).


Efectos de la fianza. 

a)
Entre acreedor y fiador.- El fiador puede hacer pago anticipado de la deuda, aún sin requerimiento del acreedor, en los mismos casos que pudiera hacerlo el deudor principal.


El fiador puede oponer al acreedor las excepciones inherentes a la obligación principal, pero no las personales del deudor principal.


El fiador puede requerir al acreedor que proceda a cobrar al deudor principal la obligación ya exigible; y si después del requerimiento el acreedor lo retardare, el fiador no será responsable por la insolvencia del deudor principal ocurrida durante el retardo.


El fiador requerido para cumplir goza del “beneficio de excusión”, consistente en poder exigir que, antes de proceder contra él, se persiga la deuda en los bienes del deudor principal y en las hipotecas o prendas prestadas por éste para la seguridad de la misma deuda. La reglamentación de este beneficio está en los artículos 2.358 y siguientes del Código Civil.


Aunque se hayan rendido separadamente las fianzas, si hubiese dos o más fiadores de una misma deuda, que no se hayan obligado solidariamente al pago, se entenderá dividida la deuda entre ellos por partes iguales, y no podrá el acreedor exigir a ninguno otra cuota que la que le corresponda.  Es lo que se llama el “beneficio de división”, reglamentado en los artículos 2.367 y 2.368 del Código Civil.

b)
Entre el fiador y el deudor.- En general se reducen a solicitar que se le releve de la fianza, que el deudor principal caucione las resultas de la fianza o consigne medios de pago, en los casos en que el deudor principal se pone en circunstancias que hacen temer seriamente su incumplimiento, las que se señalan en el artículo 2.369 del Código Civil.  Y la acción de reembolso contra el deudor principal,  cuando el fiador paga, pues se subroga en los derechos del acreedor (Arts. 2.370 del c. Civil).-


El fiador puede estipular con su afianzado una remuneración por la responsabilidad que contrae en su beneficio, la que tratándose de fianza civil sólo puede ser en dinero efectivo. (Ver artículos 821 del Código de Comercio y 2.341 del C. Civil).-

c)
Entre los cofiadores.- Se reducen a la subrogación de los derechos del acreedor en todo aquello que un fiador hubiera pagado de más, para exigir la restitución, de los otros cofiadores. (Arts. 2.378 y siguientes del Código Civil).


Extinción de la fianza.-

La fianza se extingue, en todo o parte, conforme a las reglas generales de extinción de las obligaciones, y además:


1º
Por el relevo de la fianza en todo o parte, concedido por el acreedor al fiador;


2º
Porque el acreedor, por hecho o culpa suya, ha perdido las acciones en que el fiador tenía el derecho de subrogarse; (Ej. si el deudor ha otorgado hipoteca y al acreedor no la inscribe o la cancela o deja prescribir las acciones para ejecutar hipoteca).-


3º
Por la extinción de la obligación principal en todo o parte, y


4º
Por la confusión de las calidades de acreedor y fiador, o de deudor y fiador, subsistiendo en este último caso la obligación del subfiador.


-SOLIDARIDAD PASIVA.- La solidaridad pasiva puede tener su origen en la ley, un testamento o una convención.  En virtud de ella, “puede exigirse a cada uno de los deudores el total de la deuda”. El acreedor puede dirigirse a su arbitrio contra todos los deudores solidarios conjuntamente, o contra cualquiera de ellos, sin que pueda oponérsele el beneficio de división. La demanda intentada contra alguno de los deudores solidarios, no extingue la obligación solidaria de ninguno de ellos, sino en la parte que hubiese sido satisfecha por el demandado. Y el codeudor solidario que paga, o extingue la obligación de un modo equivalente, se subroga en los derechos del acreedor, pero limitados respecto de cada codeudor a la parte o cuota que tenga en la deuda.


Un ejemplo de solidaridad pasiva legal, de ordinaria concurrencia, es la de los suscriptores de una letra de cambio o pagaré.  (Arts. 79 de la Ley 18.092).-

CAUCIONES REALES.-


Consisten fundamentalmente en la entrega al acreedor de un bien determinado para asegurar el cumplimiento de una obligación mediante la venta del bien y el pago con el producto de la venta.  Naturalmente que si la obligación es de una especie o cuerpo cierto, o de hacer o no hacer algo, la realización de la caución real sólo servirá para el pago de las indemnizaciones derivadas del incumplimiento.-


No se estudiará aquí la hipoteca, por ser absolutamente correspondiente al Derecho Civil.


-PRENDA.- Esta caución la describe el artículo 2.384 del Código Civil, diciendo: "Por el contrato de “empeño” o “prenda” se entrega una cosa mueble a un acreedor para la seguridad de su crédito”. La cosa entregada se llama “prenda”, y el acreedor que la tiene se llama “acreedor prendario”. El contrato de prenda supone siempre una obligación principal, que puede ser presente o futura, a que accede; no se perfecciona sino por la entrega de la prenda al acreedor, y si se trata de un crédito, por la entrega del título y su notificación al deudor de dicho crédito. Es un contrato unilateral, oneroso, real o solemne y accesorio.


“El contrato de prenda mercantil se celebra y prueba en cuanto al acreedor y deudor como los demás contratos comerciales”. (Art. 813 del C. de Comercio).


La prenda de valores mobiliarios en favor de los Bancos está sometida a una reglamentación especial, establecida en la ley 4.287, que en lo medular dispone que:


1.-
Los bonos y cualesquiera otros valores mobiliarios al portador se entenderán constituidos en prenda por su sola entrega;


2.-
Los créditos a la orden, de cualquier clase que sean, podrán darse en prenda a un Banco mediante endoso en garantía, sin necesidad de notificación al deudor, y,


3.-
La prenda a favor de un Banco sobre acciones nominativas de sociedad anónimas o en comandita, podrá constituirse por escritura pública o privada, y deberá además notificarse por medio de un ministro de fe a la respectiva sociedad.


Constituida la prenda en la  forma que corresponde, el Banco gozará de todos los derechos y privilegios de la prenda, sin necesidad de cumplir las solemnidades establecidas en el artículo 815 del Código de Comercio.


Efectos.-


La prenda otorga al acreedor prendario un derecho real respecto de la cosa empeñada, por lo que, si el acreedor pierde la tenencia de la prenda, tendrá acción para recobrarla contra toda persona en cuyo poder se halle, sin exceptuar al deudor que la ha constituido.


El acreedor prendario goza sobre la prenda de un privilegio de segunda clase (Artículos 2470, 2471 y 2.474 Nº 3º del C. Civil). Dice el artículo 814 de Código de Comercio: “El contrato de prenda confiere el acreedor el derecho de hacerse pagar con el valor de la cosa empeñada con preferencia a los demás acreedores del deudor”. Sin embargo, conforme al artículo 815, “para que el acreedor prendario goce del privilegio enunciado en concurrencia de otros acreedores, se requiere: 1º Que el contrato de prenda sea otorgado por escritura pública o en documento privado  protocolizado, previa certificación en el mismo de la fecha de la diligencia, puesta por el notario respectivo, 2º Que la escritura o documento contenga la declaración de la suma de la deuda y la especie y naturaleza de las cosas empeñadas, o que lleve anexa una descripción de su calidad, peso y medida”.  Esto es aplicable también cuando la prenda consiste en un crédito.


El privilegio nace, subsiste y se extingue con la posesión de la prenda, bien la tenga el acreedor prendario o un  tercero elegido por las partes (Art.  817 C.  de Comercio).


Ahora bien, si la prenda consiste en un crédito que devenga intereses, el acreedor prendario está obligado a cobrarlos y practicar todas las diligencias necesarias para conservar los derechos del deudor prendario (acreedor del crédito dado en prenda), y los intereses que perciba se imputarán a los intereses que devengue el crédito garantizado por la prenda, y si éste no devenga intereses, se aplicarán en parte de pago del capital garantizado.


El acreedor prendario, en caso de mora en el cumplimiento de la deuda garantizada, tendrá derecho a que la prenda se venda en pública subasta para que con el producido se le pague, o que, a falta de postura admisible, sea apreciada por peritos y se le adjudique en pago hasta la concurrencia de su crédito.


El deudor no podrá reclamar la restitución de la prenda en todo o parte, mientras no haya pagado la totalidad de la deuda en capital e intereses, los gastos de conservación y los perjuicios que pudiere haber ocasionado la tenencia de la prenda.


Extinción de la Prenda.-


Como todo contrato, rigen respeto de las prendas los modos generales de extinguir las obligaciones; la extinción de la obligación principal a que accede; la destrucción completa de la cosa empeñada; cuando la propiedad de la cosa empeñada pasa al acreedor por cualquier título, y cuando, en virtud de una condición resolutoria, se pierde el dominio que el que dio la cosa en prenda tenía sobre ella.


PRENDAS ESPECIALES (SIN DESPLAZAMIENTO)


Este tipo de prendas, en que el deudor conserva la tenencia de la cosa pignorada, han sido establecida por leyes especiales, de las que solamente estudiaremos los requisitos de constitución.


PRENDA AGRARIA.- Creada por la Ley Nº 4.097.- “El contrato de prenda agraria tiene por objeto constituir una garantía sobre una cosa mueble, para caucionar obligaciones contraídas en el giro de los negocios relacionados con la agricultura, ganadería y demás industrias anexas, conservando el deudor la tenencia y uso de la penda”. (Art. 1º)

“El contrato de prenda agraria puede recaer solamente sobre: a) Animales de cualquier especie y sus productos; b) Máquinas de explotación, aperos y útiles de labranza de cualquier especie; c) Maquinarias y elementos de trabajo industrial, instalados o separadamente; d) Semillas y frutos de cualquiera naturaleza, cosechados o pendientes, al estado natural o elaborados; e) Maderas en pie o elaboradas, y f) Sementeras o plantaciones, en cualquier estado de su desarrollo”. (Art. 2º)


“El contrato de prenda agraria se perfecciona entre las partes y respecto de terceros por escritura pública o por escritura privada, debiendo, en este último caso, ser autorizada la firma por un Notario, o en las localidades en que no existiera Notario, por el Oficial del Registro Civil”.


“En ambos casos el contrato deberá ser inscrito en el Registro Especial de Prenda Agraria que llevará conservador de Bienes Raíces de cada departamento" (hoy comuna). (Art. 5º).


“El derecho del acreedor prendario es transferible por endoso escrito a continuación, al margen o al dorso del ejemplar del contrato inscrito. El endoso deberá contener la fecha, el nombre, domicilio y firma del endosante y del endosatario y ser autorizados por el mismo funcionario indicado en el artículo 5º”. (Art. 7º)


COMPRAVENTA DE MUEBLES A PLAZO.- Prenda creada por la ley 4.702, en los siguientes términos: “En los contratos de compraventa de una cosa corporal mueble, singularizable y no fungible, cuyo precio deba pagarse en todo o parte a plazo, el pago podrá garantizarse con prenda de la cosa vendida, pero conservando el deudor la tenencia de ella”. (Art. 1º).


“El contrato de compraventa y el de prenda que le acceda, deberán celebrarse conjuntamente por escritura pública o por instrumento privado autorizado por un notario o por el oficial de Registro Civil en la comuna donde no tuviere asiento un notario”.


“El derecho real de prenda se adquirirá y conservará por la inscripción del contrato en el Registro Especial de Prenda del departamento (hoy comuna) en que se celebre”. (Art. 2º).


Este Registro Especial de Prenda lo llevan los Conservadores de Bienes Raíces (Art. 40).


PRENDA INDUSTRIAL.- Fue creada por la ley 5.687, en los siguientes términos: “Se establece por la presente ley el contrato de prenda industrial, que tiene por objeto constituir una garantía sobre cosas muebles, para caucionar obligaciones contraídas en el giro de los negocios que se relacionan con cualquiera clase de trabajos o explotaciones industriales, conservando el deudor la tenencia y uso de la prenda”. (Art. 23).


“El contrato de prenda industrial podrá recaer sobre: a) Materias primas; b) Productos elaborados; c) Maquinarias: d) Vasijas; e) Productos agrícolas destinados a la industria; f) Herramientas y útiles; g) Animales, siempre que ellos sean elemento de trabajo industrial; h) Maderas; j) Elementos de transporte, como carros, camiones, naves, embarcaciones, etc.; k) Acciones, bonos y otros valores.  Y, en general, todas aquellas especies muebles que, en razón de la industria, formen parte integrante o accesoria de ella”. (Art. 24).


“El contrato de prenda industrial se perfecciona entre las partes y respecto de terceros por escritura pública o privada, debiendo en este último caso ser autorizadas las firmas por un notario, con expresión de la fecha. Para todos los efectos legales, se entenderá por fecha del contrato, la de su autorización. El contrato deberá ser inscrito en el Registro Especial de Prenda Industrial, que lleva el Conservador de Bienes Raíces de cada departamento”. (hoy comuna) (Art. 27).


PRENDA SIN DESPLAZAMIENTO.- Es la creada más recientemente, por la ley 18.112 de 1982, en los siguientes términos: “El contrato de prenda sin desplazamiento es solemne y tiene por objeto constituir una garantía sobre una cosa mueble, para caucionar obligaciones propias o de terceros, conservando el constituyente la tenencia y uso de la prenda”. (Art. 1º). “Puede caucionarse con prenda sin desplazamiento toda clase de obligaciones, presentes o futuras, estén o no determinadas a la fecha del respectivo contrato”. (Art. 4º inc. 1º).


“Podrá constituirse prenda sin desplazamiento sobre toda clase de bienes corporales muebles" (Art. 4º inc 2º).  "Las cosas que no han llegado al país pueden ser empeñadas...”. (Art. 5º). “Puede constituirse prenda sin desplazamiento sobre existencias de mercaderías, materias primas, productos elaborados o semielaborados y repuestos del comercio o industrias y , en general, de cualquier actividad de la producción o de los servicios...”. (Art. 6º).


“No podrán ser dados en prenda sin desplazamiento los muebles de una casa destinados a su ajuar”. (Art. 7).


“El contrato de prenda sin desplazamiento y su alzamiento deben otorgarse por escritura pública” (Art. 2º). “La tradición del derecho real de prenda se efectuará por escritura pública en que el constituyente exprese construirlo y el adquirente aceptarlo. Esta escritura pública podrá ser la misma del acto o contrato. En el caso de los vehículos motorizados esta escritura se anotará al margen de la inscripción del vehículo en el Registro de Vehículo Motorizados. En el caso que la prenda recaiga en naves menores en construcción o construidas, la escritura pública se anotará al margen de la inscripción de la nave en el respectivo Registro de Matrículas. Mientras no se practiquen tales anotaciones, el respectivo contrato de prenda será inoponible a terceros”.. (Art. 8º).


“Un extracto de la escritura del contrato de prenda sin desplazamiento se publicará en el Diario Oficial, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de su otorgamiento. Esta publicación se efectuará el día 1º ó 15 del mes o, si fuere domingo o  festivo, el primer día siguiente hábil... El contrato de prenda no surtirá efecto respecto de terceros sino desde la fecha de la publicación de su extracto, la cual sólo podrá practicarse en la forma señalada en este artículo”. (Art. 9º).

CURSO DE DERECHO COMERCIAL I
QUINTA PARTE
TÍTULOS DE CRÉDITOS

I.- NORMAS COMUNES.-


La actividad mercantil es fundamentalmente de mediación en el cambio de bienes o servicios de un patrimonio a otro; consiste en la circulación de valores patrimoniales. En esta circulación es importante destacar la cantidad de valores que se desplazan y la velocidad de este desplazamiento. El derecho común creó mecanismos de circulación que fueron resultando insuficientes para llenar los requerimientos de mayor rapidez, facilidad, certeza y seguridad en la circulación, por lo que fue el derecho comercial el que suplió, con los títulos de crédito, dicha insuficiencia. Estos documentos buscaron contar con las siguientes características o valores:


Certeza en la existencia del crédito.


Rapidez en las negociaciones propias de la circulación del crédito.


Seguridad en la ejecución final del título.


La teoría general de los títulos de crédito se fue elaborando con el estudio, aplicación y desarrollo de la letra de cambio, que conjugaba adecuadamente lo teórico y lo práctico de su utilización en el tráfico comercial y bancario.

DEFINICIÓN DE TÍTULO DE CRÉDITO.-


La definición más generalizada de los tratadistas es la siguiente: “Son documentos que llevan incorporado un derecho literal y autónomo, que se puede ejercer por el portador legítimo contra el deudor a la fecha de su vencimiento”. (Ricardo Sandoval, Derecho Comercial Tomo II, pág. 15 citando a Uría, Garrigues y Felipe de J. Tena).-


Lo más característico del título de crédito es su documentalidad, como origen, prueba y ejercicio del derecho.


En la mayoría de los casos, los documentos cumplen una función probatoria, son el medio de prueba de mayor uso en derecho común. En otros, el documento es constitutivo de la relación jurídica, como sucede en los contratos solemnes. Pero en los títulos de crédito la conexión entre el documento y la relación jurídica, además de originaria, es permanente. O sea, para que nazca el derecho, la voluntad originaria debe consignarse en el documento, pero el derecho que nació subsiste compenetrado con el documento, de modo que el título es condición necesaria y suficiente para atribuir el derecho, quien tiene el documento tiene el derecho.


Esta incorporación de la relación jurídica en el documento es el rasgo más característico de los títulos de crédito. Existe una “relación de necesidad” entre el derecho y el documento, en virtud de la cual el poseedor del título, por ser poseedor del documento, es el titular del derecho, y, asimismo, para ser titular del derecho es necesario ser poseedor del título. La incorporación, consorcio indisoluble del título con el derecho que representa, es la principal y fundamental característica de los títulos de crédito.

COMPOSICIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO.


Como ya se ha señalado en el título de crédito podemos distinguir, aunque férreamente incorporados, dos elementos: el documento y el vínculo jurídico en él contenido.


-Documento.- El documento es un bien mueble y, como tal, puede ser objeto de relaciones reales como el dominio, posesión, tenencia, usufructo; puede reivindicarse. Obviamente que su valor extrínseco, como papel es casi nulo pero su valor intrínseco, por lo que representa, está precisamente determinado por las obligaciones propias.


Materialmente es un documento, instrumento escrito en el que el suscriptor ha incorporado una declaración de voluntad con contenido económico. Tiene una función probatoria; es constitutivo de la obligación, al expresarse la voluntad en él precisamente en la forma prevista por el ordenamiento jurídico, y, además, tiene una función dispositiva, pues es indispensable para disponer del derecho a que se refiere.


-Vínculo jurídico.-  El título de crédito contiene una declaración documental con valor económico, de la que nacen obligaciones para el o los suscriptores y derechos para el poseedor legítimo del mismo.


Como fuente de obligaciones es una declaración unilateral de la que nace el vínculo jurídico obligacional. Es una declaración obligacional “no recepticia”: no depende de la voluntad del sujeto a quien se dirige; es “incondicionada”, pues su exigibilidad no está supeditada a ninguna contraprestación de aquel a quien favorezca; es "irrevocable", pues una vez formulada la declaración, el suscriptor no puede retirarla, y es “vinculante”, pues obliga a cumplir la obligación para quien quiera que sea su poseedor legítimo.


La declaración documental contiene, como lo hemos dicho, un vínculo jurídico representado por el documento mismo, que tiene la naturaleza de un crédito para el poseedor legítimo, quien tiene el derecho a exigir la prestación establecida en el título. El elemento voluntario, representado en el documento, origina un derecho documental. Del mismo modo el instrumento, cuando se le incorpora la declaración de voluntad con contenido económico, pasa a ser un documento constitutivo, convirtiéndose jurídicamente en condición necesaria para la existencia y el ejercicio del derecho en él representado.


Este mutuo intercambio entre el elemento material y voluntario; esta recíproca compenetración entre el documento y el derecho; esta vinculación de elementos estructurales, también denominada “conexión permanente” o “consorcio indisoluble”, explicado por la llamada “doctrina de la incorporación”, es lo que da lugar a un ente jurídico distinto: el “título de crédito”.


LEGITIMACIÓN.- Es “la propiedad que tiene el título de crédito de facultar a quien lo posee, según la ley de su circulación, para exigir del suscriptor el pago de la prestación consignada en el título y de autorizar al segundo para pagar válidamente su obligación, cumpliéndola en favor del primero”.-  (Felipe de J. Tena.  "Títulos de crédito", pág.19).


Los títulos de crédito son documentos necesarios para ejercer el derecho literal y autónomo incorporado en ellos.  Entonces, quien ha obtenido la posesión del título según sus propias normas de circulación, para la que habrá que determinar si es nominativo, a la orden o al portador, puede legítimamente exigir el cumplimiento de la obligación representada en el título y, a su vez, el deudor extingue legítimamente su obligación, cumpliéndola al poseedor del documento.


Por consiguiente, respecto de los títulos de crédito la apariencia de dominio, posesión, prevalece sobre la propiedad efectiva. Quien tiene la posesión legítima (habiéndola adquirida según la ley de su circulación), tiene la facultad de ejercer el derecho. Normalmente, el poseedor será también dueño, la ley lo presume, pero en el evento de que no lo fuera, la ley se inclina más por proteger la circulación del título, que el eventual derecho de dominio que pudiera corresponderle a algún no poseedor legítimo.

CARACTERÍSTICAS DE LOS TÍTULOS DE CRÉDITO.


A este respecto hay que distinguir:


A.- Caracteres esenciales y comunes de todos los títulos de crédito.-

1.-
Necesariedad.- Es decir, es imprescindible tener el título para ser titular y poder disponer del derecho documental representado en él.


Los efectos del carácter necesario del documento se traducen en que el derecho sólo puede nacer, existir y ser ejercido por el legítimo portador del título. Debido al carácter necesario del documento, el acreedor no puede suplir con otro instrumento jurídico la carencia de posesión del título para disponer del derecho.


En razón a esta característica de necesariedad, esencial y común a todos los títulos de crédito, el deudor puede legítimamente negarse a cumplir la obligación, si el requirente no le presenta y ofrece la entrega o restitución del documento.


2.-
Literalidad.- El contenido, extensión y modalidades de las obligaciones documentarias dependen exclusivamente del texto del título. Cualquiera modificación, ampliación, disminución o alteración debe aparecer del tenor literal del título.


De esta característica de literalidad, íntimamente vinculada a la de necesariedad, podemos deducir a lo menos los siguientes efectos:


a.-
El acreedor no puede pretender o exigir otra cosa ni más de lo expresado en el título;  ni el deudor está obligado a otra cosa;


b.-
El deudor no puede oponer otras excepciones que las que provengan de los elementos jurídicos literalmente contenidos en el documento.


c.-
Supone una “carga” de atención para todos  los que intervienen en el documento, pues cada uno debe atenerse a lo escrito en el título para determinar sus derechos y obligaciones.


d.-
El deudor que abona tiene el derecho y la “carga”" de exigir que se deje constancia literal del abono en el título.


Estas características de literalidad y necesariedad propician los valores de certeza, rapidez y seguridad especialmente buscados en los títulos de crédito.


3.-
Autonomía.- A diferencia de la cesión de créditos del derecho común, que implica una sucesión particular de los derechos u obligaciones, transferencia derivada, con todos sus defectos, acumulación de vicios, limitaciones y excepciones; la evolución jurídica que creó los título de crédito les dio a éstos el carácter de  autónomos, esto es, independientes de las relaciones o vínculos jurídicos de cada uno de los poseedores sucesivos con ese deudor. En otras palabras, el título de crédito vale por sí mismo y el vínculo jurídico de obligaciones en él contenidas es siempre originario, no derivado.-


El derecho del poseedor legítimo es originario, no deriva del tradente, sino que nace nuevo en el adquirente al recibir el título según su ley de circulación; no es sucesor de quien se lo transfirió, sino que lo adquiere en forma originaria. Por consiguiente, el portador ejerce un derecho propio distinto e independiente de las relaciones jurídicas existentes entre los anteriores poseedores del título y el deudor.


En los títulos de crédito se prescinde de las relaciones jurídicas y, por aplicación del principio de autonomía, la intervención de los sucesivos poseedores queda convertida en un elemento casi irrelevante, reduciéndose a una función meramente instrumental, ya que el acto de transferencia que ejecutan sirve únicamente para vincular al deudor con el último poseedor del título. Se justifica la adquisición originaria  del derecho, fundamento del principio de la autonomía en los títulos de crédito, porque, cualquiera que sea la situación de los sujetos en la transferencia del documento, legítima o ilegítima, cumplen sólo una función instrumental, que permite al último poseedor vincularse en forma directa con el deudor por medio del título.


El efecto más importante del carácter autónomo de los títulos de crédito es que, durante la circulación del derecho incorporado, no se produce la acumulación de vicios o defectos que pudieran derivarse de cada transferencia, originando excepciones de carácter personal. Cada sujeto que transfiere asume una relación jurídica independiente de los demás. La prescindencia subjetiva de las situaciones jurídicas intermedias hace que la relación portador-deudor sea objetiva o impersonal, ya que no interesa quien requiera el cumplimiento de la obligación, sino que lo importante es que tenga la posesión del documento y que se haya cumplido con la ley de su circulación.


El principio de la autonomía opera activa y pasivamente. Desde el punto de vista activo, significa para el titular del crédito que no puedan acumularse excepciones personales. Pasivamente, implica la total y absoluta independencia de las obligaciones asumidas por cada uno de los firmantes del título. Por ejemplo, en los títulos a la orden, analizada activamente la cadena de endosos, cada sujeto que recibió el título de crédito recibió un derecho autónomo, o sea, cada uno de los endosatarios tendrá un derecho originario respecto de cada uno de los firmantes anteriores, y desde el punto de vista pasivo, la obligación jurídica es independiente para cada uno de los firmantes obligados, no importando cualquier defecto de capacidad o personería que pudiera afectar a las firmas intermedias.


Ello está reconocido en el artículo 7° de la ley 18.092, sobre letra de cambio y pagaré, al disponer que “la incapacidad de alguno de los signatarios de una letra de cambio, el hecho de que en ésta aparezcan firmas falsas o de personas imaginarias, o la circunstancia de que, por cualquier motivo, el título no obligue a alguno de lo signatarios o a las personas que aparezcan como tales, no invalidan las obligaciones que derivan del título para las demás personas que lo suscriben”.


B- Características particulares de algunos títulos de crédito.-

Ordinariamente, un título de crédito se emite con ocasión de un acto o contrato diferente. En algunos casos la entrega del título de crédito extingue la obligación. Así, dentro de las disposiciones generales del Código de Comercio, el artículo 125 dispone que, “si se dieren en pago documentos al portador, se causará novación si el acreedor al recibirlos no hubiese hecho formal reserva de sus derechos para el caso de no ser pagados”. Asimismo, en el Nº 2º del artículo 76 de la ley 18.175, sobre quiebras, establece la inoponibilidad a la masa de todo pago de deuda vencida que no sea ejecutado en la forma estipulada en la convención, agregando: “La dación en pago de efectos de comercio equivale a pago en dinero”.


En cambio, el artículo 12 de la ley 18.092 sobre letras de cambio y pagarés, aclara que “el giro, aceptación o transferencia de una letra no extinguen, salvo pacto expreso, las relaciones jurídicas que les dieron origen, no producen novación”. Y el artículo 37 del D.F.L. 707, sobre cuentas corrientes bancarias y cheques, sostiene que “el cheque girado en pago de obligaciones no produce la novación de éstas cuando no es pagado”.

Entonces, pueden coexistir dos relaciones jurídicas: la “relación fundamental” que dio origen al título de crédito, sometida al derecho común, y la “relación documental”, netamente mercantil.

LA CAUSA EN LOS TÍTULOS DE CRÉDITO.

El artículo 1.467 del Código Civil dispone que “no puede haber obligación sin una causa real y lícita; pero no es necesario expresarla. La pura liberalidad o beneficencia es causa suficiente”. Y aclara a continuación: “Se entiende por causa el motivo que induce al acto o contrato; y por causa ilícita la prohibida por la ley, o contraria a las buenas costumbres o al orden público”.


Doctrinariamente se distingue entre “causa-fuente” y “causa-fin”. La primera es el acto por el cual una persona exterioriza su voluntad de obligarse, comúnmente denominada fuente de obligaciones. En otras palabras, la causa de la obligación es la voluntad exteriorizada en un hecho al que el derecho le atribuye la virtud de crear el vínculo obligacional. En cambio, en la noción de “causa-fin” se considera la finalidad económica, o mera liberalidad o beneficencia, que el sujeto tiene en cuenta o a la cual aspira mediante el acto de voluntad exteriorizado, que hizo nacer la obligación.


Respecto de los títulos de crédito no existen dudas sobre la “causa-fuente”, pues siempre lo será el documento mismo, sino que se plantea el problema respecto de la “causa-fin”.


-Una posición doctrinaria estima que la causa de los títulos de crédito es una “convención ejecutiva”, que permite ejecutar o cumplir la relación fundamental. En otras palabras, entre la “relación fundamental”, y la “relación documental”, o “cambiaria”, existe una “convención ejecutiva”, que resulta ser la causa del título de crédito, ya que mediante esta “convención”, el acreedor y el deudor cumplen la “relación fundamental”. (Por ejemplo: en una compraventa con pago de precio a plazo -“relación fundamental”-, los contratantes acuerdan que, para el cumplimiento de la obligación del comprador, éste acepte sendas letras de cambio por cada una de las cuotas de saldo de precio -“convención ejecutiva”- lo que constituiría la “causa fin” de la aceptación y nacimiento de la “relación documental” o “relación cambiaria”).


-Otro sector estima que la causa estriba en el “pactum cambiando”, esto es: el negocio jurídico por el cual se entrega o transmite el título.


En ambas tendencias doctrinarias se distinguen tres tipos de relaciones:


-
La “relación fundamental” entre dos personas, vínculo fundamental que sería la causa por la cual la otra se obligó, lo que antes era la provisión de fondos.


-
La “convención ejecutiva” o “pactum cambiando”, que sirve para cumplir la relación fundamental o para entregar o transmitir el título, y 


-
La “relación documental” o “relación cambiaria”, en virtud de la cual se contrae la obligación cambiaria.


-Una tercera teoría postula que la causa de los títulos de crédito se encontraría directamente en la “relación fundamental”, puesto que es el presupuesto económico jurídico que justifica la obligación documental asumida por el suscriptor. En los títulos de crédito la “causa fuente” no puede faltar, porque es su propia forma de exteriorizarse, documentalmente, con virtudes constitutivas y dispositivas. La causa fin, que es la “relación fundamental”, podría faltar o sería irrelevante. De ello deviene lo siguiente:


1.-
Considerando la vinculación de los elementos que conforman la estructura del titulo de crédito -documento y declaración documental- cabe concluir que es el título, en tanto instrumento que documenta la relación en él incorporada, el que tiene carácter abstracto, pero la obligación -declaración documental-, que se encuentra vinculada a una “relación fundamental”, no tendría tal carácter.


2.-
La “causa-fuente” nunca puede faltar, por ser el acto externo de voluntad, pero la “causa-fin” puede faltar, no existir una “relación fundamental”. Y puede ser precisamente esa falta de “relación fundamental” la causa del título de crédito, como, por ejemplo, cuando se emite solamente para la obtención de recursos financieros.-


3.-
La relación en un título de crédito entre los que están vinculados por la “relación fundamental” y los que no lo están, tiene distinta relevancia jurídico-doctrinaria. No ofrece dudas la situación entre el emisor y el beneficiario directo, puesto que están ligados por la “relación fundamental”. Pero al tercero sucesor del documento, portador legitimado que no participó en el negocio o relación fundamental, no le son oponibles las consecuencias jurídicas de tal negocio.


4.-
Con esta interpretación doctrinaria no se lesionan ni el rigor cambiario ni el beneficio de la circulación, puesto que se presume la causa del título, cambiando el peso de la prueba al que se excepciona.

CONCEPTO DE TÍTULO DE CRÉDITO ABSTRACTO.


Ha sido definido como “aquel documento cambiario que, por estar desvinculado de su causa, no menciona la relación fundamental, y, en caso de hacerlo, ello resulta irrelevante”. (Ricardo Sandoval López, Derecho Comercial, Tomo II, pag. 45).-


La abstracción se produce respecto de los portadores de buena fe, pero no en relación a quienes celebraron el negocio causal “relación fundamental”. No es que los títulos de crédito carezcan de causa-fin, sino que ella se presume en el ámbito cambiario, resultando irrelevante respecto del portador de buena fe, que no intervino en la relación fundamental. Lo que se encuentra informado del carácter abstracto es el título de crédito cambiario y no la obligación misma. La “causa-fuente” nunca puede faltar, pero la “causa-fin” si. Siendo irrelevante la “causa-fin”, ella no afecta al derecho del portador legitimado para demandar el pago del título, que puede reclamarse prescindiendo de la relación fundamental.

ABSTRACCIÓN Y AUTONOMÍA EN LOS TÍTULOS DE CRÉDITO.-


La “abstracción” cambiaria es la característica que impone al deudor del título de crédito una “prescindencia objetiva” de la “relación fundamental” frente al portador del título, tercero de buena fe. Mediante esta prescindencia objetiva, exclusiva de los títulos abstractos, se concreta la total irrelevancia del negocio causal en las relaciones cambiarias que se producen entre los sujetos vinculados por éstas. En otras palabras, el deudor de un título de crédito debe cumplir su obligación al portador legítimo, sin importar la razón o motivos que tuvo al suscribirlo.


Por su parte, la “autonomía” es una “prescindencia subjetiva”, en virtud de la cual el deudor no puede oponer al portador excepciones basadas en las relaciones personales con anteriores portadores del documento. De cada transferencia del documento nace un derecho nuevo para el portador, desvinculado del derecho de quien se lo transfiere y de los demás portadores anteriores.

CARACTERÍSTICAS DE FORMALIDAD DE LOS TÍTULOS ABSTRACTOS.-


Los títulos de crédito abstractos son completos, en cuanto a que las relaciones cambiarias quedan determinadas por su contenido literal, el que suele estar sometido al cumplimiento de ciertos requisitos formales. (Por ej.: ver Arts. 1º y 102 de la ley 18.092).


Los títulos de crédito abstractos -“formales”- se oponen a los títulos de crédito causales, que son aquéllos que pueden mencionar en su texto la causa o relación subyacente que motivó su emisión. Estos títulos se denominan “no formales” o “incompletos”, puesto que de algún modo la cuantía, modalidad y eficacia se encuentran complementadas por la referencia a la relación fundamental que motivó su libramiento. (Por ej.: los bonos o debentures, que hacen referencia a la escritura de emisión y a la escritura social de la empresa emisora).

CLASIFICACIÓN DE LOS TÍTULOS DE CRÉDITO.

Se pueden clasificar en cuanto a su contenido, o los derechos en ellos contenidos; o según la forma en que se han emitido, que determina la persona del beneficiario y su ley de circulación, o a la persona que lo emite.


En cuanto al contenido:

a)
Títulos de pago o efectos de comercio.- El título obliga al deudor a pagar una suma de dinero. Son de esta clase la letra de cambio, el pagaré, el cheque, la carta orden de crédito y la libranza.


b)
Títulos representativos de mercaderías.- El título conlleva el derecho de disposición sobre determinadas cosas materiales.  Pertenecen a este grupo los certificados o vales de depósito en almacenes generales, las cartas de porte, los conocimientos de embarque, las facturas, etc.


c)
Títulos de participación social o valores mobiliarios.- El contenido del título de crédito consiste  en un conjunto de derechos de diversa naturaleza inherentes a la calidad de socio de la entidad que lo emite o a la condición de acreedor de la misma. Muchos tratadistas no gustan de considerarlos títulos de crédito y prefieren denominarlos “títulos-valores” o “valores mobiliarios”.  Pertenecen a esta clase las acciones emitidas por sociedades anónimas, los bonos o debentures, los pagarés emitidos por instituciones públicas como Tesorería, Banco Central, etc.


En cuanto a la forma.-

a)
Títulos al portador.- Se emiten sin mencionar en su texto al beneficiario o, si apareciere, se les adiciona la cláusula “al portador”. La simple tradición del documento es suficiente para quedar legitimado en el ejercicio del derecho. Basta la posesión del título y su presentación al sujeto requerido de pago, al deudor.


b)
Títulos a la orden.- Aunque emitidos a nombre o en beneficio de una persona determinada, facultan a ésta, de modo expreso o implícito, a transferirlo sin intervención del deudor. Los títulos a la orden circulan mediante endoso, que es una declaración documental literalizada al dorso del instrumento, con la firma de quien la otorga.


El portador de un título a la orden, para ejercer los derechos documentales, debe acreditar su legitimación activa con lo siguiente:  posesión del documento; exhibición del mismo al deudor requerido, y una cadena ininterrumpida y regular de endosos.


c)
Títulos nominativos.- Son documentos que se giran a favor de determinado sujeto y, tanto su emisión como sus sucesivas transferencias, deben inscribirse en el registro del emisor. Estos títulos no son completos en su literalidad, porque no puede prescindirse del registro del emisor. Pertenecen a este grupo las acciones y los bonos o debentures.


Doctrinalmente hay quienes les niegan el carácter de títulos de crédito, fundamentalmente porque: a) Estando sometido a registro, no puede considerarse autónomo ni literal; b) el registro significa tener que contar con el consentimiento del emisor para que opere la transferencia, y c) el emisor, al estar facultado para no permitir la transferencia, lesiona los caracteres esenciales de los títulos de crédito.


En contrario se argumenta que lo que el emisor del título hace al crearlo nominativo es asumir el deber o carga de registrar cada transferencia, no pudiendo jurídicamente negarse a ello.


Para ejercer los derechos que emanan de estos títulos de crédito se requiere estar en posesión del título; su presentación al deudor y una cadena de traspasos y registro de los traspasos en el registro del emisor del título.


Atendido quien los emite.-

a)
Títulos públicos.-  Se denominan efectos públicos los títulos de crédito contra el Estado reconocidos como negociables, los de los establecimientos públicos y empresas autorizadas para hacerlos circular, y los emitidos por los gobiernos extranjeros, siempre que su negociación no esté prohibida. (Art. 68 Código de Comercio).


b)
Títulos privados.- Son los títulos de crédito emitidos por los particulares.


Existen también otros criterios de clasificación de los títulos de crédito, como los de carácter civil o mercantil, según la naturaleza jurídica que les da origen, pero de escasa aplicación práctica, especialmente por lo dispuesto en el Nº 10 del artículo 3º del Código de Comercio, y según su posibilidad de fraccionamiento también se clasifican en títulos de créditos unitarios o múltiples, siendo estos últimos los que admiten fraccionamiento, como los bonos, en cambio los unitarios no la admiten.  También los títulos de crédito pueden emitirse masivamente, como las acciones y bonos, o individualmente, como los pagarés.

II.- LETRA DE CAMBIO.-


FUNCION.-


La letra de cambio nació como un medio para probar y ejecutar el contrato de cambio, que el artículo 620 del Código de Comercio define como “una convención por la cual una de las partes se obliga, mediante un valor prometido o entregado, a pagar o hacer pagar a la otra parte o su cesionario legal cierta cantidad de dinero en un lugar distinto de aquel en que se celebra la convención”. Y el artículo 621 aclara: “El contrato de cambio se perfecciona por el solo consentimiento de las partes acerca de la cantidad que debe ser pagada, el precio de ella, el lugar y época del pago...”. Y este artículo terminaba con una frase categórica: “Se ejecuta por la entrega de un documento de crédito llamado letra de cambio”, la que fue eliminada por el Nº 4 del artículo 108 de la ley 18.092.

En la evolución de la letra de cambio, ella dejó de ser exclusiva para la ejecución del contrato de cambio utilizándose como medio de pago y circulación y como instrumento de crédito, para lo cual se le incluyó la cláusula “a la orden”; se aseguró que el librado estará dispuesto a cumplir la orden o promesa de pago mediante su aceptación, y se afirmó su circulación, consagrándose la imposibilidad de excepciones y obligando al pago solidario de ella a todos los endosantes. Asimismo, al poder ser una misma persona el librador y beneficiario y suprimirse el elemento de la “distancia loci”, se separa a la letra definitivamente del contrato de cambio.


Entonces, repito, actualmente la letra de cambio cumple funciones como medio de pago y circulación, como instrumento de crédito y también para ejecutar el contrato de cambio.

DEFINICION.-


Existen varias definiciones, incluso el Código de Comercio contenía una en su artículo 632, hoy derogado. Parece aceptable decir que la letra de cambio es un título de crédito, que contiene la orden, no sujeta a condición, de pagar una cantidad determinada o determinable de dinero, en la oportunidad establecida en ella, cuyo portador legítimo puede exigir su cumplimiento al aceptante y demás obligados al pago.
PERSONAS QUE INTERVIENEN.-

En la letra de cambio pueden intervenir varias personas, siendo las principales las siguientes:


1.-
Librador o girador.- Es la persona, natural o jurídica, que emite el título. Es precisamente quien da la orden de pagar, gira la letra de cambio, crea el título de crédito y, por ende, contrae también obligaciones, según veremos más adelante.


2.-
Librado o girado.- Es la persona, natural o jurídica, a quien se ordena que pague la cantidad girada. En el momento que acepta el encargo se convierte en aceptante.


3.-
Tomador o beneficiario.- Es la persona designada a cuya orden debe pagarse la suma de dinero. Vimos que actualmente puede ser una misma persona el librador y el beneficiario, salvo que se gire para la ejecución de un contrato de cambio, en que necesariamente deben ser distintas.


4.-
Endosante.- Es el que transfiere a otro el documento en virtud del endoso.-


5.-
Avalista.- Es quien afianza el pago del documento, garantizando solidariamente a alguno de los obligados.


6.-
Portador, tenedor o poseedor.- Es quien ha adquirido el título según su ley de circulación y tiene el derecho de exigir su pago.

ENUNCIACIONES DE LA LETRA DE CAMBIO.-

El artículo 1º de la ley 18.092 establece los requisitos formales que debe contener la letra de cambio, a saber:


1.-
La indicación de ser letra de cambio, escrita en el mismo idioma empleado en el título.- Es una enunciación esencial que no puede suplirse por otra, aunque sea equivalente.


2.-
El lugar y fecha de su emisión.- Su importancia radica principalmente para la aplicación del principio “lex locus regis actus”, (principio que inspira, entre otros, el artículo 17 del Código Civil y el 263 del Código de Derecho Internacional Privado); para establecer la fecha de vencimiento cuando es girada a un plazo contado desde la fecha del giro, y para determinar la capacidad del librador, del librado y del tomador o beneficiario, que debe considerarse al tiempo de la emisión.


La mención de la fecha es esencial. En cambio, si la letra no indicare el lugar de emisión, se considerará girada en el domicilio del librador (el que, por lo demás, no suele aparecer en el documento).


3.-
La orden, no sujeta a condición, de pagar una cantidad determinada o determinable de dinero.- Es interesante recalcar que la cantidad puede ser determinada o determinable, esto es, puede girarse en moneda extranjera, en unidades de fomento u otro sistema de reajustabilidad y pactarse intereses. No se exige que la cantidad esté escrita en cifras y palabras, pero, conforme al artículo 6º de la ley 18.092, si el importe de la letra apareciere escrito a la vez en palabras y en cifras, valdrá la suma escrita en palabras en caso de diferencia entre unas y otras.


4.-
El nombre y apellido de la persona  a que debe hacerse el pago o a cuya orden debe efectuarse.-  Se trata de tomador o beneficiario de la letra  de cambio.


5.-
El nombre, apellido y domicilio del librado.- Es una mención esencial destinada a determinar en la letra de cambio la persona a cuyo cargo se gira el documento. Si hubiese varios librados, deberá indicarse un domicilio único para todos ellos (Ins. final Art. 1º ley 18.092).


Conforme al artículo 4º de la ley en estudio, si una letra se girare contra varias personas, todas ellas se considerarán librados, a menos que expresamente se hubiese designado algún orden, en cuyo caso se entenderá como librado al que aparezca en primer lugar en el documento y los demás, como librados subsidiarios en el orden señalado.-


6.-
El lugar y la época de pago.- Es un elemento de la naturaleza de la letra de cambio, puesto que la misma disposición en estudio establece: “No obstante, si la letra no indicaré el lugar del pago, éste deberá hacerse en el domicilio del librado señalado en el documento; y si no estuviese la fecha de su vencimiento, se considerará pagadera a la vista”.


Ampliando el contenido de esta enunciación de la letra de cambio, el artículo 5º de la ley 18.092 dispone: “La letra de cambio puede girarse para ser pagada en el domicilio de un tercero, ya sea en la localidad en que el librado tenga el suyo o en otra distinta”.


Por su parte, el artículo 43 de la ley en estudio señala que “el librado puede señalar en su aceptación un domicilio o residencia diferente del que resulte del texto de la letra, para que en ella se efectúe el pago, siempre que esté ubicado en la misma provincia”. La aceptación para pagar en cualquier lugar fuera de dicha provincia equivale a un rechazo de la aceptación.


Por último, conviene anticipar respecto al lugar del pago que, conforme al artículo 53 de la misma ley, siempre que el tenedor de una letra aceptada fuere un banco o una sociedad financiera, ya como beneficiaria, ya como endosataria, el pago deberá hacerse en la oficina que tenga en su poder la letra y que esté situada en la comuna en que corresponda hacerse el pago.


7.-
La firma del librador.- Es un elemento esencial  de la letra de cambio, puesto que el girador o librador es quien crea o emite el título de crédito, por lo que su firma no puede faltar.


Sanción.- Está establecida en el artículo 2º de la ley 18.092, que dispone: “El documento en que no se cumpla con las exigencias del artículo precedente no valdrá como letra de cambio”.


Incorporación de menciones posteriores al giro.- La sanción señalada precedentemente se refiere al momento en que se pretende hacer exigible la obligación señalada en el título. Por eso, el artículo 11 de la ley 18.092 dispone: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2º, si la letra de cambio no contiene las menciones de que trata el artículo 1º, cualquier tenedor legítimo podrá incorporarlas antes del cobro del documento, sujetándose en todo ello a las instrucciones que haya recibido de los obligados el pago de la letra”. Pero el legislador prevee la posibilidad de que el tenedor abuse de esta facultad, por lo que agrega: “Si se llenaré en contravención a las instrucciones, el respectivo obligado podrá eximirse de su pago probando tal circunstancia. Esta exoneración de responsabilidad no podrá hacerse valer respecto del tenedor de buena fe”, y culmina advirtiendo: “Todo lo anterior no obsta al ejercicio de las acciones penales que fueren procedentes”.


Menciones facultativas.- Las enunciaciones establecida en el artículo 1º de la ley 18.092 son obligatorias, so pena de falta de validez como letra de cambio, pero el artículo 13 permite otras, disponiendo: “Además de las menciones indicadas en el artículo 1º, la letra de cambio puede contener:”


“1.-
La comuna dentro de la cual esté ubicado el lugar de pago;”


“2.-
La cláusula de ser reajustable la cantidad librada, que se expresará mediante la palabra "reajustable" u otra igualmente inequívoca;” (generalmente de acuerdo a la variación de la U.F.).


“3.-
La cláusula de intereses, los que correrán desde la fecha en que la letra fue emitida y hasta su efectivo pago, a menos que en la letra se indiquen otras fechas; y se calcularán sobre la cantidad reajustada, en su caso, salvo mención expresa en contrario;”


“4.-
La cláusula “devuelta sin gastos” o “sin obligación de protesto”, y”


“5.-
Otras menciones que no alteren la esencia de la letra”.


Respecto de la cláusula de ser reajustable, el artículo 14 aclara que la cantidad librada se ajustará conforme a las reglas que el documento señale, pero que la indicación de sistemas prohibidos por la ley se tendrá por no escrita. No indicándose sistema se reajuste, se aplicará el de las operaciones de crédito de dinero vigente a la época de la emisión de la letra. (Actualmente la Ley 18.010).


Adulteración de la letra.-  Ello puede ser objeto de sanción penal (Arts. 193, 197 y 198 del Código Penal), pero en relación a las obligaciones cambiarias, el artículo 15 de la ley 18.092 dispone que “en caso de adulteración de una letra de cambio, los signatarios anteriores se obligan conforme al texto original y los posteriores conforme al nuevo texto”. Debe quedar bien claro que esta norma se refiere a adulteraciones, esto es: modificaciones efectuadas sin el consentimiento de los obligados.


Alteración del contenido.- Conforme al artículo 16 de la ley, “cualquiera de los obligados al pago de una letra puede, mediante una nueva firma, consentir en una alteración de su texto, quedando obligado en los nuevos términos que se indiquen”. Debe quedar claro que el único obligado en los nuevos términos es el que consiente con su firma  en la alteración del texto primitivo, pero no afecta a los demás obligados.

CIRCULACION DE LA LETRA DE CAMBIO.- EL ENDOSO.-

Definición de endoso. El artículo 17 de la ley 18.092 lo describe de la siguiente manera: “El endoso es el escrito por el cual el tenedor legítimo transfiere el dominio de la letra,  la entrega en cobro o la constituye en prenda”.


Agrega: “El endoso debe estamparse al dorso de la letra misma o de una hoja de prolongación adherida a ella”.


"El endoso debe ser firmado por el endosante".


Letras endosables.- En términos generales toda letra de cambio es susceptible de ser endosada, “aún la no librada expresamente a la orden”. Sin embargo, si el librado ha insertado en la letra las palabras “no endosable” o una expresión equivalente, solo podrá transferirse o constituirse en prenda conforme a las normas aplicables a los créditos nominativos, aunque, en todo caso, puede endosarse en comisión de cobranza.


Características.- El artículo 19 de la ley 18.092 es perentorio al disponer: “El endoso debe ser puro y simple”. “Toda condición a la que se subordine el mismo se reputa no escrita”. “El endoso parcial no produce efecto alguno”.


El endoso puede contener, además de la firma del endosante o de la persona que lo extienda a su ruego o en su representación, las siguientes menciones: el lugar y fecha de su otorgamiento, el nombre del endosatario y la calidad del endoso en su caso. El endoso en que se omite el lugar de su otorgamiento se presume hecho en el domicilio del endosante, y el endoso sin fecha se presume  extendido antes del vencimiento de la letra.


Clases de endosos.-

A.-
En cuanto a la persona del endosatario.-

1.-
A favor del endosatario.- Esto es, cuando se indica la persona del endosatario, que puede ser un tercero, el librado o aceptante, el librador o cualquier otro obligado. Las personas a cuyo a favor se ha endosado una letra, pueden volver a endosar la letra.


2.-
En blanco.- Es decir, no se señala la persona del endosatario. El endoso firmado por el endosante que no contenga el nombre del endosatario, es endoso en blanco. El endoso al portador vale como endoso en blanco. La sola firma del endosante constituye también endoso en blanco.


El endoso en blanco autoriza al tenedor de la letra de cambio para llenarlo, anteponiendo a la firma del endosante su propio nombre o el de un tercero, y para transferir la letra, sin llenar el endoso, por la sola entrega del documento.  Autoriza, asimismo, al tenedor para endosarla.


B.-
En cuanto a su calidad.-

1.-
Traslaticio de dominio.- El endoso que no exprese otra calidad es traslaticio de dominio y transfiere al endosatario todos los derechos que emanan de la letra.


El endoso traslaticio de dominio garantiza la aceptación y pago de la letra y el o los endosantes serán solidariamente responsables de los efectos de la falta de aceptación o pago, salvo estipulación en contrario estampada en el dorso mismo. El endosante puede prohibir un nuevo endoso y, en tal caso, no responde ante los endosatarios posteriores de la letra.


El tenedor de una letra de cambio se considera portador legítimo si justifica su derecho por una serie no interrumpida de endosos, aunque el último esté en blanco. Para los efectos de establecer la existencia de una serie ininterrumpida de endosos, los endosos tachados o borrados se tienen por no escritos, y, cuando a un endoso en blanco sigue otro endoso, se reputa que el firmante de éste ha adquirido la letra por el endoso en blanco.


Por su parte, el pagador de una letra de cambio no está obligado a cerciorarse de la autenticidad de los endosos, ni tiene facultad para exigir que ésta se le compruebe, pero debe verificar la identidad de la persona que la presente al cobro y la continuidad de los endosos, so pena de quedar responsable si paga a portador ilegítimo del documento.


El endosatario en dominio, portador legítimo de una letra de cambio, no puede ser privado de ella, salvo que se pruebe que la adquirió de mala fe o que no pudo menos que conocer su origen irregular. Y la persona demandada en virtud de una letra de cambio no puede oponer al demandante excepciones fundadas en relaciones personales con anteriores portadores de la letra. (Autonomía del título)


2.-
En comisión de cobranza.- El endoso que contiene la cláusula “valor en cobro”, “en cobranza” u otra equivalente, importa un mandato para el cobro y faculta al portador para ejercer todos los derechos derivados de la letra de cambio, salvo los de endosarla en dominio o en garantía. El endoso efectuado por el endosatario en cobro sólo produce los efectos propios del endoso en cobranza.


Obviamente, el endosante en cobranza no respondería ante los endosatorios de la falta de aceptación o pago de la letra, pues se trata de un mandato.


El endosatario en cobranza puede cobrar y percibir, incluso judicialmente, y tiene todas las atribuciones propias del mandato judicial, incluso aquellas facultades que, conforme a la ley, requieren de mención expresa.


La letra nominativa o no endosable es susceptible de endoso en comisión de cobranza.


3.-
En prenda.- El endoso que incluye la cláusula “valor en prenda”, “valor en garantía” u otra equivalente, importa constitución en prenda de la letra de cambio y faculta al portador para ejercer todos  los derechos emanados de la letra, cobrarla judicial o extrajudicialmente y aplicar sin más trámite su valor al pago de su crédito, con obligación de rendir cuenta al endosante. Sin embargo, salvo estipulación en contrario, este endosante no responde de la aceptación o pago de la letra.


Mientras el endosatario en garantía mantenga la letra en su poder, debe practicar todas las diligencias necesarias para conservar los derechos emanados de ella, como por ejemplo protestarla cuando fuere procedente.


El endoso hecho por un endosatario en garantía sólo vale como endoso en comisión de cobranza.-

ACEPTACION DE LA LETRA DE CAMBIO.-

Cuando la letra de cambio se emite por el librador sólo contiene su firma, por lo que resulta el primer obligado al pago del título de crédito. Posteriormente aparecen otras personas firmando y constituyéndose también obligados al pago, como el librado que acepta la orden de pago, los avalistas y endosantes. Cada una de estas firmas generan obligaciones independientes, hasta el extremo que el artículo 7º de la ley 18.092 dispone: “La incapacidad de alguno de los signatarios de una letra de cambio, el hecho de que en ésta aparezcan firmas falsas o de personas imaginarias, o la circunstancia de que, por cualquier motivo, el título no obligue a alguno de los signatarios o a las personas que aparezcan como tales, no invalidan las obligaciones que derivan del título para las demás personas que lo suscriben”.(Autonomía del título)


De estas firmas que obligan independientemente, la más importante es la del librado que acepta pagar la obligación contenida en el título.


Concepto.- Se ha definido la aceptación como “el compromiso contraído por el librado de pagar la cantidad girada en la letra”. (Ricardo Sandoval. Op. ct. T II, pág. 113).


Mientras el librado no firma la letra de cambio prestando su aceptación, no contrae la obligación de pagar la cantidad girada.  Para explicar la razón por la que el librado admite el encargo de pagar la letra, la doctrina clásica francesa supone una relación causal entre el librador que emite el documento y el librado que lo acepta, la conocida “provisión de fondos” propia del contrato de cambio: “mediante un valor prometido o entregado”. O sea, la aceptación hace presumir que existe una provisión de fondos para cubrir la cantidad girada.


Otra explicación recurre a la figura de la delegación. El librado -delegado- se obliga por orden del delegante -librador- hacia el beneficiario -delegatario. Sin embargo, esta explicación haría desaparecer el vínculo entre el librado y el girador, que pasaría a ser reemplazado por la deuda del aceptante con el beneficiario, pero esta novación no se produce.


Según Ripert, la aceptación del librado viene a ser una coparticipación del librado en la emisión de la letra de cambio. Esta aceptación es fundamental en la emisión, pues la firma del librado aceptándola da al beneficiario la certeza de que el título no es ficticio.


Dadas las características actuales de la letra de cambio, compartimos la idea que la aceptación constituye una declaración unilateral de voluntad del librado, en virtud de la cual el aceptante se constituye en deudor cambiario. Esta declaración unilateral origina una obligación literal y abstracta, propia de los títulos de crédito, que convierte al aceptante en deudor directo y principal,  sin consideración a sus eventuales relaciones con quien requirió su aceptación.


Presentación de la letra de cambio para su aceptación.- El origen de la letra de cambio, medio de ejecución del contrato de cambio que debía cumplirse “en un lugar distinto de aquel en que se celebra la convención”, significó que el documento era una carta enviada al librado para que aceptara pagar al beneficiario, de ello proviene su denominación, de la palabra francesa “lettre” -carta-, más específicamente “lettre de change”. Por consiguiente, el tomador o beneficiario, o en su caso el endosatario, en otras palabras el portador legítimo, debe presentar la letra de cambio al librado para requerir su aceptación, lo que puede hacer por si o por mandatario especial, aún cuando no la haya endosado en favor de éste. La mera tenencia de la letra hace presumir el mandato y confiere la facultad necesaria para presentarla a la aceptación y, en su defecto, requerir el protesto. (Art. 34 ley 18.092).


Como ya vimos, si una letra se girase contra varias personas, todas ellas se consideran librados, a menos que expresamente se hubiese designado algún orden, en cuyo caso se entenderá como librado sólo al que aparezca en primer lugar en el documento y los demás como librados subsidiario en el orden señalado. En el primer caso, girada la letra contra varios librados conjuntos, denegada la aceptación por cualquiera de ellos deberá protestarse por falta de aceptación.  En cambio, en el segundo caso el portador deberá ir protestando la letra por falta de aceptación a medida que se vayan produciendo las negativas en el orden señalado.


En todo caso, cabe destacar que el artículo 45 de la ley 18.092 dispone que “habiendo varios librados, cualquiera que sea la forma en que están designados, el que acepta se obliga al pago de la letra”.


La presentación de la letra a la aceptación se hará en el domicilio o residencia del librado, a menos que se señale en la letra un lugar determinado para este efecto.


En cuanto a la oportunidad para efectuar la presentación, la ley dispone que la letra girada a día fijo y determinado a un plazo de la fecha de giro, puede ser presentada para la aceptación en cualquiera oportunidad, dentro del plazo de su vencimiento.  Y la letra girada la vista o a un plazo contado desde la vista, deberá presentarse dentro del año contado desde la fecha de giro, puesto que si no es aceptada en el plazo de un año a partir de la fecha de giro quedará sin valor, a menos de ser protestada oportunamente por falta de aceptación o de fecha de aceptación en su caso.


La aceptación no puede requerirse en días feriados, en día sábado ni el 31 de diciembre, y sólo puede requerirse entre las 9 y las 18 horas, salvo que el lugar señalado para la aceptación fuere el de una institución bancaria o financiera, en cuyo caso sólo podrá hacerse dentro del horario de funcionamiento para la atención de público.


Requisitos de la aceptación.

Requisitos de forma.- En primer lugar, tratándose de un título de crédito, debe estar literalmente incorporada en el mismo documento. Dispone el artículo 33 de la ley 18.092: “La aceptación debe constar en la letra misma por medio de las palabras “acepto”, “aceptada” u otras equivalentes y la firma del librado. La sola firma de éste puesta en el anverso de la letra importa aceptación”.


En principio no es necesario fechar la aceptación. Sin embargo, si la letra fuere girada a un plazo contadero desde la vista, o si ella debe ser presentada a la aceptación en un plazo determinado en virtud de cláusulas especiales, el librado deberá fechar la aceptación.  Esta fecha deberá ser la del día en que la aceptación fue dada,  a menos que el requirente exija que se ponga la del día de su presentación. A falta de fecha, el portador, para conservar sus derechos contra los endosantes y el librador, debe protestar la letra,  y en este caso, el término para pagar la letra girada a un plazo contadero desde  la vista correrá a partir del día del protesto.


Requisitos de fondo.- Siendo la aceptación el acto jurídico que origina la obligación del librado de pagar la cantidad girada, debe darse en los términos en los cuales el documento ha sido emitido.


Por ello, el artículo 42 de la ley 18.092 dispone que “la aceptación debe ser pura y simple”. Sin embargo la misma disposición legal contempla una salvedad: “el librado puede restringirla a una parte de la suma librada”. El aceptante queda obligado en los términos de su aceptación (y el librador por la totalidad del valor del título que emitió para lo cual deberá protestarse por falta de aceptación del saldo). Cualquiera otra reserva o declaración por la cual se modifique el contenido original del título  equivale a un rechazo de la aceptación.


También en cuanto al lugar del pago se permite al aceptar variar el contenido literal del título: El librado puede señalar en su aceptación un domicilio o residencia diferente del que resulte del texto de la letra, para que en ella efectúe el pago, siempre que esté ubicado en la misma provincia. La aceptación para pagar en cualquier lugar fuera de dicha provincia equivale a un rechazo de la aceptación.


Retiro de la aceptación.-


Generalmente las declaraciones que se incorporan en un título de crédito son irrevocables, por lo que resulta sumamente curiosa y original la disposición del artículo 44 de la ley 18.092, que dice: “El librado que ha estampado en la letra de cambio su aceptación, puede borrarla o tacharla antes de restituir la letra, debiendo en tal caso agregar la expresión "retiro mi aceptación" y volver a firmar. Cumplidos estos requisitos se considerará que la aceptación ha sido negada”.


Negativa de aceptación.-


La negativa del librado a aceptar la letra no le reporta responsabilidad alguna respecto el portador, el que sólo podrá hacer efectiva la responsabilidad del librador, quien al emitir la letra de cambio garantiza su aceptación al tomador o beneficiario y a todos los portadores sucesivos del mismo. Asimismo, transferida la letra por endoso traslaticio de dominio, cada uno de los endosantes es solidariamente responsable de los efectos de la falta de aceptación o pago, salvo expresa estipulación en contrario estampada en el dorso del título. Ahora bien, para salvaguardar y poder ejercer sus derechos respecto del librador y endosantes, el portador debe hacer protestar la letra.

GARANTIAS DE LA LETRA DE CAMBIO.-

La obligación de pagar la cantidad de dinero literalizada en la letra de cambio, como toda obligación, puede ser caucionada, y estas cauciones pueden ser reales o personales. Pero existen dos tipos de garantías que le son propias, a las que nos referimos a continuación.


-Solidaridad cambiaria.-


Conforme al inciso segundo del artículo 1.511 del Código Civil, la solidaridad puede tener origen convencional, testamentario o legal. La solidaridad cambiaria es de origen legal. Dispone el artículo 79 de la ley 18.092.: “Todos los que firman una letra de cambio, sea como libradores, aceptantes o endosantes, quedan solidariamente obligados a pagar al portador el valor de la letra, más los reajustes e intereses en su caso”.


A pesar de que la disposición transcrita no hace distinción, lo cierto es que solamente el endoso traslaticio de dominio es el que constituye codeudor solidario al endosante, conforme a lo dispuesto en el artículo 25 de la ley 18.092. El endoso en comisión de cobranza, por tratarse de un mandato, no podría llegar al absurdo de constituir al endosante codeudor solidario de sí mismo, pues el mandatario -endosatario en cobranza y portador de la letra- actúa en representación de su mandante.  Y respecto al endoso en garantía, el artículo 30 de la ley exime expresamente al endosante de esta responsabilidad, salvo expresa estipulación en contrario.


En todo caso, para conservar las acciones cambiarias en contra del librador, endosantes o avalistas de ambos, (no así del aceptante), el portador debe preocuparse de que se realice en tiempo y forma el protesto correspondiente, salvo el caso de quiebra del librado o aceptante ocurrida antes del vencimiento, o que la letra de cambio tuviere estampada la cláusula “devuelta sin gastos” o “sin protesto”, caso éste en que no caducan dichas acciones cambiarias, aunque faltare el protesto “por falta de pago”, o fuere inoportuno o con omisión de algún requisito legal.


Sin embargo, opino que la cláusula “devuelta sin gastos” o “sin obligación de protesto” resulta ineficaz respecto de las letras de cambio giradas “a la vista” o “a un plazo desde la vista”, puesto que la omisión del protesto oportuno y formal respecto de estos documentos no acarrea la caducidad de las acciones cambiarias del portador contra el librador, endosantes y avalistas de ellos, sino que la sanción establecida en la ley es la nulidad de la letra de cambio; textualmente: “quedará sin valor” ( Artículos 35 inciso 2° y 49 de la ley 18.092).


-El aval.-

Es una fianza cambiaria, caución personal, contemplada y reglamentada especialmente en la ley. El artículo 46  de la ley 18.092 dispone que “el aval es un acto escrito y firmado en la letra de cambio, en una hoja de prolongación adherida a ésta, o en un documento separado, por el cual el girador, un endosante o un tercero garantiza, en todo o parte, el pago de ella”.


El aval puede ser limitado a tiempo, caso, (aval condicionado), cantidad (hasta cierto monto) o persona determinada (el avalista señala por quien da su garantía). En tales eventos, sólo producirá la responsabilidad que el avalista se hubiere impuesto. Pero, concebido el aval sin limitaciones, el avalista de la letra de cambio responde del pago de ella en los mismos términos que la ley impone al aceptante, y, como ya vimos al transcribir el artículo 79, esta responsabilidad es solidaria.


En cuanto a la forma, la propia definición legal dispone que debe ser un acto escrito y firmado; que debe constar en la misma letra de cambio, en una hoja de prolongación adherida a ella, o en un documento separado. La sola firma en el anverso de la letra de cambio o de una hoja de prolongación adherida a ella constituye aval -(si fuere al reverso, constituiría endoso)-, a menos que dicha firma corresponda al girador o al aceptante. (La ley dice librado, pero desde el momento que el librado firmó en el anverso de la letra, pasó a ser aceptante). Si el aval se otorgase al dorso de la letra o de su hoja de prolongación, para que no sea endoso, “debe contener, además de la firma del avalista, la expresión “por aval” u otra equivalente”.


Si el aval se otorgare en instrumento separado, además de la firma del avalista, debe expresar que el acto es un aval e identificar claramente la letra a la cual concierne. Los derechos que emanan de un aval otorgado en instrumento separado no se transfieren por endoso.  (Ello precisamente por las características de literalidad de los títulos de crédito)


El acto que no cumpla con todos los requisitos de forma señalados precedentemente, no constituye aval.

VENCIMIENTO Y PAGO DE LA LETRA DE CAMBIO.-

La letra de cambio puede ser girada:


A la vista;


A un plazo de la vista;


A un plazo de la fecha de giro, y


A día fijo y determinado.


No vale como letra de cambio la girada a otros vencimientos o a vencimientos sucesivos.


La letra a la vista debe ser pagada a su presentación, la que deberá efectuarse dentro del año del giro, porque si no fuere pagada dentro del plazo de un año contado desde la fecha de su giro quedará sin valor, salvo que sea protestada oportunamente por falta de pago.


El término de la letra girada a un plazo determinado desde la vista, corre desde el día de su aceptación o desde su protesto por falta de aceptación o por falta de fecha de aceptación.


El término de una letra girada a un plazo de la fecha de giro, obviamente corre desde el día de su emisión.


Por último, la letra girada a día fijo y determinado, debe ser pagada el día designado en el título.


Si el vencimiento cae en día feriado, en un día sábado o el 31 de diciembre, por expresa disposición legal se entiende prorrogado para el primer día hábil siguiente.


El portador legítimo de la letra de cambio, dadas las características de necesariedad y literalidad del título de crédito, debe presentar la letra para el pago el día de su vencimiento, entre las 9 y las 18 horas, o al día siguiente hábil, si recayere en sábado, festivo o feriado bancario. Si la letra hubiese sido girada a la vista, deberá presentarla en día hábil dentro del plazo de un año contado desde la fecha de su giro.


Si el tenedor de la letra fuere un banco o una sociedad financiera, dicho tenedor deberá enviar un aviso escrito al aceptante comunicándole que tiene la letra en su poder, con una anticipación mínima de diez días a la fecha del vencimiento, indicando el nombre del tomador o beneficiario, monto de la letra, fecha de su vencimientos y lugar preciso en que debe efectuarse el pago.


Por su parte, el que paga la letra de cambio puede exigir que se le entregue, con la constancia del pago.


El portador no puede rehusar un pago parcial, y el librado puede exigir que se haga mención de este pago en la letra y, además, que se le otorgue recibo. El portador, por su parte, puede protestar la letra por el saldo no pagado. Después de vencida la letra, el portador podrá rechazar un pago parcial si fuere inferior a la mitad del valor del documento.


El que paga la letra a su vencimiento queda válidamente liberado, a menos que lo haya hecho a sabiendas para consumar un fraude. En cambio, el librado que paga antes del vencimiento queda responsable de la validez del pago. A este respecto cabe señalar que el pago de las letras de cambio antes de su vencimiento queda sometido a las normas sobre operaciones de crédito de dinero vigentes a la época de emisión de la letra, actualmente contenidas en el artículo 10 de la ley 18.010.(Ya transcrito al tratar de los plazos mercantiles)


Por último, cabe señalar que no puede prohibirse ni entrabarse por resolución judicial el pago de la letra de cambio, salvo en caso de quiebra de su portador o de cualquiera otro suceso que prive a éste de la libre administración de sus bienes.

LOS PROTESTOS

La ley se limita a reglamentar las solemnidades que deben cumplirse, pero no define lo que es un protesto. Se trata de “un acto solemne por medio del cual se deja constancia fehaciente de la falta de aceptación, de la falta de fecha de aceptación o de la falta de pago de una letra de cambio”.


Clases de protesto.-


Aunque en términos generales las formalidades son las mismas, pueden diferenciarse por la causa que los origina y sus consecuencias.


1.-
Por falta de aceptación.- Deja constancia fehaciente de que no se cumplió la promesa de aceptación que el librador hace al girar la letra de cambio al tomador o beneficiario y a los portadores sucesivos del título. Al portador le conviene que se efectúe el protesto para poder hacer efectiva la responsabilidad del librador y eventualmente de los endosantes. Obviamente que, protestada la letra por falta de aceptación, el portador queda dispensado del presentar la letra al pago y su consecuente protesto por falta de pago, pudiendo exigir del librador, y eventualmente de los endosantes, o los avalistas de ellos, sin responsabilidad solidaria como tales.


2.-
Por falta de fecha de aceptación.- Es un elemento indispensable para determinar la fecha de vencimiento de la letra girada a un plazo contado desde la vista. Si el aceptante en estos casos rehúsa fechar su aceptación, el portador debe requerir el protesto de la letra por falta de fecha de aceptación, para poder conservar sus derechos contra el librador y endosantes. Al protestarse la letra, la fecha de vencimiento se cuenta desde la fecha del protesto.


3.-
Por falta de pago.- El protesto por falta de pago, hecho en tiempo y forma, permite al portador conservar sus acciones cambiarias en contra del librador, endosantes y avalistas de ambos. En cambio, la falta de protesto o su inoportunidad produce la caducidad de dichas acciones.


Funcionario competente.- Conforme al artículo 60 de la ley 18.092, los protestos deberán hacerse por notarios; pero en las comunas que no sean asiento de un notario  podrán efectuarse también por el oficial del Registro Civil del lugar del pago o del lugar donde deba prestarse la aceptación, según corresponda.


Esta es la norma general, y en la práctica única, relativa a la persona que debe efectuar los protestos. Sin embargo, la propia ley 18.092, en su artículo 71, autoriza, salvo instrucciones en contrario, a los bancos e instituciones financieras que tengan una letra de cambio en su poder, como beneficiario o endosatario, para hacer el protesto “por falta de pago”, conforme a las normas que la misma disposición legal contiene.


Será competente para realizar el protesto por falta de aceptación o por falta de fecha de ella, el funcionario correspondiente al lugar en que deba prestarse la aceptación; y para el protesto por falta de pago, el funcionario correspondiente al lugar donde éste debe hacerse.


Procedimiento.-

1.-
Aviso.- El funcionario encargado de la diligencia deberá entregar en el lugar en que haya de efectuarse la aceptación o el pago, según el caso, al día siguiente o subsiguiente hábil del vencimiento del plazo para la presentación a la aceptación, o antes del vencimiento de la letra, o del vencimiento del plazo de un año contado desde la fecha de su giro si fuere a la vista, un aviso dirigido al librado o aceptante, en su caso, en que lo citará para el día siguiente hábil que no fuere sábado a su oficio, a fin de realizar el requerimiento que corresponda.


Para la entrega de este aviso  y la fecha de citación para el requerimiento, (y, por ende, para el protesto), no se considera hábil el día sábado.


El aviso debe ser entregado a alguna persona adulta que se encuentre en el lugar o, cuando ello no fuere posible, será dejado de la manera que el funcionario estime más adecuada.


Con autorización de la Corte de Apelaciones respectiva, los notarios, bajo su responsabilidad, podrán delegar la función de entregar el aviso en un empleado de su dependencia.


2.-
Requerimiento.- Como se vio, el aviso precedente es una citación al oficio del funcionario, para el día siguiente hábil que no fuere sábado, a fin de requerir al librado su aceptación o al aceptante que feche su aceptación o, en su caso, que pague la letra de cambio.


Si el librado o aceptante no compareciere a la citación, se efectuará el protesto sin necesidad de requerimiento. Si compareciere, se le hará el requerimiento, oportunidad en que podrá aceptar, fechar o pagar, según el caso, y, si no lo hiciere, se procederá al protesto, el que en este caso, el de requerimiento al compareciente, tendrá el carácter de personal, para los efectos de constituir título ejecutivo conforme al Nº 4º del artículo 434 del Código de Procedimiento Civil.


3.-
Gestión previa al protesto por falta de pago.- Antes de estampar la diligencia de protesto “por falta de pago”, el funcionario debe verificar en la Tesorería Comunal correspondiente si se ha efectuado en ella algún depósito destinado al pago del documento (siempre que en la letra se hubiese señalado la comuna correspondiente al lugar del pago).


Si existiera depósito y fuere suficiente para pagar la letra, intereses y reajustes, en su caso, se omitirá el protesto, y el funcionario a cargo del protesto retirará el depósito bajo recibo y entregará la letra al depositante con la constancia del pago estampada en ella.


Si el depósito no fuere suficiente para pagar la letra, intereses, reajustes y gastos, en su caso, el funcionario deberá dejar constancia de ello y protestará la letra por el saldo insoluto, no siendo necesario indicar el monto de dicho saldo tratándose de letras reajustables.  Al depositante le dará recibo de pago parcial.


Si hubiere duda acerca del interés que debe pagarse, de la moneda en que deba hacerse el pago, del tipo de cambio o del monto de los reajustes, el funcionario se atendrá a las instrucciones del portador del documento, bajo la responsabilidad de éste y sin perjuicio de las acciones que procedan.


4.-
Protesto.- Cumplidos los trámites del aviso, del requerimiento si compareciere el librado o aceptarte y de la verificación de existencia de depósito en la Tesorería Comunal, sin que con ello se salvare la omisión correspondiente, el funcionario procederá a protestar el documento.


El protesto se estampará en el dorso de la letra o en una hoja de prolongación de ella y deberá contener:


a)
La constancia de haberse entregado el “aviso” y la fecha en que tal entrega se produjo;


b)
La relación de que el librado no aceptó la letra en los términos en que ella fue girada, o que no fechó la aceptación o que no pagó íntegramente, según sea el caso. En el evento de pago parcial, deberá expresar su monto;


c)
Un resumen de lo que exprese el librado para no aceptar, no fechar o no pagar la letra, si compareciere a la citación; o la constancia de que el librado no compareció o nada dijo;


d)
El número con que el protesto aparece en el registro que el funcionario debe llevar para estos efectos;


e)
Los impuestos y derechos cobrados;


f)
La fecha, hora y lugar del protesto, y


g)
La firma del funcionario que haya practicado la diligencia.


Para los efectos de la mención signada d), todo funcionario encargado de efectuar protestos de letras de cambio, deberá llevar un registro de protestos, en el cual dejará constancia, día a día, de los que haya practicado, con el número correlativo de cada uno y con las menciones expuestas precedentemente, signadas b), d), e) y f), e individualizará el documento protestado, con los nombres del librado o aceptante, del requirente, del beneficiario, monto de la letra y época del vencimiento.


“Ningún otro documento o diligencia puede suplir la omisión del protesto”. “El portador no queda dispensado de la obligación de protestar la letra por la quiebra, interdicción o muerte del librado”. (Arts. 76 y 78 de la ley 18.092).


Normas especiales.-


-Ya advertimos que los bancos o sociedades financieras están facultadas para protestar “por falta de pago” las letras que tengan en su poder, “salvo instrucciones en contrario”, conforme al artículo 71 de la ley 18.092. En la práctica, dado lo engorroso que significaría para ellos hacerlo, la excepción se ha convertido en la norma general y siempre existen “instrucciones en contrario”. Por tal motivo, nos limitaremos a la cita de dicha disposición legal.


-“La cláusula “devuelta sin gastos” o “sin protesto” y la que fija plazo  para presentar a la aceptación, puesta por el librador, producen efectos respecto de todos los firmantes de la letra.  Estampadas por algún otro obligado, sólo producen efectos respecto de éste”. (Art. 74 ley 18.092). Las primeras son las que permiten omitir el protesto por “falta de pago” sin que se produzca la caducidad de las acciones cambiarias en contra del librador, endosante y analistas de ambos, y la otra obliga a fechar la aceptación o protestar la letra por falta de fecha de aceptación si se omitiere.


-“Si se diere en pago de una letra un cheque cuyo pago rehusare el banco librado, el protesto de ella podrá realizarse dentro de los treinta días de vencida, siempre que se hubiese hecho constar en la misma el nombre del banco librado, la numeración del cheque y la cuenta corriente sobre la cual ha sido girado. El plazo de treinta días se ampliará si el banco librado hubiese suspendido sus operaciones y por los días que durare la suspensión. En caso de duda ese plazo será determinado por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras”. (Art. 73 ley 18.092).


-“En el evento de fuerza mayor o caso fortuito, el portador de la letra deberá presentarla para su aceptación o pago, y en su defecto requerirá el protesto, el día siguiente hábil de cesado el impedimento”.  (Art. 75 ley 18.092).


Nulidad del protesto.-


Siendo el protesto un acto jurídico solemne, conforme a lo dispuesto en los artículos 1.681, 1682 y 1683 del Código Civil, la omisión de cualquiera de los requisitos o formalidades que la ley estableció en consideración a su naturaleza produce la nulidad absoluta del protesto. Sin embargo, el artículo 77 de la ley 18.092 establece una norma especial y, aunque sigue obligado declararla de oficio, aún sin petición de parte, cuando apareciere de manifiesto, “el tribunal podrá desechar la nulidad de  un protesto cuando el vicio no hubiere causado un efectivo perjuicio al que lo invoca”.


Perjuicio de la letra de cambio.-


Ya nos hemos referido tangencialmente a este tema anteriormente, recalcando la necesidad de efectuar válida y oportunamente el protesto para que el portador pueda conservar sus acciones contra los codeudores garantes de la obligación de pago. Cuando el portador no realiza el protesto por “falta de pago” en tiempo y forma legales, caducan sus acciones cambiarias en contra del librador, endosantes y los avalistas de ambos. Es lo que se denomina el “perjuicio” de la letra de cambio.


Este perjuicio tiene dos excepciones, o sea, no caducan dichas acciones: a) en caso de quiebra del librado o aceptante ocurrida antes del vencimiento, o b) Si la letra tiene estampada la cláusula “devuelta sin gastos” o “sin protesto”. (Aunque, como ya lo dijimos al hablar de la solidaridad cambiaria, en mi opinión esta cláusula resulta ineficaz respecto de las letras de cambio con vencimiento “a la vista” o “a un plazo desde la vista”

EXTRAVIO DE LA LETRA DE CAMBIO.-

La letra de cambio es un título de crédito y, como tal, una de sus características fundamentales es la “necesariedad”, o sea, es imprescindible tener el título para ser titular y poder disponer del derecho documental representado en él. El derecho sólo puede ser ejercido por el legítimo portador del título y el acreedor no puede suplir con otro instrumento jurídico la carencia de posesión del título para disponer del derecho. Por su parte, el deudor puede negarse a cumplir su obligación si no se le exhibe y entrega el título. Es más, como su declaración por la que se obliga es irrevocable, solamente y siempre estará obligado a pagar al portador del título, a menos que la ley permita en algunos casos específicos desincorporar del título la declaración obligante. Es de imaginar, entonces, los graves problemas que se pueden producir para todos los interesados en caso de extravío de una letra de cambio.


La ley 18.092, en su párrafo 9º, resuelve el problema mediante un procedimiento judicial, al que nos referimos a continuación.


El portador de una letra de cambio extraviada podrá solicitar que se declare judicialmente su extravío y que se le autorice para ejercer los derechos que le correspondan como portador del documento. La solicitud deberá indicar los elementos necesarios para identificar la letra.


Será tribunal competente para conocer de esta gestión el juez de letras en lo civil de turno del domicilio de peticionario. (Hasta aquí, todo parece indicar que se trata de un acto judicial no contencioso).


De la solicitud se conferirá traslado por cinco días hábiles a los obligados (librador, endosantes, avalistas) y al librado. (lo que hace aparecer esta gestión como de jurisdicción contenciosa).


El tribunal ordenará, también, que se dé noticia del extravío de la letra y de la solicitud del portador, por medio de un aviso que se publicará en la edición del Diario Oficial correspondiente a los días 1º ó 15 de cualquier mes, o en la del día siguiente hábil si no se editare en esos días, a fin de que, dentro del plazo de 30 días (“se comprenderán aún los días feriados”, art. 50 C. Civil), los demás interesados comparezcan a hacer valer sus derechos.


El solicitante, como una especie de medida precautoria, podrá en cualquier estado de la gestión pedir al tribunal que disponga la suspensión provisional de la aceptación y el pago y, para acoger esta solicitud, el tribunal podrá exigir la constitución de una garantía de resultas. No obstante, podrá procederse a la aceptación o pago, previo otorgamiento de caución suficiente por quien exige la aceptación o requiere el pago.


Vencidos los plazos de cinco días de traslado para los obligados,  o de treinta días para los demás interesados, sin que los obligados o el librado  formulen oposición, o sin que nadie comparezca invocando la calidad de portador legítimo, el tribunal autorizará al solicitante para requerir la aceptación o el pago. Al otorgar esta autorización, podrá el juez exigir que el solicitante rinda garantía de resultas, cuya calificación y duración determinará prudencialmente.


Si hubiese oposición, ella se tramitará como incidente, pudiendo el tribunal, de oficio, ordenar las medidas probatorias que estime conducentes, y cualquiera cuestión que se promoviere en el curso de este procedimiento, deberá resolverse en la sentencia definitiva, la que sólo será susceptible de recurso de apelación, que se concederá en ambos efectos.


La resolución final que acoja la solicitud, dentro de los requisitos propios de toda sentencia definitiva, debe contener la individualización de la letra de cambio. Una copia autorizada de esa sentencia definitiva reemplazará al documento extraviado para los efectos de requerir la aceptación o el pago. Si los plazos para la presentación de la letra de cambio a su aceptación o pago vencieran durante el transcurso del proceso, se prorrogarán hasta el tercer día hábil siguiente de quedar ejecutoriada la resolución que ponga fin al procedimiento.


La aceptación o el pago autorizado por la resolución judicial, producen los mismos efectos que los derivados del ejemplar auténtico de la letra; pero no perjudican los derechos del portador legítimo frente a quien, invocando indebidamente dicha calidad del portador legítimo, haya obtenido la aceptación o el pago.

ACCIONES CAMBIARIAS.-

Las acciones que emanan de una letra de cambio se denominan “acciones cambiarias”, y son: a) las que pueden intentarse por el portador para hacer efectivo el pago y b) las que tienen las personas que han pagado para reembolsarse de aquéllos por quienes han efectuado el pago.


a)
Obviamente, el portador podrá ejercer su acción para cobrar el valor de la letra de cambio cuando ésta estuviere vencida. Sin embargo, puede ejercer su acción antes del vencimiento.


1.-
Si se hubiera protestado la letra por falta de aceptación del librado, de cualquiera de los librados conjuntos o de todos los librados subsidiarios, en su caso;


2.-
Si cae en quiebra el librado o cualquiera de los librados conjuntos, hayan o no aceptado la letra;


3.-
Si, antes de la aceptación, cae en quiebra uno de los librados subsidiarios y ninguno de los restantes accede a aceptar la letra, o si cae en quiebra el librado subsidiario que otorgó su aceptación, y


4.-
Si el librador de una letra no aceptada cae en quiebra.


Fuera de estos casos, el portador deberá aguardar al vencimiento de la letra para ejercer su acción cambiaria.


Pagada la letra de cambio, el portador otorgará recibo de la misma y la entregará al pagador. Cualquier tercero extraño a la letra podrá pagarla y se subrogará en todos los derechos del portador emanados del documento. El portador deberá dejar constancia en la letra del nombre de la persona que le hizo el pago.


En los casos de pago parcial, cuando fuere procedente, el pagador sólo tendrá derecho a exigir que el pago se haga constar en la letra y que se le entregue copia íntegra el documento, certificada por notario. Esta copia tendrá el mismo valor que el documento original para los efectos de ejercer las acciones cambiarias.


b)
Las acciones cambiarias de reembolso no corresponden a los principales obligados: librador y aceptante. Dispone el artículo 82 de la ley 18.092: “El librador o el aceptante que pagare la letra no tendrán acción cambiaria de reembolso entre sí, ni en contra de los demás firmantes de la letra”.


“El endosante que paga la letra tendrá acción cambiaria de reembolso a su elección en contra del librador, aceptante y endosantes anteriores y de sus avalistas”.


“El avalista que paga la letra tendrá acción cambiaria de reembolso en contra de la persona a quien él ha garantizado y de los demás firmantes de la letra respecto de los cuales tuviere acción cambiaria de reembolso la persona avalada”.


Veamos ahora qué puede exigir el que ejerce la acción cambiaria de reembolso, conforme al artículo 83 de la ley citada.


“El titular de la acción cambiaria de reembolso puede reclamar a las personas obligadas a éste:"


“1.-
La suma íntegra que hubiere desembolsado con arreglo a la ley. Esta suma se reajustará desde la fecha del desembolso hasta la del reintegro, y”


“2.-
Los intereses corrientes sobre la cantidad que resulte de la aplicación del número anterior, calculados desde la fecha de desembolso hasta la de su reintegro”.


PRESCRIPCIÓN.-

El plazo de prescripción de las acciones cambiarias del portador contra los obligados al pago es un año contado desde el día del vencimiento del documento.


Las acciones cambiarias de reembolso prescriben en el plazo de seis meses contados desde el día del pago cuyo reembolso se reclama.


La prescripción se interrumpe solamente respecto del obligado a quien se notifique la demanda judicial de cobro de la letra, o la gestión judicial necesaria o conducente para deducir dicha demanda o preparar la ejecución. Igualmente se interrumpe respecto del obligado a quien se notifique de una gestión de extravío y del que ha reconocido expresa o tácitamente su calidad de tal.


Lo señalado precedentemente corresponde a las normas expresas especiales contenidas en los artículos 98, 99 y 100 de la Ley 18.092 sobre letras de cambio y pagarés. En lo demás la prescripción de las acciones provenientes de la letra de cambio se rigen por las reglas generales del Código de Comercio.

III.- EL PAGARE.-

El pagaré es un título de crédito que contiene la declaración unilateral de una persona que se obliga a pagar una determinada o determinable cantidad de dinero. Es un efecto de comercio que no requiere de otro acto jurídico que la declaración instrumental del suscriptor que confiesa adeudar y se obliga a pagar.


La ley 18.092 no define el concepto de pagaré y se limita a señalar el contenido formal del documento como asimismo sus requisitos de fondo.


En su calidad de título de crédito el pagaré debe otorgarse en un acto solemne contenido en un documento escrito cuyas enunciaciones están contenidas en el artículo 102 de la ley 18.092 y son los siguientes:


“1.-
La indicación de ser pagaré, escrita en el mismo idioma empleado en el título;”


“2.-
La promesa no sujeta a condición de pagar una determinada o determinable cantidad de dinero”. Este es un requisito esencial, de tal forma que si la referida promesa no tiene por objeto una cantidad determinada o determinable de dinero no se trata de un pagaré, sino de otro tipo de documento,


“3.-
El lugar y época de pago”. No obstante, si el pagaré no indicare el lugar del pago, se entenderá que éste debe efectuarse en el lugar de su expedición; y si no contuviere la fecha de vencimiento, se considerará pagadero a la vista.


“4.-
El nombre y apellido del beneficiario o la persona a cuya orden se ha de efectuar el pago o la indicación de que es pagadero al portador;”


“5.-
El lugar y fecha de expedición” Esta mención es importante para determinar la capacidad del suscriptor al tiempo de crearse el documento, así como para fijar el vencimiento de los pagarés girados a un plazo contado desde su fecha.  El lugar es importante para la aplicación de la ley del lugar que va a regir el acto.


“6.-
La firma del suscriptor”.  Esta es sin duda una enunciación esencial del documento, ya que traduce el propósito de obligarse del suscriptor del título.

Sanción.- En forma similar a la letra de cambio, el artículo 103 de la Ley 18.092 dispone que “el documento que no cumpla con las exigencias del artículo precedente, no valdrá como pagaré”.
CLASIFICACIÓN DEL PAGARÉ
1º
Atendiendo a su cesibilidad:


a)
Nominativo;


b)
A la orden, y


c)
Al portador.

2º
Desde el punto de vista de su vencimiento:


a)
A la vista;


b)
A un plazo contado desde la fecha de expedición, y 


c)
A un día fijo y determinado.

3º
Considerando su forma de pago:


a)
Pagaré pagadero en una sola fecha, y


b)
Pagadero con vencimientos sucesivos.


Como ya se ha señalado, el pagaré puede ser extendido:


1.- A la vista;


2.- A un plazo contado desde su fecha, y


3.- A un día fijo y determinado.


Puede tener también vencimientos sucesivos, y en este caso, para que el no pago de una de las cuotas haga exigible el monto total insoluto, es necesario que se exprese así en el documento. Si nada se expresare al respecto, cada cuota será protestada separadamente.


En cuanto al pago, el suscriptor del pagaré queda obligado de igual manera que el aceptante de una letra de cambio.


Norma general aplicable.- Dadas sus similitudes, el legislador resolvió la reglamentación del pagaré aplicando la normativa de la letra de cambio. Dispone así el artículo 107 de la Ley 18.092: “En lo que no sean contrarias a su naturaleza y a las disposiciones del presente Título, son aplicables al pagaré las normas relativas a la letra de cambio”.
PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL PAGARÉ

Al crearse el pagaré la única persona que interviene es  el suscriptor quien confiesa la deuda y firma el documento. El suscriptor debe ser una persona capaz de obligarse y con la libre administración de sus bienes. Puede suscribir pagarés el menor adulto respecto de su peculio profesional o industrial y la mujer casada en sociedad conyugal que ejerce un oficio, empleo, profesión o industria separados de su marido.


Además del suscriptor el pagaré puede contener la designación de un beneficiario quien será el acreedor de la cantidad que se promete pagar. Esta persona debe tener capacidad para adquirir derechos.


Cuando el pagaré contiene la cláusula a la orden puede circular mediante el endoso interviniendo así en la vida del documento endosantes y endosatarios. Asimismo una vez creado el documento puede garantizarse su pago con la intervención de avalistas.

PARALELO ENTRE EL PAGARÉ Y LA LETRA DE CAMBIO

1º
El pagaré es una verdadera confesión de deuda formulada por la voluntad del suscriptor que se expresa mediante la firma del documento. En cambio en la letra de cambio deben intervenir a lo menos dos personas el librador o girador que puede ser a su vez beneficiario, quien emite la orden y el librado contra quien se gira la letra de cambio, que puede convertirse en aceptante si admite pagarla.


2º
El pagaré no es un título de crédito sujeto a aceptación puesto que surge por la sola voluntad del suscriptor. La letra de cambio es una orden que requiere la aceptación del librado para que éste resulte obligado.


3º
El pagaré sólo puede protestarse por falta de pago en tanto que la letra de cambio puede protestarse por falta de aceptación, de fecha de aceptación o de pago.


4º
El pagaré admite vencimientos sucesivos y la letra de cambio debe tener un solo vencimiento.

IV.- LA CARTA ORDEN DE CRÉDITO.-

Se trata de un documento mediante el cual una persona se dirige a otra para que entregue a un tercero la cantidad de dinero que necesite hasta un máximo determinado.


La denominación “carta” proviene de la forma epistolar con que se redactaba y aún se redacta frecuentemente. Es carta orden porque efectivamente contiene una instrucción u orden, y es de crédito porque está cimentada en el crédito de las personas que intervienen.


El artículo 782 del Código de Comercio señala que “las cartas órdenes de crédito tienen por objeto realizar un contrato de cambio condicional, celebrado entre el dador y el tomador, cuya perfección pende de que éste haga uso del crédito que aquél le abre”.


La carta orden de crédito permite retirar dinero de varias plazas a la vez y es utilizado por personas que se desplazan de un lugar a otro para así evitar el riesgo de llevar dinero efectivo.


Es un documento nominativo, como lo establece redundantemente el artículo 783 del Código citado: “Las cartas de crédito deben ser dadas a persona determinada y no a la orden”. “Expedidas en esta última forma, el tomador podrá cobrarlas personalmente, pero no endosarlas”. “El endoso de una carta de crédito no transfiere al endosatario el derecho de cobrarla”.


Debe expedirse por una cantidad fija como máximo, aunque puede ser dirigida a varios corresponsales residentes en distintos lugares para que la cumplimenten sucesivamente hasta la cantidad designada en ella. En este caso, cada corresponsal que entregue una suma parcial al portador deberá anotarla en la carta de crédito, bajo responsabilidad de daños y perjuicios.


La carta que no tenga la designación de cantidad será considerada como simple carta de instrucción y recomendación. 


En la carta deberá designarse también el tiempo dentro del cual el tomador debe hacer uso de ella. Si no expresare el plazo, ello será señalado por el juzgado de comercio, atendidas las circunstancias de los partícipes y la naturaleza de la operación mercantil que tuvo por objeto la apertura. 


Por último, la carta de crédito debe contener la firma del dador y del tomador.

PERSONAS QUE INTERVIENEN EN LA CARTA ORDEN DE CRÉDITO

1.-
El dador.


2.-
El tomador.


3.-
El corresponsal o persona a quien va dirigido.


Obligaciones del dador.- 

a)
Redactar el documento cumpliendo con las formalidades legales y firmarlo;

b)
Pagar al o los corresponsales la o las cantidades que ellos entreguen al tomador en virtud de la carta;

c)
Mantener el crédito dentro de los montos y plazos establecidos. 


El dador no puede revocar la carta de crédito, salvo que sobrevenga algún accidente que menoscabe el crédito del tomador.


De lo contrario será responsable de los daños y perjuicios causados al tomador.


Obligaciones del tomador.-
a)
Poner su firma en la carta o entregar al dador un modelo de ella; 

b)
Probar su identidad al corresponsal si éste se lo exigiere;

c)
Devolver la carta al dador cuando no hiciere uso de ella, tan pronto como sea requerido al efecto, o rendir fianza por su importe hasta que llegue la revocación a conocimiento del pagador;.

d)
Pagada la carta de crédito por el corresponsal, el portador debe reembolsar sin demora al dador la cantidad que hubiere recibido. Si así no lo hace deberá pagar intereses corrientes.

REQUISITOS DE LA CARTA ORDEN DE CRÉDITO

1.-
Debe extenderse a nombre de persona determinada y no a la orden (artículo 783 Código de Comercio).-


2.-
Debe expedirse por una cantidad fija, sin perjuicio de hacer uso de ella por parcialidades y ante distintos corresponsales, pero dentro del límite máximo señalado. (Artículo 784 inciso 1º relacionado 793 del Código de Comercio).


3.-
Debe designarse la época dentro de la cual el tomador hará uso de la carta.


4.-
La carta debe contener la firma del dador y del tomador, salvo que éste entregue al dador un modelo de su firma.


Según lo establece el artículo 788 del Código de Comercio, “la carta orden de crédito, aunque no sea pagada, no confiere al tomador derecho alguno contra el dador ni contra la persona a cuyo cargo fuere expedida”.


“Por consiguiente, las cartas de crédito no pueden ser protestadas”.
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